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PRESENTACiÓN A LA QUINTA EDICiÓN

La publicación de Material de Clase para Derecho Internacional Privado
es una actividad tradicional de la Sección de Derecho Internacional Privado y
Comparado del Instituto de Derecho Privado de la Facultad de Ciencias Jurí­
dicas y Políticas de la Universidad Central de Venezuela. Esta Sección se de­
dica al estudio e investigación de estas difíciles y exigentes áreas jurídicas.
Desde el año 1979, en el cual apareció la primera edición, hasta nuestros días,
la utilidad práctica de esta compilación se afianza cada vez más, no sólo para
los estudiantes de Derecho del país, sino también para los abogados en ejerci­
cio, para las dependencias gubernamentales y para todos aquellos interesados
en las fuentes legislativas, doctrinales y jurisprudenciales en cuyo marco se
desarrolla el Derecho Internacional Privado. El éxito de las ediciones anterio­
res, tanto en Venezuela, como en el exterior, nos motiva a presentar esta quin­
ta edición, revisada, ampliada y actualizada.

Desde la aparición de Material de Clase hemos afrontado los problemas
de selección del abundante material que no permanece estático, sino padece de
inflación, propia de todas las ramas jurídicas en el mundo actual. Con el correr
del tiempo había que agregar nuevas fuentes legislativas y jurisprudenciales
en desmedro de las antiguas que, por simple falta de espacio, tienen que ser
eliminadas. La existencia de ediciones anteriores de esta obra y, sobre todo, la
excelente ayuda de la información que se puede obtener a través de Internet
compensarán estas faltas. Pero aún así, resulta muy difícil establecer los crite­
rios de selección y de sistematización en aras de lograr una búsqueda rápida y
eficaz y con ello facilitar la consulta y proporcionar los instrumentos, no sólo
de importancia para el desarrollo teórico de la materia, sino para su aplicación
práctica, cada vez más frecuente y necesaria en el mundo globalizado.
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Esta nueva edición mantiene la sistematización de los textos anteriores:
los materiales se clasifican en los de carácter general y los referentes a las
materias especiales que forman parte del Derecho Internacional Privado, utili­
zando la presentación en dos tomos. También se conserva la prelación de las
fuentes: se especifican, en primer lugar, los tratados ratificados por Venezue­
la, luego las leyes internas, así como la doctrina y la jurisprudencia, esta últi­
ma revisada y ampliada con las decisiones correspondientes al período poste­
rior a la promulgación de la Ley de Derecho Internacional Privado. Han sido
eliminadas las decisiones anteriores, salvo las sentencias fundamentales para
el cambio de rumbo o para el desarrollo de nuestra disciplina (leading cases).

Al Derecho Comparado se le deja un espacio importante. No tanto por la
dificultad de encontrar algunas fuentes, sino por la pertinencia de las mismas.
El que investiga no siempre sabe en que fuente podrá encontrar la respuesta.
En este rubro se eliminan los tratados no ratificados por Venezuela, salvo las
Convenciones Interamericanas, en aras de mantener el Código Bustamante
con las respectivas reservas y declaraciones; las disposiciones de los Códigos
Civiles foráneos, clasificados por regiones, y cuya influencia en la evolución
de normas de conflicto venezolanas ha sido determinante; también se conser­
va la historia legislativa en esta materia, incluyendo todos los proyectos de
leyes de Derecho Internacional Privado elaborados por prestigiosos juristas
venezolanos.

Aunque no en su totalidad, se incluyen los textos básicos de la Comuni­
dad Andina de Naciones, por tratarse de nuestro derecho vigente hasta sola­
mente algunos meses; y los de Mercosur, vista la reciente adhesión de Vene­
zuela a este régimen.

El segundo tomo contiene la parte especial de la disciplina: las disposi­
ciones de Derecho Civil Internacional, Comercial Internacional y Procesal
Internacional. Por otra parte, se agregan los instrumentos referentes a las dos
ramas jurídicas de evidente actualidad, como lo son el Derecho Laboral Inter­
nacional y el Derecho Tributario Internacional, así como la codificación con­
vencional y estatal en materia de inversiones extranjeras.

Presentar esta quinta edición de Material de Clase para Derecho Interna­
cional Privado significa mucho más que referirse a su contenido y a la siste­
matización de las fuentes. Es reiterar el inusitado desarrollo de esta disciplina
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y su importancia en la vida práctica de un jurista actualizado y no sólo de
aquellos que pretenden investigar en el ámbito de esta rama del Derecho. Es
insistir en que no se trata de especulaciones teóricas, con tanta frecuencia
aducidas en el pasado, inclusive para eliminar esta materia de los planes de
estudio de las Facultades de Derecho, sino de una disciplina legislada en fuen­
tes internacionales e internas, lo cual permite resolver, en forma idónea, los
casos _con elementos foráneos. El aumento de instrumentos legislativos en
Venezuela y allende nuestras fronteras demuestra su necesidad práctica.

El interés por esta compilación es fiel testimonio de que en Venezuela la
actividad jurídica no se reduce a los supuestos que se desarrollan en el ámbito
interno, sino dirige sus miradas y su preocupación hacia la acera de en frente.
A esta actividad y a sus protagonistas se destina esta obra.

La quinta edición de Material de Clase, como las anteriores, es fruto de
una ardua y sostenida labor de todos los integrantes de la Sección de Derecho
Internacional Privado y Comparado. Sin embargo, es menester señalar la efi­
caz y dedicada coordinación ejercida por la profesora Claudia Madrid Martínez,
a cuyo empeño se debe el éxito final de la dificil tarea de compilar, seleccio­
nar, sistematizar y revisar el abundante material que contiene esta publica­
ción. Es menester también destacar la valiosa colaboración de los bachilleres
Aixa Añez, Clementina Lugo y Jonás Aponte, pasantes de la Sección, quienes
de manera entusiasta contribuyeron a la realización de esta obra.

Tatiana B. de Maekelt
Jefe de la Sección de Derecho

Internacional Privado y Comparado

Caracas, junio 2006
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DERECHO CIVIL INTERNACIONAL 

I. DERECHO CIVIL INTERNACIONAL 
SISTEMA VENEZOLANO 

CODIFICACION UNIVERSAL 

A. Convención de las Naciones Unidas sabre el Consentimiento 
para el Matrimonio, la Edad MInima para Contraer Matrimonio 
y el Registro de los Matrimonios, 1962-1983 

B. Convenio de La Haya sobre losAspectos Civiles de la Sustracción 
Internacional de Menores, 1980-1996 

C. Convención de las Naciones Unidas sabre los Derechos del Niæo, 
1989-1990 

D. Convenio Relativo a Ia ProtecciOn del Nina y a Ia CooperaciOn 
en Materia deAdopciOn Internacional, 1993-1996 



A. CONVENCION DE LAS NACIONES UNIDAS 
SOBRE EL CONSENTIMIENTO PARA EL 

MATRIMON1O, LA EDAD M1NIMA PARA 
CONTRAER MATRJMONIO Y EL REGISTRO 

DE LOS MATRIMONIOS 

Aprob&iOn:Asamblea General, Resolución 1763 A (XVII), de 07/11/1962 
Vigencia: 09/12/1964 

eyAprobatoria: G.O. Ext. No 3.008, 31/08/1982 
DepOsito del Instrumento de Ratificación: 31/05/1983 

RESUELTO 

VISTO: que Ia "Convención sobre el Consentimiento para el Matrimonio, 
la Had Minima para contraer Matrimonio y el Registro de Matrimonios" fue 
abierta a la firma en la ciudad de Nueva York, el 10 de diciembre de 1962; 

Por cuando el Gobierno de la Repüblica de Venezuela ha decidido adherir 
a la citada Convención, de confon -nidad con lo dispuesto en el articulo 5, 
parÆgrafos 1 y 2 de la misma; 

Se ordena publicar en la Gaceta Oficial de la Reptiblica de Venezuela el 
texto del instrumento mencionado con reserva expresa de lo dispuesto en el 
artIculo 8, del tenor siguiente: 

"Venezuela hace formal reserva de lo dispuesto por el artIculo 8 de la Con-
vención, en virtud de que no acepta la jurisdicción obligatoria de la Corte 
Internacional de Justicia para dirimir las controversias suscitadas por la 
aplicación o interpretación de esta ConvenciOn". 

Comuniquese y publiquese 
JosØ A. Zambrano Velasco, Ministro de Relaciones Exteriores 

W. 
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CONVENCION SOBRIE EL CONSENTIMIENTO PARA EL MATRIMONIO, 
LA EDAD MINIMA PARA CONTRAER MATRIMONIO V EL REGISTRO 

DE MATRIMONIOS 

PREAMBULO 

Los Estados contratantes, 
Deseando, de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, promo-

ver ci respeto a la observancia universal de los derechos humanos y las liber-
tades fundamentales de todos, sin distinción de raza, sexo, idioma o religion, 

Recordando que el artIcuio 16 de la Deciaración Universal de Derechos 
Humanos dice que: 

"1. Los hombres y las mujeres, a partir de Ia edad nübil, tienen derecho, sin 
restricción alguna por motivos de raza, nacionalidad o religion, a casarse y 
fundar una familia; y disfrutarÆn de iguales derechos en cuanto al matrimo-
nio, durante el matrimonio y en caso de disoluciOn del matrirnonio. 
2) Solo mediante libre y pleno consentimiento de los futuros esposos podrÆ 
contraerse el matrirnonio", 

Recordando asimismo que Ia Asamblea General de las Naciones Unidas, 
en su ResoiuciOn 843 (IX), de 17 de diciembre de 1954, declarO que ciertas 
costumbres, antiguas ieyes y prÆcticas referentes al matrimonio y a la familia 
son incompatibles con los principios enunciados en la Carta de las Naciones 
Unidas y en la Declaración Universal de Derechos Humanos, 

Reafirmando que todos los Estados, inciuso los que hubieren contraIdo o 
pudieren contraer la obligaciOn de administrar territorios no autónomos o en 
fideicorniso hasta el momento en que estos alcancen la independencia, deben 
adoptar todas las disposiciones adecuadas con objeto de abolir dichas costum-
bres, antiguas Ieyes y prÆcticas, entre otras cosas, asegurando la libertad corn-
pleta en la elección del cónyuge, aboliendo totalmente ci matrimonio de los 
niflos y la prÆctica de los esponsales de las jOvenes antes de Ia edad nübil, 
estabieciendo con tal fin las penas que fueren del caso y creando un registro 
civil o de otra clase para la inscripción de todos los matrimonios, 

Convienen por la presente en las disposiciones siguientes: 
ART. 1. (1) No podrÆ contraerse legalmente matrimonio sin ci pleno y 

libre consentimiento de ambos contrayentes, expresado por Østos en persona, 
despuØs de la debida publicidad, ante Ia autoridad competente para formalizar 
ci rnatrimonio y testigos, de acuerdo con la icy. 

(2) Sin perjuicio de lo dispuesto en el pÆrrafo I supra, no serÆ necesario 
que una de las partes estØ presente cuando la autoridad competente estØ con- 
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vencida de que las circunstancias son excepcionales y de que tal parte, ante 
una autoridad competente y del modo prescrito por la ley, ha expresado su 
consentimiento, sin haberlo retirado posteriormente. 

ART. 2. Los Estados partes en Ia presente Convención adoptarÆn las me-
didas legislativas necesarias para determinar la edad minima para contraer 
matrimonio. No podrÆn contraer legalmente matrimonio las personas que no 
hayan cumplido esa edad, salvo que la autoridad competente por causas justi-
ficadas y en interØs de los contrayentes, dispense el requisito de la edad. 

ART. 3. Todo matrimonio deberÆ ser inscrito por la autoridad competente 
en un registro oficial destinado a! efecto. 

ART. 4. (1) La presente ConvenciOn quedara abierta, hasta el 31 de di-
ciembre de 1963, a la firma de todos los Estados Miembros de las Naciones 
Unidas o miembros de cualquiera de los organismos especializados, y de otro 
Estado que haya sido invitado por la Asamblea General de las Naciones Uni-
das a participar en la Convención. 

(2) La presente Convención estarÆ suj eta a ratificación y los instrumentos 
de ratificación serÆn depositados en poder del Secretario General de las Na-
ciones Unidas. 

ART. 5. (1) Todos los Estados a que se refiere el pÆrrafo 1 del artIculo 4 
podrÆn adherirse a la presente Convención. 

(2) La adhesion se efectuarÆ depositando un instrumento de adhesion en 
poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

ART. 6. (1) La presente ConvenciOn entrarÆ en vigor noventa dias des-
puØs de la fecha en que se haya depositado el octavo instrumento de ratifica-
ción o de adhesiOn. 

(2) Para cada uno de los Estados que ratifiquen la Convención o se adhie-
ran a ella despuØs de depositado el octavo instrumento de ratificación o de 
adhesion, la Convención entrarÆ en vigor noventa dias despues de la fecha en 
que ese Estado haya depositado el respectivo instrumento de ratificación o de 
adhesion. 

ART. 7. (1) Todo Estado contratante podrÆ denunciar la presente Con-
vención mediante notificación por escrito dirigida a! Secretario General de las 
Naciones Unidas. La denuncia surtirÆ efecto un aflo despuØs de la fecha en 
que el Secretario General haya recibido la notificaciOn. 

(2) La presente.Convención dejarÆ de estar en vigor a partir de Ia fecha en 
que surta efecto la denuncia que reduzca a menos de ocho el niimero de los 
Estados partes. 
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ART. 8. Toda cuestión que surja entre dos o mÆs Estados contratantes 
sobre la interpretación o Ia aplicación de la presente Convención, que no sea 
resuelta por medio de negociaciones, serÆ sometida a la Corte Internacional 
de Justicia para que la resuelva, a petición de todas las partes en conflicto, 
salvo que las partes interesadas convengan en otro modo de solucionarla. 

ART. 9. El Secretario General de las Naciones Unidas notificarÆ a todos 
los Estados Miembros de las Naciones Unidas y a los Estados no miembros a 
que se refiere el pÆrrafo 1 del artIculo 4 de la presente Convención: 

a. Las firmas y los instrumentos de ratificación recibidos en virtud del 
artIculo 4; 

b. Los instrumentos de adhesion recibidos en virtud del artIculo 5; 
c. La fecha en que entre en vigor la Convención en virtud del artIculo 6; 
d. Las notificaciones de denuncias recibidas en virtud del pÆrrafo 1 del 

artIculo 7; 
e. La extinción resultante de lo previsto en el pÆrrafo 2 del artIculo 7. 
ART. 10. (1) La presente Convención cuyos textos chinos, espaflol, fran-

cØs, inglØs y ruso hacen fe por igual, quedarÆ depositada en los archivos de las 
Naciones Unidas. 

(2) El Secretario General de las Naciones Unidas enviarÆ copia certifica-
da de la Convención a todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas y 
a los Estados no miembros a que se refiere ci pÆrrafo 1 del articulo 4. 
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B. CONVENIO DE LA HAYA SOBRE LOS ASPECTOS 
CIVILES DE LA SUSTRACCIÔN INTERNACIONAL 

DE MENORES 

La Haya, 25/10/1980 
LeyAprobatoria: GO. N° 36.004, 19/07/1996 

Depósito del Instrumento de Ratificación: 16/12/1996 

EL CONGRESO DE LA REPUBLICA DE VENEZUELA 

DECRETA 

La siguiente, 

LEY APROBATORIA DE LA CONVENCION DE LA HAYA SOBRE 
LOS ASPECTOS CIVILES DE LA SUSTRACCION DE MENORES 

ARTICULO UNICO. Se aprueba en todas sus partes, y para que surta 
efectos internacionales en cuanto a Venezuela se refiere, la Convención sobre 
los Aspectos Civiles de la Sustracción de Menores. 

Los Estados signatarios del presente Convenio, 
Profundamente convencidos de que los intereses del menor son de una 

importancia primOrdial para todas las cuestiones relativas a su custodia, 
Deseosos de proteger al menor, en el piano internacional, de los efectos 

perjudiciales que podrIa ocasionarle un traslado o una retenciOn ilIcita, y de 
establecer los procedimientos que permitan garantizar la restitución inmedia-
ta del menor a un Estado en que tenga su residencia habitual, asI como asegu-
rar Ia protección del derecho de visita, 

Han resuelto concluir un Convenio a tal efecto, y han acordado las dispo-
siciones siguientes: 
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CAPITULO I 
AMBITO DE APLICACION DEL CON VENIO 

ART. 1. La finalidad del presente Convenio serÆ la siguiente: 
a) Garantizar la restitución inmediata de los menores trasladados o reteni-

dos de manera ilIcita en cualquier Estado Contratante; 
b) Velar porque los derechos de custodia y de visita vigentes en uno de los 

Estados Contratantes se respeten en los demÆs Estados Contratantes. 
ART. 2. Los Estados Contratantes adoptarÆn todas las medidas apropia-

das para garantizar que se cumpian en sus territorios respectivos los objetivos 
del Convenio. Para ello deberÆn recurrir a los procedimientos de urgencia de 
que dispongan. 

ART. 3. El traslado o Ia retención de un menor se considerarÆn ilIcitos: 
a) Cuando se hayan producido con infracción de un derecho de custodia 

atribuido separada o conjuntamente, a una persona, a una institución, o a cual-
quier otro organismo, con arreglo al derecho vigente enel Estado en que el 
menor tenla su residencia habitual inmediatamente antes de su trasiado o re-
tención; y 

b) Cuando este derecho se ejercIa en forma efectiva, separada o conjunta-
mente, en el momento del traslado o de la retención, o se habria ejercido de no 
haberse producido dicho traslado o retención. 

El derecho de custodia mencionado en a) puede resultar, en particular, de 
una atribución de pieno derecho, de una decision judicial o administrativa, o 
de un acuerdo vigente segün ci derecho de dicho Estado. 

ART. 4. El Convenio se apiicarÆ a todo menor que haya tenido su resi-
dencia habitual en un Estado Contratante inmediatamente antes de la infrac-
ción de los derechos de custodia o de visita. El Convenio dejarÆ de aplicarse 
cuando el menor aicance la edad de diecisdis aflos. 

ART. 5. A los efectos del presente Convenio: 
a) El "derecho de custodia" comprenderÆ el derecho relativo al cuidado de 

Ia persona del menor y. en particular, el de decidir sobre su lugar de residencia; 
b) El "derecho de visita" comprenderÆ el derecho de lievar ai menor, por 

un perIodo de tiempo limitado, a otro lugar diferente a aquel en que tiene su 
residencia habitual. 

CAPITULO II 
AUTORIDADES CENTRALES 

ART. 6. Cada uno de los Estados Contratantes designara una autoridad 
central encargada del cumplimiento de las obligaciones que le impone el 
Convenio. 
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Los Estados Federates, los Estados en que estØn vigentes mÆs de un siste-
ma de derecho, o los Estados que cuenten con organizaciones territoriales 
autónomas, tendrÆn libertad para designar mÆs de una autoridad central y para 
especificar la extension territorial de los poderes de cada una de estas autori-
dades. El Estado que haga uso de esta facultad designara Ia autoridad central a 
la que deban dirigirse las solicitudes, con el fin de que las trasmita a la autori-
dad central competente en dicho Estado. 

ARt 7. Las autoridades centrales deberÆn colaborar entre si y promover 
la colaboración entre las autoridades competentes en sus respectivos Estados, 
con el fin de garantizar la restituciOn inmediata de los menores y para conse-
guir el resto de los objetivos del presente Convenio. 

DeberÆn adoptar, en particular, ya sea directamente o a travØs de un inter-
mediario, todas las medidas apropiadas que permitan: 

a) Localizar a los menores trasladados o retenidos de manera ilIcita; 
b) Prevenir que el menor sufra mayores daflos o que resulten perjudicadas 

las partes interesadas, para lo cual adoptarÆn o harÆn que se adopten medidas 
provisionales; 

c) Garantizar Ia restitución voluntaria del menor o facilitar una solución 
amigable; 

d) Intercambiar información relativa a la situación social del menor, si se 
estima conveniente; 

e) Facilitar informaciOn general sobre la legislación de su pals relativa a 
Ia aplicación del Convenio; 

f) Incoar o facilitar la apertura de un procedimiento judicial o administra-
tivo; con el objeto de conseguir la restitución del menor y, en su caso, permitir 
que se organice o se ejerza de manera efectiva el derecho de visita; 

g) Conceder o facilitar segün el caso Ia obtención de asistencia judicial y 
jurIdica, incluida Ia participación de un abogado; 

h) Garantizar, desde el punto de vista administrativo, la restitución del 
menor sin peligro, si ello fuesenecesario y apropiado; 

i) Mantenerse mutuamente informadas sobre la aplicaciOn del presente 
Convenio y eliminar, en la medida de to posible, los obstÆculos que puedan 
oponerse a dicha aplicación. 

CAPITULO 3 
RESTITUCION DEL MENOR 

ART. 8. Toda persona, institución u organismo que sostenga que un me-
nor ha sido objeto de traslado o retención con infracción del derecho de custo-
dia, podrÆ dirigirse a hi autoridad central de la residencia habitual del menor, 
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o a la de cualquier otro Estado Contratante, para que con su asistencia quede 
garantizada la restitución del menor. La solicitud incluirÆ: 

a) Informªción relativa a la identidad del demandante, del menor y de la 
persona que se alega que ha sustraIdo o retenido at menor; 

b) La fecha de nacimiento del menor, cuando sea posible obtenerla; 
c) Los motivos enque se basa el demandante para reclamar la restitución 

del menor; 
d) Toda la información disponible relativa a la localización del menor y la 

identidad de las personas con las que se supone que estÆ el menor. La deman-
da podrÆ ir acompanada o complementada por: 

e) Una copia legalizada de toda decision o acuerdo pertinentes; 
f)Una certificación o declaración jurada expedida por una autoridad cen-

tral o por otra autoridad competente del Estado donde el menor tenga su resi-
dencia habitual o por una persona calificada con respecto at derecho vigente 
en esta materia de dicho Estado; 

g) Cualquier otro documento pertinente. 
ART. 9. Si la autoridad central que recibe una demanda en virtud de to 

dispuesto en el artIculo 8 tiene razones para creer que el menor se encuentra 
en otro Estado Contratante, transmitirÆ la demanda directamente ysin demora 
a la autoridad central de ese Estado Contratante e informarÆ a la autoridad 
central requirente, o en su caso at demandante. 

ART. 10. La autoridad central del Estado donde se encuentre el menor 
adoptarÆ o harÆ que se adopten todas las medidas adecuadas tendientes a con-
seguir la restitución voluntaria del menor. 

ART. 11. Las autoridadesjudiciales o administrativas de los Estados Con-
tratantes actuarÆn con urgencia en los procedimientos para la restitución de 
los menores. 

Si la autoridad judicial o administrativa competente no hubiera llegado a 
una decision en el plazo de seis semanas a partir de Ia fecha de iniciación de 
los procedimientos, el demandante o la autoridad central del Estado requeri-
do, por iniciativa propia o a instancias de la autoridad central del Estado requi-
rente, tendrÆ derecho a pedir una declaración sobre las razones de la demora. 

Si Ia autoridad central del Estado requerido recibiera una respuesta, dicha 
autoridad transmitirÆ a la autoridad central del Estado requirente o, en su caso, 
at demandante. 

ART. 12. Cuando un menor haya sido trasladado o retenido ilIcitamente 
en el sentido previsto en el artIculo 3 y, en la fecha de la iniciaciOn del proce-
dimiento ante la autoridad judicial o administrativa del Estado Contratante 
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donde se halle ci menor, hubiera transcurrido un perIodo inferior a un aæo 
desde el momento en que se produjo ci traslado o retención ilIcitos, Ia autori-
dad competente ordenarÆ la restitución inmediata del menor. 

La autoridad judicial o administrativa, aün en ci caso de que se hubieren 
iniciado los procedimientos despuØs de la expiración del piazo de un aflo a 
que se hace referencia en el pÆrrafo precedente, ordenarÆ asimismo Ia restitu-
cion del menor salvo que quede demostrado que el menor ha quedado integra-
do en su nuevo rnedio. 

Cuando la autoridad judicial o administrativa dcl Estado requerido tenga 
razones para creer que el menor ha sido trasladado a otro Estado, podrÆ sus-
pender ci procedimiento o rechazar Ia demanda de restitución del menor. 

ART. 13. No obstante lo dispuesto en ci artIculo precedente, la autoridad 
judicial o administrativa del Estado requerido no estÆ obligada a ordenar la 
restitución del menor si la persona, instituciOn u otro organismo que se opone 
a su restitución demuestra que: 

a) La persona, institución u organismo que se hubiera hecho cargo de Ia 
persona del menor no ejercIa de modo efectivo ci derecho de custodia en ci 
momento en que fue trasladado o retenido o habia consentido o posteriormen-
te aceptado ci traslado o retención; o 

b) Existe un grave riesgo de que la restitución dcl menor io exponga a un 
peligro fisico o psIquico o que de cualquicr otra manera ponga al menor en 
una situación intolerable. 

La autoridad judicial o administrativa podrÆ asimismo negarse a ordenar 
la restitución dcl menor si comprueba que ci propio menor se opone a su restitu-
ción cuando ci menor haya alcanzado una edad y un grado de madurez en que 
resulta apropiado tener en cuenta sus opiniones. 

Al examinar las circunstancias a que se hace referencia en ci presente 
artIculo, las autoridadesjudiciales y administrativas tendrÆn en cuenta la infor-
macion que sobre la situación social dci menor, proporciona la autoridad cen-
tral u otra autoridad competente dcl lugar de residencia habitual del menor. 

ART. 14. Para determinar Ia existencia de un traslado o de una retención 
ilIcitos en ci sentido del artIculo 3, las autoridadesjudicialcs o administrativas 
del Estado requerido podrÆn tener en cuenta directamente la legisiación y las 
decisionesjudiciaies o administrativas, ya sean reconocidas formaimente o no 
en ci Estado de la residencia habitual del menor, sin tener que recurrir a proce-
dimientos concretos para probar la vigencia de esa iegislación o para ci reco-
nocimiento de las decisiones extranjeras que de lo contrario serlan aplicables. 

ART. 15. Las autoridadesjudiciaies o administrativas de un Estado Con-
tratante, antes de emitir una orden para la restitución dcl mcnor podrÆn pedir 
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que el demandante obtenga de las autoridades.del Estado de residencia habi-
tual del menor una decision o una certificación que acredite que el traslado o 
retención del menor era i!Icito en el sentido previsto en el artIculo 3 del Con-
venio, siempre que Ia mencionada decision o certificación pueda obtenerse en 
dicho Estado. Las autoridades centrales de los Estados Contratantes harÆn 
todo lo posible por prestar asistencia a los demandantes para que obtengan 
una decision o certificación de esa clase. 

ART. 16. DespuØs de haber sido informadas de un traslado o retención 
ilIcitos de un menor en el sentido previsto en el artIculo 3, las autoridades 
judiciales o administrativas del Estado Contratante adonde haya sido traslada-
do el menor o donde estØ retenido, ilIcitamente, no decidirÆn sobre la cuestión 
de fondo de los derechos de custodia hasta que se haya determinado que no se 
reitnen las condiciones del presente Convenio para la restitución del menor o 
hasta que haya transcurrido un periodo de tiempo razonable sin que se haya 
presentado una demanda en virtud de este Convenio. 

ART. 17. El solo hecho de que se haya dictado una decision relativa a la 
custodia del menor o que esa decision pueda ser reconocida en el Estado re-
querido no podrÆ justificar la negativa para restituir a un menor conforme a lo 
dispuesto en el presente Convenio, pero las autoridades judiciales o adminis-
trativas del Estado requerido podrÆn tener en cuenta los motivos de dicha 
decision al aplicar el presente Convenio. 

ART. 18. Las disposiciones del presente Capitulo no limitarÆn las facul-
tades de una autoridad judicial o administrativa para ordenar la restitución del 
menor en cua!quier momento. 

ART. 19. Una decision adoptada en virtud del presente Convenio sobre la 
restitución del menor no afectarÆ la cuestión de fondo del derecho de custodia. 

ART. 20. La restitución del menor conforme a lo dispuesto en el artIculo 
12 podrÆ denegarse cuando no lo permitan los principios fundamentales del 
Estado requerido en materia de protección de los derechos humanos y de las 
libertades fundamentales. 

CAPITULO IV 
DERECHO DE VISITA 

ART. 21. Una demanda que tenga como fin la organización o !a garantIa 
del ejercicio efectivo de los derechos de visita podrÆ presentarse a las autori-
dades centrales de los Estados Contratantes, en la misma forma que la deman-
da para Ia restitución del menor. 
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Las autoridades centrales estarÆn sujetas a las obligaciones de coopera-
ción estabiecidas en el artIcuio 7 para asegurar el ejercicio pacIfico de los 
derechos de visita y el cumplimiento de todas las condiciones a que pueda 
estar sujeto el ejercicio de esos derechos. Las autoridades centrales adoptarÆn 
las medidas necesarias para eliminar, en la medida de lo posibie, todos los 
obstÆculos para el ejercicio de esos derechos. 

Las autoridades centrales, directamente o por via de intermediarios, p0-
drÆn incoar procedimientos o favorecer su incoaciOn con el fin de organizar o 
proteger dichos derechos y asegurar ci cumplimiento de las condiciones a que 
pudiera estar sujeto el ejercicio de los mismos. 

CAPITULO V 
DISPOSICIONES GENERALES 

ART. 22. No podrÆ exigirse ninguna fianza ni depOsito, cuaiquiera que 
sea la designacion que se le dØ, para garantizar ci pago de las costas y gastos 
de los procedimientos judiciales o administrativos previstos en ci Convenio. 

ART. 23. No se exigirÆ, en ci contexto del presente Convenio, ninguna 
legaiizaciOn ni otras formalidades analogas. 

ART. 24. Toda demanda, comunicación u otro documento que Sc envIe a 
la autoridad central del Estado requerido se remitirÆ en el idioma de origen e 
ira acompaflado de una traducción al idioma oficial o a uno dc los idiomas 
oficiales dci Estado requerido o, cuando esto no sea factibie de una traducción 
ai frances o al ingies. 

No obstante, un Estado Contratante, mediante ia formulación de una re-
serva conforme a io dispuesto en ci artIculo 42, podrÆ oponerse a Ia utilización 
del frances o dci inglds, pero no de ambos idiomas, en toda demanda, comuni-
cación u otros documentos que se envIen a su autoridad central. 

ART. 25. Los nacionales de los Estados Contratantes y las personas que 
residen habitualmente en esos Estados tendrÆn derecho en todo lo referente a 
la aplicación dci presente Convenio, a Ia asistencia judicial y al asesoramiento 
jurIdico en cualquier otro Estado Contratante en las mismas condiciones que 
si fueran nacionales y residieran habitualmente en ese otro Estado. 

ART. 26. Cada autoridad central sufragara sus propios gastos en la apli-
cación del presente Convenio. 

Las autoridades centrales y otros servicios püblicos de los Estados Con-
tratantes no impondrÆn cantidad alguna en relación con las demandas presenta-
das en virtud de lo dispuesto en ci presente Convenio ni exigirÆn al demandante 
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ningün pago por las costas y gastos del proceso ni, dado el caso, por los gastos 
derivados de la participación de un abogado o asesorjurIdico. No obstante, se 
les podrÆ exigir el pago de los gastos originados o que vayan a originarse por 
la restituciOn del menor. 

Sin embargo, un EstadoContratante, mediante la formulación de una re-
serva conforme a lo dispuesto en el artIculo 42, podrÆ declarar que no estarÆ 
obligado a asumir ningün gasto de los mencionados en el pÆrrafo precedente 
que se deriven de Ia participaciOn de un abogado o asesores jurIdicos o del 
proceso judicial, excepto en la medida que dichos gastos puedan quedar cu-
biertos por su sistema de asistencia judicial y asesoramiento jurIdico. 

Al ordenar la restitución de un menor o al expedir una orden relativa a los 
derechos de visita conforme a lo dispuesto en el presente Convenio, las auto-
ridades judiciales o administrativas podrÆn disponer, dado el caso, que la per-
sona que trasladO o que retuvo al menor o que impidió el ejercicio del derecho 
de visita, pague los gastos necesarios en que haya incurrido el demandante o 
en que se haya incurrido en su nombre, incluidos los gastos de viajes, todos 
los costos o gastos efectuados.para localizar al menor, las costas de la repre-
sentación judicial del demandante y los gastos de Ia restitución del menor. 

ART. 27. Cuando se ponga de manifiestoque no se han cumplido las 
condiciones requeridas en el presente Convenio o que la demanda carece de 
fundamento, una autoridad central no estarÆ obligada a aceptar la demanda. 
En este caso, Ia autoridad central informarÆ inmediatamente sus motivos al 
demandante o a Ia autoridad central por cuyo conducto se haya presentado la 
demanda, segün el easo. 

ART. 28. Una autoridad central podrÆ exigir que la demanda vaya acorn-
panada de una autorizaciOn por escrito que le confiera poderes para actuar por 
cuenta del demandante, o para designar un representante habilitado para ac-
tuar en su nombre. 

ART. 29. El presente Convenio no excluirÆ que cualquier persona, ins-
titución u organismo que pretenda que ha habido una violaciOn del dere-
cho de custodia o de los derechos de visita en el sentido previsto en los artIculos 
3 o 21, reclame directamente ante las autoridades judiciales o administrativas 
de un Estado Contratante, conforme o no a las disposiciones del presente 
Convenio. 

ART. 30. Toda dernanda presentada a las autoridades centrales o directa-
mente a las autoridades judiciales o administrativas de un Estado Contratante 
de conformidad con los tØrminos del presente Convenio, junto con los docu-
mentos o cualquier otra información que la acompafien o que haya propor- 
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cionado una autoridad central serÆ admisible ante los tribunales o ante las 
autoridades administrativas de los Estados Contratantes. 

ART. 31. Cuando se trate de un Estado que en materia de custodia de 
menores tenga dos o mÆs sistemas de derecho aplicables en unidades territo-
riales diferentes: 

a) Toda referencia a la residencia habitual en dicho Estado, se interpretarÆ 
que se refiere a la residencia habitual en una unidad territorial de ese Estado. 

b) Toda referencia a la ley del Estado de residencia habitual, se interpreta-
rÆ que se refiere a la ley de la unidad territorial del Estado donde resida habi-
tualmente el menor. 

ART. 32. Cuando se trate de un Estado que en materia de custodia de 
menores tenga dos o mÆs sistemas de derecho aplicables a diferentes catego-
rias de personas, toda referencia a la ley de ese Estado se interpretarÆ que se 
refiere al sistema de derecho especificado por la ley de dicho Estado. 

ART. 33. Un Estado en el que las diferentes unidades territoriales tengan 
sus propias normas jurIdicas respecto ala custodia de menores, no estarÆ obli-
gado a aplicar el presente Convenio cuando no estØ obligado a aplicarlo un 
Estado que tenga un sistema unificado de derecho. 

ART. 34. El presente Convenio tendrÆ prioridad en las cuestiones inclui-
das en su Æmbito de aplicación sobre ci "Convenio del 5 de octubre de 1961 
relativo a la Competencia de las autoridades y a Ia Ley Aplicable en Materia 
de Protección de Menores", entre los Estados Partes en ambos Convenios. 

Por lo demÆs el presente Convenio no restringirÆ la aplicación de un ins-
trumento internacional en vigor entre el Estado de origen y el Estado requeri-
do ni Ia invocaciOn de otras norrnasjurIdicas del Estado requerido, para obtener 
la restitución de un menor que haya sido trasladado o retenido ilIcitamente o 
para organizar ci derecho de visita. 

ART. 35. El presente Convenio solo se aplicarÆ entre los Estados Contra-
tantes en los casos de traslados o retenciones ilIcitos ocurridos despuØs de su 
entrada en vigor en esos Estados. 

Si se hubiera formulado una declaraciOn conforme a lo dispuesto en los 
artIculos 39 o 40, la referencia a un Estado Contratante que figura en el pÆrra-
fo precedente se entenderÆ que se refiere a la unidad o unidades territoriales a 
las que se aplica ci presente Convenio. 

ART. 36. Nada de lo dispuesto en el presente Convenio impedirÆ que dos 
o mÆs Estados Contratantes, con ci fin de limitar las restricciones a las que 
podrIa estar sometida la restitución del menor, acuerden mutuamente Ia dero-
gación de algunas de las disposiciones del presente Convenio que podrian 
implicar esas restricciones. 
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CAPITULO VI 
CLAUSULAS FINALES 

ART. 37. El Convenio estarÆ abierto a la firma de los Estados que fueron 
miembros de la Conferencia de La Haya sobre el Derecho Internacional Pri-
vado en su decimocuarto perIodo de sesiones. SerÆ ratificado, aceptado o apro-
bado, y los instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación se depositarÆn 
ante el Ministerio de Asuntos Exteriores del Reino de los PaIses Bajos. 

ART. 38. Cualquier otro Estado podrÆ adherir al Convenio. 
El instrumento de adhesion serÆ depositado ante el Ministerio de Asuntos 

Exteriores del Reino de los PaIses Bajos. 
Para el Estado que adhiera al Convenio, Øste entrarÆ en vigor el primer dIa 

del tercer mes calendario despuØs del depOsito de su instrumento de adhesion. 
La adhesion tendrÆ efecto sOlo para las relaciones entre el Estado que 

adhiera y aquellos Estados Contratantes que hayan declarado aceptar esta adhe-
sión. Esta declaración habrÆ de ser formulada asimismo por cualquier Estado 
Miembro que ratifique, acepte o apruebe el Convenio despuØs de una adhe-
sión. Dichadeclaración serÆ depositada ante el Ministerio de Asuntos Exterio-
res del Reino dØ los Paises Bajos; este Ministerio enviarÆ por via diplomÆtica 
una copia certificada a cada uno de los Estados Contratantes. 

El Convenio entrarÆ en vigor entre el Estado que adhiere y el Estado que 
haya declarado que acepta esa adhesiOn el primer dIa del tercer mes calenda-
rio despuØs del depósito de Ia declaración de aceptación. 

ART. 39. Todo Estado, en el momento de la firma, ratificación, acepta-
ción, aprobación o adhesion, podrÆ declarar que el Convenio se extenderÆ al 
conjunto de los territorios que representa en el plano internacional, o solo a 
uno o varios de esos territorios. Esta declaraciOn tendrÆ efecto en el momento 
en que el Convenio entre en vigor para dicho Estado. 

Esa declaraciOn, asi como toda extension posterior, serÆ notificada al 
Ministerio de Asuntos Exteriores de los PaIses Bajos. 

ART. 40. Si un Estado Contratante tiene dos o mÆs unidades territoriales 
en las que se aplican sistemas de derecho distintos en relación con las materias 
de que trata el presente Convenio, podrÆ declarar, en el momento de Ia firma, 
ratificación, aceptación, aprobación o adhesion, que el presente Convenio se 
aplicarÆ a todas sus unidades territoriales o sOlo a una o varias de ellas y podrÆ 
modificar esta declaración en cualquier momento, para lo que habrÆ de formu-
lar una nueva declaración. 
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Estas declaraciones se notificarÆn al Ministerio de Relaciones Exteriores 
de los Palses Bajos y se indicarÆ en ellas expresamente las unidades territoria-
les a las que se aplica el presente Convenio. 

ART. 41. Cuando un Estado Contratante tenga un sistema de gobierno en 
el cual los poderes ejecutivo, judicial y legislativo, estØn distribuidos entre las 
autoridades centrales y otras autoridades dentro de dicho Estado, la firma, 
ratificación, aceptación, aprobación o adhesion del presente Convenio o Ia 
formulación de cualquier declaración conforme a lo dispuesto en el articulo 
40, no implicarÆ consecuencia alguna en cuanto a la distribución interna de 
los poderes en dicho Estado. 

ART. 42. Cualquier Estado podrÆ formular una o las dos reservas previs-
tas en el articulo 24 y en el tercer pÆrrafo del articulo 26, a mÆs tardar en el 
momento de la ratificación, aceptación, aprobación o adhesion, o en el mo-
mento de formular una declaración conforme a lo dispuesto en los artIculos 30 
o 40. No se permitirÆ ninguna otra reserva. 

Cualquier Estado podrÆ retirar en cualquier momento una reserva que 
hubiera formulado. El retiro serÆ notificado al Ministerio de Relaciones Exte-
riores del Reino de los PaIses Bajos. 

La reserva dejarÆ de tener efecto el primer dIa del tercer mes calendario 
despuØs de las notificaciones a que se hace referencia en el pÆrrafo precedente. 

ART. 43. El Convenio entrarÆ en vigor el primer dIa del tercer mes calen-
dario despuØs del depósito del tercer instrumento de ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesion a que se hace referencia en los articulos 37 y 38. 

En adelante el Convenio entrarÆ en vigor: 
1) Para cada Estado que 10 ratifique, acepte, apruebe o adhiera con poste-

rioridad, el primer dIa del tercer mes calendario despuØs del depOsito de su 
instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesion; 

2) Para los territorios o unidades territoriales a los que se haya extendido 
el Convenio de conformidad con el artIculo 39 o 40, el primer dia del tercer 
mes calendario despuØs de Ia notificación a que se hace referencia en esos 
articulos. 

ART. 44. El Convenio permanecerÆ en vigor durante cinco aæos a partir 
de Ia fecha de su entrada en vigor de conformidad con lo dispuesto en el pri-
mer pÆrrafo del articulo 43, incluso para los Estados que con posterioridad lo 
hubieran ratificado, aceptado, aprobado o adherido. Si no hubiera denuncia se 
renovarÆ tÆcitamente bada cinco afios. 

Toda denuncia serÆ notificada al Ministerio de Asuntos Exteriores del 
Reino de los PaIses Bajos, por lo menos, seis meses antes de la expiración del 
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plazo de cinco aflos. La denuncia podrÆ limitarse a determinados territorios 0 

unidades territoriales a los que se aplica el Convenio. 
La denuncia tºndrÆ efectos solo respecto al Estado que la hubiera notifica- 

do. El Convenio permanecerÆ en vigor para los demÆs Estados Contratantes. 
ART. 45. El Ministerio de Asuntos Exteriores del Reino de los PaIses 

Bajos notificarÆ a los Estados Miembros de la Conferencia y a los Estados que 
hayan adherido de conformidad con lo dispuesto en el artIculo 33 lo siguiente: 

1) Las firmas y ratificaciones, aceptaciones y aprobaciones a que hace 
referencia el artIculo 37; 

2) Las adhesiones a que hace referenda el artIculo 33; 
3) La fecha en que el Convenio entre en vigor conforme a lo dispuesto en 

el artIculo 43; 
4) Las extensiones a que hace referencia el artIculo 39; 
5) Las declaraciones mencionadas en los artIculos 38 y 40; 
6) Las reservas previstas en el artIculo 24 y en el tercer pÆrrafo del artIcu-

lo 26, y los retiros previstos en el artIculo 42; 
7) Las denuncias previstas en el artIculo 44. 
En fe de lo cuÆl, los infrascritos, debidamente autorizados para ello, han 

firmado el presente Convenio. Hecho en La Haya, el 25 de octubre de 1980, 
en frances y en ingles, siendo ambos textos igualmente fehacientes, en un solo 
ejemplar que se depositarÆ en los archivos del Gobierno del Reino de los Pal-
ses Bajos y del cual se enviarÆ copia certificada por via diplomÆtica, a cada 
uno de los Estados Miembros de la Conferencia de La Haya sobre Derecho 
Internacional Privado en la fecha de su decimocuarto perIodo de sesiones. 

Dada, firmada y sellada en el Palacio Federal Legislativo, en Caracas, a 
los catorce dIas del mes de mayo de mil novecientos noventa y seis. Aæos 185° 
de la Independencia y 136° de la Federación. 

El Presiente 	Eduardo GOmez Tamayo 
El Vicepresidente Carmelo Lauria Lesseur 
Los Secretarios 	Julio Velasquez Martinez y Eduardo Flores Sedek 
Palacio de Miraflores, en Caracas, a los diecinueve dIas del mes de julio 

de mil novecientos noventa y seis. Aflos 186° de Ia Independencla y 157° de la 
Federación. 

Cümplase, 	Rafael Caldera 
POR CUANTO en la DØcima cuarta Sesión de la Conferencia de La Haya 

de Derecho Internacional Privado, celebrada el 25 de octubre de 1980 en la 
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ciudad de La Haya, Palses Bajos, se adoptó la Convención sobre los Aspectos 
Civiles de la Sustracción Internacional de Menores. 

POR CUANTO fueron cumplidos los requisitos constitucionales y legales 
por parte de Ia Repibiica de Venezuela para su ratificación, mediante la apro-
baciOn de la correspondiente Ley por el Congreso de la Repüblica, cuya 
promuigación ha dispuesto; 

POR CUANTO yen ejercicio que me confiere ci artIculo 190, ordinal 5 de 
la ConstituciOn, dispongo Ia ratificaciOn de la Convención sobre los Aspectos 
Civiles de la Sustracción Internacional de Menores,, para que se cumpian sus 
ciÆusulas y tengan efectos internacionales en cuanto a Venezuela se refiere, 
con las siguientes reservas: 

En cuanto al artIculo 24, en caso de Venezuela: 
"Todas las comunicaciones por Ia autoridad central deben estar redacta-

das en ci idioma espafiol". 
En lo que se refiere a! artIculo 26: 
"La Repüblica de Venezuela no estÆ obligada a asumir ninguno de los 

gastos mencionados en el pÆrrafo tercero del artIculo 26". 
EN FE de lo cual expido el presente Instrumento de Ratificación firmado 

de mi mano, en el cual se ha estampado el Sello Oficial y ha sido debidamente 
refrendado por el Ministro de Relaciones Exteriores. 

Publiquese ci presente Instrumento conjuntamente con la Ley Aprobatoria. 
En Caracas, a los diecinueve dIas del mes de julio de mil novecientos 

noventa y seis. 
Refrendado 
El Ministro de Relaciones Exteriores Miguel Angel Burelli Rivas 
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C. CONVENCION DE LAS NACIONES UNIDAS 
SOBRE LOS DERECHOS DEL NIO 

Asamblea General, Resolución 44/22, de 20111/1989 
Vigencia: 02/09/1990 

LeyAprobatoria: G.O. NO 34.541, 29/08/1990 
DepOsito del Instrumento de Ratificación: 13/09/1990 

EL CONGRESO DE LA REPUBLICA DE VENEZUELA 
DECRETA 

La siguiente, 

LEY APROBATORIA DE LA CON VENCION SOBRE 
LOS DERECHOS DEL NIRO 

ARTICULO UNICO. Se aprueba en todas sus partes, y para que surta 
efectos internacionales en cuanto a Venezuela se refiere, la Convención sobre 
los Derechos del Niflo, suscrita en la ciudad de Nueva York, en la sede de Ia 
Organización de las Naciones Unidas, ci 26 de enero de 1990. 

PREAMBULO 

Los Estados Partes en la presente Convención. 
Considerando que, de conformidad con los principios proclamados en la 

Carta de las Naciones Unidas, la libertad, la justicia y la paz en ci mundo se 
basan on el reconocimiento de la dignidad intrInseca y de los derechos iguales 
e inalienables de todos los miembros de ia familia humana, 

Teniendo presente que los pueblos de las Naciones Unidas han reafirmado 
en la Carta su fe en los derechos fundamentales del hombre y en la dignidad y 
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el valor de la persona humana, y que han decidido promover el progreso social 
y elevar el nivel de vida dentro de un concepto mÆs amplio de la libertad, 

Reconociendo que las Naciones Unidas han proclamado y acordado en la 
Declaración Universal de Derechos Humanos y en los pactos internacionales 
de derechoshumanos, que toda persona tiene todos los derechos y libertades 
enunciados en ellos, sin distinción alguna, por motivos de raza, color, sexo, 
idioma, religiOn, opinion polItica o de otra indole, origen nacional o social, 
posiciOn económica, nacimiento o cualquier otra condición, 

Recordando que en la Declaración Universal de Derechos Humanos las 
Naciones Unidas proclamaron que la infancia tiene derecho a cuidados y asis-
tencia especiales, 

Convencidos de que la familia, como grupo fundamental de la sociedad y 
medio natural para el crecimiento y el bienestar de todos sus miembros, y en 
particular de los nifios, debe recibir Ia protección y asistencia necesarias para 
poder asumir plenamente sus responsabilidades dentro de Ia comunidad, 

Reconociendo que el nub, para el pleno y armonioso desarrollo de su 
personalidad, debe crecer en el seno de la familia, en un ambiente de felici-
dad, amor y comprensión, 

Considerando que el niflo debe estar plenamente preparado para una vida 
independiente en sociedad y ser educado en el espIritu de los ideales procla-
mados en la Carta de las Naciones Unidas y, en particular, en un espIritu de 
paz, dignidad, tolerancia, libertad, igualdad y solidaridad, 

Teniendo presente que la necesidad de proporcionar al niflo una protec-
ción especial ha sido enunciada en la Declaración de Ginebra de 1924 sobre 
los Derechos del Niflo y en la Declaración de los Derechos del Niflo adoptada 
por la Asamblea General el 20 de noviembre de 1959, y reconocida en la 
DeclaraciOn Universal de Derechos Humanos, en el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Politicos (en particular, en los articulos 23 y 24), en el 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (en parti-
cular, en el artIculo 10) y en los estatutos e instrumentos pertinentes de los 
organismos especializados y de las organizaciones internacionales que se in-
teresan en el bienestar del niflo, 

Teniendo presente que, como se indica en la Declaración de los Derechos 
del Niflo, "el niflo, por su falta de madurez fisica y mental, necesita protección 
y cuidado especiales, incluso la debida protección legal, tanto antes como 
despuØs del nacimiento", 

Recordando lo dispuesto en la Declaración sobre los principios sociales y 
jurIdicos relativos a la protección y el bienestar de los niflos, con particular 
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referencia a la adopción y la colocaciOn en hogares de guarda, en los pianos 
nacional e intemacional; las Reglas mInimas de las Naciones Unidas para ia 
administración de lajusticia de menores (Regias de Beijing); y Ia DeclaraciOn 
sobre la protección de Ia mujer y el niflo en estados de emergencia o de con-
flicto armado, 

Reconociendo que en todos los paIses del mundo hay niflos que viven en 
condiciones excepcionalmente dificiles y que esos niflos necesitan especial 
consideraciOn, 

Teniendo debidamente en cuenta la importancia de las tradiciones y los 
valores culturales de cada pueblo para la protecciOn y el desarrollo armonioso 
del niflo, 

Reconociendo la importancia de Ia cooperación internacional para ci 
mejoramiento de las condiciones de vida de los niæos en todos los palses, en 
particular en los paIses en desarrollo, 

Han convenido en lo siguiente: 

PARTE I 

ART. 1. Para los efectos de ia presente Convención, se entiende por nino 
todo ser humano menor de dieciocho aflos de edad, salvo que, en virtud de la 
ley que le sea aplicable, haya alcanzado antes la mayorIa de edad. 

ART. 2. 1. Los Estados Partes respetarÆn los derechos enunciados en la 
presente Convención y asegurarÆn su aplicación a cada nino sujeto a sujuris-
dicción, sin distinción alguna, independientemente de la raza, el color, el sexo, 
ci idioma, la religion, la opinion polItica o de otra Indole, ci origen nacional, 
Øtnico o social, la posición econOmica, los impedimentos fisicos, el nacimien-
to o cuaiquier otra condiciOn del niæo, de sus padres o de sus representantes 
legales. 

2. Los Estados Partes tomarÆn todas las medidas apropiadas para garanti-
zar que el niflo se yea protegido contra toda forma de discriminación o castigo 
por causa de la condición, las actividades, las opiniones expresadas o las creen-
cias de sus padres, o sus tutores o de sus familiares. 

ART. 3. 1. En todas las medidas concernientes a los niæos que tomen las 
instituciones pUblicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autori-
dades administrativas o los Organos legislativos, una consideraciOn primor-
dial a que se atenderÆ serÆ el interØs superior del niæo. 

2. Los Estados Partes se comprometen a asegurar al niflo la protección y 
el cuidado que sean necesarios para su bienestar, teniendo en cuenta los dere-
chos y deberes de sus padres, tutores u otras personas responsables de Øl ante 
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la ley y, con ese fin, tomarÆn todas las medidas legislativas y administrativas 
adecuadas. 

3. Los Estados Partes se asegurarÆn de que las instituciones, servicios y 
establecimientos encargados del cuidado o la protección de los niflos cumplan 
las normas establecidas por las autoridades competentes, especialmente en 
materia de seguridad, sanidad, nümero y competencia de su personal, asI como 
en relación con Ia existencia de una supervision adecuada. 

ART. 4. Los Estados Partes adoptarÆn todas las medidas administrativas, 
legislativas y de otra Indole para dar efectividad a los derechos reconocidos en 
la presente Convención. En lo que respecta a los derechos económicos, socia-
les y culturales, los Estados Partes adoptarÆn esas medidas hasta el mÆximo de 
los recursos de que dispongan y, cuando sea necesario, dentro del marco de la 
cooperación internacional. 

ART. 5. Los Estados Partes respetarÆn las responsabilidades, los dere-
chos y los deberes de los padres o, en su caso, de los miembros de la familia 
ampliada o de la comunidad, segün establezca la costumbre local, de los tuto-
res u otras personas encargadas legalmente del nifto de impartirle, en conso-
nancia con la evolución de sus facultades, dirección y orientación apropiadas 
para que el nifio ejerza los derechos reconocidos en la presente Convención. 

ART. 6. 1. Los Estados Partes reconocen que todo niflo tiene el derecho 
intrInseco a la vida. 

2. Los Estados Partes garantizaran en la maxima medida posible la super-
vivencia y el desarrollo del niflo. 

ART. 7. 1. El niflo serÆ inscripto inmediatamente despuØs de su naci-
miento y tendrÆ derecho desde que nace a un nombre, a adquirir una naciona-
lidad y, en la medida de lo posible, a conocer a sus padres y a ser cuidado por 
ellos. 

2. Los Estados Partes velarÆn por Ia aplicación de estos derechos de con-
formidad con su legislacion nacional y las obligaciones que hayan contraIdo 
en virtud de los instrumentos internacionales pertinentes en esta esfera, sobre 
todo cuando el niflo resultara de otro modo apÆtrida. 

ART. 8. 1. Los Estados Partes se comprometen a respetar el derecho del 
niflo a preservar su identidad, incluidos la nacionalidad, el nombre y las rela-
ciones familiares de conformidad con la ley sin injerencias ilIcitas. 

2. Cuando un niæo sea privado ilegalmente de algunos de los elementos 
de su identidad o de todos ellos, los Estados Partes deberÆn prestar la asisten-
cia y protección apropiadas con miras a restablecer rÆpidamente su identidad. 

ART. 9. 1. Los Estados Partes velarÆn por que el niæo no sea separado de 
sus padres contra la voluntad de Østos, excepto cuando, a reserva de revision 
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judicial, las autoridades competentes determinen, de conformidad con la ley y 
los procedimientos aplicables, que tal separación es necesaria en ci interØs 
superior del niæo. Tat determinación puede ser necesaria en casos particulares, 
por ejemplo, en los casos en que el niæo sea objeto de maltrato o descuido por 
parte de sus padres o cuando Østos viven separados y debe adoptarse una deci-
sión acerca del lugar de residencia del niæo. 

2. En cuaiquier procedimiento entablado de conformidad con el pÆrrafo 1 
del presente articulo, se ofrecerÆ a todas las partes interesadas la oportunidad 
de participar en ØI y de dar a conocer sus opiniones. 

3. Los Estados Partes respetarÆn ci derecho del niæo que estØ separado de 
uno o de ambos padres a mantener relaciones personales y contacto directo 
con ambos padres de modo regular, salvo si ello es contrario al interØs supe-
rior del niæo. 

4. Cuando esa separaciOn sea resultado de una medida adoptada por un 
Estado Parte, como la detención, el encarcelamiento, ci exilio, la deportación 
o Ia muerte (incluido el fallecimiento debido a cualquier causa mientras la 
persona estØ bajo la custodia del Estado) de uno de los padres del niæo, o de 
ambos, o dcl nifio, ci Estado Parte proporcionarÆ, cuando se le pida, a los 
padres, al fliflo 0, si procede, a otro familiar, información bÆsica acerca del 
paradero del familiar o familiares ausentes, a no ser que ello resultase perjudi-
cial para el bienestar del niæo. Los Estados Partes se cerciorarÆn, ademÆs, de 
que la presentación de tal petición no entraæe por si misma consecuencias 
desfavorables para la persona o personas interesadas. 

ART. 10. 1. De conformidad con Ia obligacion que incumbe a los Estados 
Partes a tenor de lo dispuesto en ci pÆrrafo 1 del artIculo 9, toda solicitud 
hecha por un niflo o por sus padres para entrar en un Estado Parte o para salir 
de Øi a los efectos de la reuniOn de la familia serÆ atendida por los Estados 
Partes de manera positiva, humanitaria y expeditiva. Los Estados Partes ga-
rantizarÆn, ademÆs, que la presentación de tal petición no traerÆ consecuen-
cias desfavorables para los peticionarios ni para sus familiares. 

2. El nifto cuyos padres residan en Estados diferentes tendrÆ derecho a 
mantener periódicamente, salvo en circunstancias excepcionales, reiaciones 
personales y contactos directos con ambos padres. Con tal fin, y de conformi-
dad con la obligacion asumida por los Estados Partes en virtud del pÆrrafo 1 
del artIculo 9, los Estados Partes respetarÆn el derecho del nifio y de sus pa-
dres a salir de cualquier pals, incluido ci propio, y de entrar en su propio pals. 
El derecho de salir de cualquier pals estarÆ sujeto solamente a las restricciones 
estipuladas por ley y que sean necesarias para proteger la seguridad nacional, 
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el orden püblico, la salud o la moral pUblicas o los derechos y libertades de 
otras personas y que estØn en consonancia con los demÆs derechos reconoci-
dos por la presente Convención. 

ART. 11. 1. Los Estados Partes adoptarÆn medidas para luchar contra los 
traslados ilIcitos de niflos at extranjero y la retención ilIcita de nifios en el 
extranj ero. 

2. Para este fin, los Estados Partes promoverÆn la concertación de acuer-
dos bilaterales o multilaterales o Ia adhesion a acuerdos existentes. 

ART. 12. 1. Los Estados Partes garantizarÆn at niflo que estØ en condicio-
nes de formarse unjuicio propio el derecho de expresar su opinion libremente 
en todos los asuntos que afectan at nino, teniØndose debidamente en cuenta las 
opiniones del niæo, en función de la edad y rnadurez del niflo. 

2. Con tal fin, se darÆ en particular at niflo oportunidad de ser escuchado, 
en todo procedimiento judicial o administrativo que afecte at niflo, ya sea 
directamente o por medio de un representante o de un órgano apropiado, en 
consonancia con las normas de procedimiento de la ley nacional. 

ART. 13. 1. El niflo tendrÆ derecho a la libertad de expresiOn; ese derecho 
incluirÆ la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de todo 
tipo, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o impresas, 
en forma artIstica o por cualquier otro medio elegido por el nifio. 

2. El ejercicio de tal derecho podrÆ estar sujeto a ciertas restricciones, que 
serÆn ünicamente las que Ia ley prevea y sean necesarias: 

a) Para el respeto de los derechos o la reputación de los demÆs; o 
b) Para la protecciOn de la seguridad nacional o el orden püblico o para 

proteger la salud o la moral pCiblicas. 
ART. 14. 1 Los Estados Partes respetarÆn el derecho del niflo a la liber-

tad de pensamiento, de conciencia y de religion. 
2. Los Estados Partes respetarÆn los derechos y deberes de los padres y, 

en su caso, de los representantes legales, de guiar at niflo en el ejercicio de su 
derecho de modo conforme a la evoluciOn de sus facultades. 

3. La libertad de profesar la propia religion o las propias creencias estarÆ 
sujeta ünicamente a las limitaciones prescritas por Ia ley que sean necesarias 
para proteger la seguridad, el orden, la moral o la salud püblicos o los dere-
chos y libertades fundamentales de los demÆs. 

ART. 15. 1. Los Estados Partes reconocen los derechos del niflo a la liber-
tad de asociación y a la libertad de celebrar reuniones pacificas. 

2. No se impondrÆn restricciones at ejercicio de estos derechos distintas 
de las establecidas de conformidad con la ley y que sean necesarias en una 
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sociedad democrÆtica, en interØs de Ia seguridad nacional o piiblica, el orden 
piiblico, la protección de la salud y la moral piiblicas o la protección de los 
derechos y libertades de los demÆs. 

ART. 16. 1. Ningi’in nifio serÆ objeto de injerencias arbitrarias o ilegales 
en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia ni de ataques 
ilegales a su honra y a su reputaciOn. 

2. El niæo tiene derecho a Ia protección de la ley contra esas injerencias o 
ataques. 

ART. 17. Los Estados Partes reconocen la importante función que des-
empeflan los medios de comunicación y velarÆn por que el nii"io tenga acceso 
a información y material procedentes de diversas fuentes nacionales e interna-
cionales, en especial la información y el material que tengan por finalidad 
promover su bienestar social, espiritual y moral y su salud fisica y mental. 
Con tal objeto, los Estados Partes: 

a) AlentarÆn abs medios de comunicación a difundir información y ma-
teriales de interØs social y cultural para el niflo, de conformidad con el espIritu 
del artIculo 29; 

b) PromoverÆn la cooperación internacional en la producción, el inter-
cambio y la difusión de esa información y esos materiales procedentes de 
diversas fuentes culturales, nacionales e internacionales; 

c) AlentarÆn Ia producción y difusión de libros para nifios; 
d) AlentarÆn a los medios de comunicación a que tengan particularmente 

en cuenta las necesidades linguIsticas del niflo perteneciente a un grupo mino-
ritario o que sea indIgena; 

e) PromoverÆn la elaboración de directrices apropiadas para proteger al 
niflo contra toda información y material perjudicial para su bienestar, teniendo 
en cuenta las disposiciones de los artIculos 13 y 18. 

ART. 18. 1. Los Estados Partes pondrÆn el mÆximo empefio en garantizar 
el reconocimiento del principio de que ambos padres tienen obligaciones co-
munes en lo que respecta a la crianza y el desarrollo del niflo. IncumbirÆ a los 
padres o, en su caso, a los representantes legales la responsabilidad primordial 
de hi crianza y el clesarrollo del niflo. Su preocupación fundamental serÆ el 
interds superior del niflo. 

2. A los efectos de garantizar y promover los derechos enunciados en la 
presente ConvenciOn, los Estados Partes prestarÆn la asistencia apropiada a 
los padres y a los representantes legales para el desempeflo de sus funciones 
en lo que respecta a la crianza del niflo y velarÆn por la creación de institucio-
nes, instalaciones y servicios para el cuidado de los nifios. 
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3. Los Estados Partes adoptarÆn todas las medidas apropiadas para 
que los niflos cuyos padres trabajan tengan derecho a beneficiarse de los ser-
vicios e instalaciones de guarda de niflos para los que reünan las condiciones 
requeridas. 

ART. 19. 1. Los Estados Partes adoptarÆn todas las medidas legislativas, 
administrativas, sociales y educativas apropiadas para proteger al niflo contra 
toda forma de perjuicio o abuso fisico o mental, descuido o trato negligente, 
malos tratos o explotación, incluido ci abuso sexual, mientras ei niflo se en-
cuentre bajo Ia custodia de los padres, de un representante legal o de cualquier 
otra persona que lo tenga a su cargo. 

2. Esas medidas de protección deberIan comprender, segün corresponda, 
procedimientos eficaces para el establecimiento de programas sociales con 
objeto de proporcionar la asistencia necesaria al niæo y a quienes cuidan de Øi, 
asI como para otras formas de prevención y para Ia identificación, notifica-
ción, remisión a una institución, investigación, tratamiento y observación ul-
terior de los casos antes descritos de malos tratos al niflo y, segiin corresponda, 
la intervención judicial. 

ART. 20. 1. Los niæos temporal o permanentemente privados de su me-
dio familiar, o cuyo superior interØs exija que no permanezcan en ese medio, 
tendrÆn derecho a la protección y asistencia especiales del Estado. 

2. Los Estados Partes garantizarÆn, de conformidad con sus leyes nacio-
nales, otros tipos de cuidado para esos niæos. 

3. Entre esos cuidados figuraran, entre otras cosas, la colocación en hoga-
res de guarda, la kafala del derecho isiÆmico, la adopción o de ser necesario, la 
coiocación en instituciones adecuadas de protección de menores. Al conside-
rar las soluciones, se prestarÆ particular atención a la conveniencia de que 
haya continuidad en Ia educación del nifio y a su origen Øtnico, religioso, 
cultural y lingUIstico. 

ART. 21. Los Estados Partes que reconocen o permiten ci sistema de 
adopción cuidarÆn de que ci interØs superior del niflo sea la consideración 
primordial y: 

a) VelarÆn por que Ia adopción del nifio solo sea autorizada por las autori-
dades competentes, las que determinarÆn, con arreglo a las leyes y a los proce-
dimientos aplicabies y sobre la base de toda la información pertinente y 
fidedigna, que la adopción es admisible en vista de la situación jurIdica del 
niæo en relación con sus padres, parientes y representantes legales y que, cuando 
asI se requiera, las personas interesadas hayan dado con conocimiento de cau-
sa su consentimiento a ia adopción sobre la base del asesoramiento que pueda 
ser necesarlo; 
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b) ReconocerÆn que la adopción en otro pals puede ser considerada como 
otro medio de cuidar del niflo, en el caso de que Øste no pueda ser colocado en 
un hogar de guarda 0 entregado a una familia adoptiva o no pueda ser atendido 
de manera adecuada en el pals de origen; 

c) VelarÆn por que el niæo que haya de ser adoptado en otro pals goce de 
salvaguardias y normas equivalentes a las existentes respecto de la adopción 
en el pals de origen; 

d) AdoptarÆn todas las medidas apropiadas para garantizar que, en el caso 
de adopción en otro pals, Ia colocación no dØ lugar a beneficios financieros 
indebidos para quienes participan en ella; 

e) PromoverÆn, cuando corresponda, los objetivos del presente articulo 
mediante la concertación de arreglos o acuerdos bilaterales o multilaterales y 
se esforzarÆn, dentro de este marco, por garantizar que la colocación del niæo 
en otro pals se efectüe por medio de las autoridades u organismos competentes. 

ART. 22. 1. Los Estados Partes adoptarÆn medidas adecuadas para lograr 
que el niflo que trate de obtener el estatuto de refugiado 0 que sea considerado 
refugiado de conformidad con el derecho y los procedimientos internaciona-
les o internos aplicables reciba, tanto si estÆ solo como si estÆ acompaæado de 
sus padres o de cualquier otra persona, la protección y la asistencia humanita-
na adecuadas para el disfrute de los derechos pertinentes enunciados en Ia 
preSente Convención y en otros instrumentos internacionales de derechos hu-
manos 0 de carÆcter humanitario en que dichos Estados sean partes. 

2. A tal efecto los Estados Partes cooperarÆn, en la forma que estimen 
apropiada, en todos los esfuerzos de las Naciones Unidas y demÆs organiza-
ciones intergubemamentales competentes u organizaciones no gubernamen-
tales que cooperen con las Naciones Unidas por proteger y ayudar a todo niflo 
refugiado y localizar a sus padres o a otros miembros de su familia, a fin de 
obtener la información necesaria para que se reüna con su familia. En los 
casos en que no se pueda localizar a ninguno de los padres o miembros de la 
familia, se concederÆ al niæo la misma protecciOn que a cualquier otro niflo 
privado permanente o temporalmente de su medio familiar, por cualquier 
motivo, como se dispone en la presente Convención. 

ART. 23. 1. Los Estados Partes reconocen que el nifio mental o fisica-
mente impedido deberÆ disfrutar de una vida plena y decente en condiciones 
que aseguren su dignidad, le permitan Ilegar a bastarse a si mismo y faciliten 
la participación activa del niflo en la comunidad. 

2. Los Estados Partes reconocen el derecho del nifio impedido a recibir 
cuidados especiales y alentarÆn y asegurarÆn, con Sujeción a los recursos dis-
ponibles, la prestaciOn al niflo que reüna las condiciones requeridas y a los 
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responsables de su cuidado de la asistencia que se solicite y que sea adecuada 
al estado del niflo y a las circunstancias de sus padres o de otras personas que 
cuiden de Øl. 

3. En atención a las necesidades especiales del niæo impedido, la asisten-
cia que se preste conforme al pÆrrafo 2 del presente artIculo serÆ gratuita siempre 
que sea posible, habida cuenta de la situación económica de los padres o de las 
otras personas que cuiden del niæo, y estarÆ destinada a asegurar que el nino 
impedido tenga un acceso efectivo a la educación, la capacitación, los servi-
cios sanitarios, los servicios de rehabilitación, la preparación para el empleo y 
las oportunidades de esparcimiento y reciba tales servicios con el objeto de 
que el niflo logre la integración social y el desarrollo individual, incluido su 
desarrollo cultural y espiritual, en la maxima medida posible. 

4. Los Estados Partes promoverÆn, con espIritu de cooperación interna-
cional, el intercambio de información adecuada en la esfera de Ia atención 
sanitaria preventiva y del tratamiento medico, psicologico y funcional de los 
niflos impedidos, incluida la difusión de información sobre los mØtodos de 
rehabilitación y los servicios de enseæanza y formación profesional, asi como 
el acceso a esa información a fin de que los Estados Partes puedan mejorar su 
capacidad y conocimientos y ampliar su experiencia en estas esferas. A este 
respecto, se tendrÆn especialmente en cuenta las necesidades de los paises en 
desarrollo. 

ART. 24. 1. Los Estados Partes reconocen ci derecho del niflo al disfrute 
del mÆs alto nivel posible de salud y a servicios para ci tratamiento de las 
enfermedades y Ia rehabilitación de la salud. Los Estados Partes se esforzarÆn 
por asegurar que ningün niflo sea privado de su derecho al disfrute de esos 
servicios sanitarios. 

2. Los Estados Partes asegurarÆn la plena aplicación de este derecho y, en 
particular, adoptarÆn las medidas apropiadas para: 

a) Reducir Ia mortalidad infantil y en la niflez; 
b) Asegurar la prestación de Ia asistencia mØdica y la atención sanitaria 

que sean necesarias a todos los niæos, haciendo hincapiØ en el desarrollo de la 
atención primaria de salud; 

c) Combatir las enfermedades y la malnutrición en el marco de la aten-
ción primaria de la salud mediante, entre otras cosas, la aplicación de la tecno-
logla disponible y el suministro de alimentos nutritivos adecuados y agua 
potable salubre, teniendo en cuenta los peligros y riesgos de contaminación 
del medio ambiente; 

d) Asegurar atención sanitaria prenatal y posthatal apropiada a las madres; 
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e) Asegurar que todos los sectores de la sociedad, y en particular los pa-
dres y los niæos, conozcan los principios bÆsicos de la salud y la nutrición de 
los niflos, las ventajas de la lactancia materna, la higiene y el saneamiento 
ambiental y las medidas de prevención de accidentes, tengan acceso a la edu-
cación pertinente y reciban apoyo en la aplicación de esos conocimientos; 

f)Desarrollar la atenciOn sanitaria preventiva, la orientación a los padres 
y Ia educación y servicios en materia de planificación de la familia. 

3. Los Estados Partes adoptarÆn todas las medidas eficaces y apropiadas 
posibles para abolir las prÆcticas tradicionales que sean perjudiciales para la 
salud de los niæos. 

4. Los Estados Partes se comprometen a promover y alentar la coopera-
ción internacional con miras a lograr progresivamente la plena realizaciOn del 
derecho reconocido en el presente articulo. A este respecto, se tendrÆn plena-
mente en cuenta las necesidades de los paIses en desarrollo. 

ART. 25. Los Estados Partes reconocen el derecho del niæo que ha sido 
internado en un establecimiento por las autoridades competentes para los fi-

nes de atención, protección o tratamiento de su salud fisica o mental a un 
examen periódico del tratamiento a que estØ sometido y de todas las demÆs 
circunstancias propias de su internación. 

ART. 26. 1. Los Estados Partes reconocerÆn a todos los niæos el derecho 
a beneficiarse de la seguridad social, incluso del seguro social, y adoptarÆn las 
medidas necesarias para lograr Ia plena realización de este derecho de confor-
midad con su legislacion nacional. 

2. Las prestaciones deberIan concederse, cuando corresponda, teniendo 
en cuenta los recursos y Ia situación del niæo y de las personas que sean res-
ponsables del mantenimiento del nifio, asI como cualquier otra consideración 
pertinente a una solicitud de prestaciones hecha por el niflo o en su nombre. 

ART. 27. 1. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niæo a un 
nivel de vida adecuado para su desarrollo fisico, mental, espiritual, moral y 
social. 

2. A los padres u otras personas encargadas del niæo les incumbe la res-
ponsabilidad primordial de proporcionar, dentro de sus posibilidades y me-
dios económicos, las condiciones de vida que sean necesarias para el desarrollo 
del niflo. 

3. Los Estados Partes, de acuerdo con las condiciones nacionales y con 
arreglo a sus medios, adoptarÆn medidas apropiadas para ayudar a los padres 
y a otras personas responsables por el nifio a dar efectividad a este derecho y, 
en caso necesario, proporcionarÆn asistencia material y programas de apoyo, 
particularmente con respecto a la nutrición, el vestuario y la vivienda. 

829 



MATERIAL DE CLASE PARA DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 

4. Los Estados Partes tomarÆn todas las medidas apropiadas para asegu-
rar ci pago de la pension alimenticia por parte de los padres u otras personas 
que tengan la responsabilidad financiera por el niflo, tanto si viven en el Esta-
do Parte como si viven en el extranjero. En particular, cuando la persona que 
tenga la responsabilidad financiera por el niflo resida en un Estado diferente 
de aquel en que resida ci niflo, los Estados Partes promoverÆn la adhesion a 
los convenios internacionales o la concertación de dichos convenios, asi como 
la concertación de cualesquiera otros arreglos apropiados. 

ART. 28. 1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niflo a Ia educa-
ciOn y, a fin de que se pueda ejercer progresivamente y en condiciones de 
igualdad de oportunidades ese derecho, deberªn en particular: 

a) Implantar la enseflanza primaria obligatoria y gratuita para todos; 
b) Fomentar el desarroilo, en sus distintas formas, de la enseflanza secun-

dana, incluida Ia enseæanza general y profesional, hacer que todos los niflos 
dispongan de ella y tengan acceso a ella y adoptar medidas apropiadas tales 
como la impiantación de la enseæanza gratuita y la concesión de asistencia 
financiera en caso de necesidad; 

c) Hacer la enseæanza superior accesible a todos, sobre Ia base de la capa-
cidad, por cuantos medios sean apropiados; 

d) Hacer que todos los niæos dispongan de informaciOn y orientaciOn en 
cuestiones educacionales y profesionales y tengan acceso a ellas; 

e) Adoptar medidas para fomentar la asistencia regular a las escuelas y 
reducir las tasas de deserción escolar. 

2. Los Estados Partes adoptarÆn cuantas medidas sean adecuadas para 
velar por que la disciplina escolar se administre de modo compatible con la 
dignidad humana del niæo y de conformidad con la presente Convención. 

3. Los Estados Partes fomentarÆn y alentarÆn la cooperación internacio-
nal en cuestiones de educación, en particular a fin de contribuir a eliminar la 
ignorancia y ci anaifabetismo en todo ci mundo y de facilitar ci acceso a los 
conocimientos tØcnicos y a los mØtodos modernos de ensefianza. A este res-
pecto, se tendrÆn especialmente en cuenta las necesidades de los paIses en 
desarrollo. 

ART. 29. 1. Los Estados Partes convienen en que Ia educación del niflo 
deberÆ estar encaminada a: 

a) Desarrollar la personalidad, las aptitudes y Ia capacidad mental y fIsica 
del niæo hasta el mÆximo de sus posibilidades; 

b) Incuicar al niflo ci respeto de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales y de los principios consagrados en la Carta de las Naciones 
Unidas; 
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c) Inculcar al niflo ci respeto de sus padres, de su propia identidad cultu-
ral, de su idioma y sus valores, de los valores nacionales del pals en que vive, 
del pals de que sea originario y de las civilizaciones distintas de la suya; 

d) Preparar al niæo para asumir una vida responsable en una sociedad 
libre, con espiritu de comprensión, paz, tolerancia, igualdad de los sexos y 
amistad entre todos los pueblos, grupos Øtnicos, nacionales y religiosos y per-
sonas de origen indIgena; 

e) Incuicar al niæo ci respeto del medio ambiente natural. 
2. Nada de lo dispuesto en ci presente artIculo o en ci articulo 28 se inter-

pretarÆ como una restricción de la libertad de los particulares y de las entida-
des para establecer y dirigir instituciones de enseflanza, a condición de que se 
respeten los principios enunciados en ci pÆrrafo 1 del presente articulo y de 
que la educaciOn impartida en tales instituciones se ajuste a las normas mIni-
mas que prescriba ci Estado. 

ART. 30: En los Estados en que existan minorlas dtnicas, religiosas o 
iingülsticas o personas de origen indIgena, no se negarÆ a un niflo que perte-
nezca a tales minorlas o que sea indlgena ci derecho que le corresponde, en 
comiin con los demÆs miembros de su grupo, a tener su propia vida cultural, a 
profesar y practicar su propia religion, o a emplear su propio idioma. 

ART. 31. 1. Los Estados Partes reconocen ci derecho del niæo al descanso 
y ci esparcimiento, al juego y a las actividades recreativas propias de su edad 
y a participar libremente en la vida cultural y en las artes. 

2. Los Estados Partes respetarÆn y promoverÆn ci derecho del niho a par-
ticipar plenamcnte en la vida cultural y artIstica y propiciarÆn oportunidades 
apropiadas, en condiciones de igualdad, de participar en la vida cultural, artis-
tica, recreativa y de esparcimiento. 

ART. 32. 1. Los Estados Partes reconocen ci derecho del niflo a estar 
protegido contra la explotaciOn econOmica y contra ci desempeflo dc cual-
quier trabajo que pueda ser peligroso o entorpecer su educación, o que sea 
nocivo para su salud o para su desarrollo fisico, mental, espiritual, moral o 
social. 

2. Los Estados Partes adoptarÆn medidas legislativas, administrativas, 
sociales y educacionales para garantizar la aplicación dcl presente articulo. 
Con ese propósito y teniendo en cuenta las disposiciones pertinentes de otros 
instrumentos internacionales, los Estados Partes, en particular: 

a) FijarÆn una edad o edades mInimas para trabajar; 
b) DispondrÆn la reglamentacion apropiada de los horarios y condiciones 

de trabajo; 
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c) EstipularÆn las penalidades u otras sanciones apropiadas para asegurar 
la apiicación efectiva del presente artIculo. 

ART. 33. Los Estados Partes adoptarÆn todas las medidas apropiadas, 
incluidas medidas legislativas, administrativas, sociales y educacionales, para 
proteger a los niæos contra el uso ilIcito de los estupefacientes y sustancias 
sicotrópicas enumeradas en los tratados internacionales pertinentes, y para 
impedir que se utilice a niflos en la producción y el trÆfico ilicitos de esas 
sustancias. 

ART. 34. Los Estados Partes se comprometen a proteger al niflo contra 
todas las formas de explotación y abuso sexuales. Con este fin, los Estados 
Partes tomarÆn, en particular, todas las medidas de carÆcter nacional, bilateral 
y multilateral que sean necesarias para impedir: 

a) La incitaciOn o la coacción para que un niæo se dedique a cualquier 
actividad sexual ilegal; 

b) La explotación del niflo en la prostitución u otras prÆcticas sexuales 
ilegales; 

c) La explotaciOn del niflo en espectÆculos o materiales pornogrÆficos. 
ART. 35. Los Estados Partes tomarÆn todas las medidas de carÆcter na-

cional, bilateral y multilateral que sean necesarias para impedir el secuestro, 
la yenta o la trata de niæos para cualquier fin o en cualquier forma. 

ART. 36. Los Estados Partes protegerÆn al niflo contra todas las demÆs 
formas de explotación que sean perjudiciales para cualquier aspecto de su 
bienestar. 

ART. 37. Los Estados Partes velarÆn por que: 
a) Ningiin nifio sea sometido a torturas ni a otros tratos o penas crueles, 

inhumanos o degradantes. No se impondrÆ la pena capital ni la de prisión 
perpetua sin posibilidad de excarcelaciOn por delitos cometidos por menores 
de 18 afios de edad; 

b) Ningin nifio sea privado de su libertad ilegal o arbitrariamente. La 
detención, el encarcelamiento o la prisión de un niflo se llevarÆ a cabo de 
conformidad con la ley y se utilizarÆ tan solo como medida de iiltimo recurso 
y durante el perIodo mÆs breve que proceda; 

c) Todo niflo privado de libertad sea tratado con la humanidad y el respeto 
que merece Ia dignidad inherente a Ia persona humana, y de manera que se 
tengan en cuenta las necesidades de las personas de su edad. En particular, 
todo niflo privado de libertad estarÆ separado de los adultos, a menos que ello 
se considere contrario al interØs superior del niflo, y tendrÆ derecho a mante- 
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ner contacto con su familia por medio de correspondencia y de visitas, salvo 
en circunstancias excepcionales; 

d) Todo niflo privado de su libertad tendrÆ derecho a un pronto acceso a Ta 
asistenciajurIdica y otra asistencia adecuada, asI como derecho a impugnar la 
legalidad de la privaciOn de su libertad ante un tribunal u otra autoridad corn-
petente, independiente e imparcial y a una pronta decision sobre dicha acción. 

ART. 38. 1. Los Estados Partes se comprometen a respetar y velar por 
que se respeten las normas del derecho internacional humanitario que les sean 
aplicables en los conflictos armados y que sean pertinentes para el niæo. 

2. Los Estados Partes adoptarÆn todas las medidas posibles para asegurar 
que las personas que aün no hayan cumplido los 15 aflos de edad no participen 
directamente en las hostilidades. 

3. Los Estados Partes se abstendrÆn de reclutar en las fuerzas armadas a 
las personas que no hayan cumplido los 15 aflos de edad. Si reclutan personas 
que hayan cumplido 15 aæos, pero que sean menores de 18, los Estados Partes 
procurarÆn dar prioridad a los de rnÆs edad. 

4. Dc conformidad con las obligaciones dimanadas del derecho interna-
cional hurnanitario de proteger a Ia población civil durante los conflictos ar-
mados, los Estados Partes adoptarÆn todas las medidas posibles para asegurar 
Ia protección y el cuidado de los niæos afectados por un conflicto arrnàdo. 

ART. 39. Los Estados Partes adoptarÆn todas las medidas apropiadas para 
promover la recuperación fisica y psicologica y la reintegración social de todo 
niflo vIctirna de: cualquier forma de abandono, explotación o abuso; tortura u 
otra forma de tratos o penas crueles, inhurnanos o degradantes; o conflictos 
armados. Esa recuperación y reintegración se llevarÆn a cabo en un ambiente 
que fomente la salud, el respeto de si mismo y la dignidad del niflo. 

ART. 40. 1, Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niæo de 
quien se alegue que ha infringido las leyes penales o a quien se acuse o declare 
culpable de haber infringido esas leyes a ser tratado de manera acorde con el 
fomento de su sentido de la dignidad y el valor, que fortalezca el respeto del 
niflo por los derechos hurnanos y las libertades fundamentales de terceros y en 
Ia que se tengan en cuenta la edad del niæo y la importancia de prornover Ia 
reintegración del niflo y de que Øste asuma una función constructiva en la 
sociedad. 

2. Con este fin, y habida cuenta de las disposiciones pertinentes de los 
instrurnentos internacionales, los Estados Partes garantizarÆn, en particular: 

a) Que no se alegue que ningün niflo ha infringido las Ieyes penales, ni se 
acuse o declare culpable a ningün nifio de haber infringido esas leyes, por 
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actos u omisiones que no estaban prohibidos por las leyes nacionales o inter-
nacionales en el momento en quese cometieron; 

b) Que a todo niflo del que se alegue que ha infringido las ieyes penales o 
a quien se acuse de haber infringido esas leyes se le garantice, por \ io menos, Jo 
siguiente: 

i) Que se lo presumirÆ inocente mientras no se pruebe su culpabilidad 
conforme a Ia ley; 

ii) Que serÆ informado sin demora y diretamente o, cuando sea proce-
dente, por intermedio de sus padres o sus representantes legales, de los cargos 
que pesan contra Øi y que dispondrÆ de asistencia jurIdica u otra asistencia 
apropiada en Ia preparación y presentación de su defensa; 

iii) Que la causa serÆ dirimida sin demora por una autoridad u órgano 
judicial competente, independiente e imparcial en una audiencia equitativa 
conforme a la ley, en presencla de un asesor jurIdico u otro tipo de asesor 
adecuado y, a menos que se considerare que ello fuere contrario al interØs 
superior del niflo, teniendo en cuenta en particular su edad o situaciOn y a sus 
padres o representantes legales; 

iv) Que no serÆ obligado a prestar testimonio o a declararse culpable, que 
podrÆ interrogar o hacer que se interrogue a testigos de cargo y obtener Ia 
participación y el interrogatorio de testigos de descargo en condiciones de 
igualdad; 

v) Si se considerare que ha infringido, en efecto, las leyes penales, que 
esta decision y toda medida impuesta a consecuencia de ella, serÆn sometidas 
a una autoridad u organo judicial superior competente, independiente e impar-
cial, conforme a la icy; 

vi) Que el niflo contarÆ con Ia asistencia gratuita de un intØrprete si no 
comprende o no habla el idioma utilizado; 

vii) Que se respetarÆ plenamente su vida privada en todas las fases del 
procedimiento. 

3. Los Estados Partes tomarÆn todas las medidas apropiadas para promo-
ver 0 establecimiento de leyes, procedimientos, autoridades e instituciones 
especificos para los niæos de quienes se alegue que han infringido las leyes 
penales o a quienes se acuse o declare culpables de haber infringido esas le-
yes, y en particular: 

a) El establecimiento de una edad minima antes de Ia cual se presumirÆ 
que los niæos no tienen capacidad para infringir las leyes penales; 

b) Siempre que sea apropiado y deseable, Ia adopción de medidas para 
tratar a esos niæos sin recurrir a procedimientos judiciales, en ci entendimiento 
de que se respetarÆn plenamente los derechos humanos y las garantias legales. 
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4. Se dispondrÆ de diversas medidas, tales como el cuidado, las órdenes 
de orientación y supervision, el asesoramiento, la libertad vigilada, la cob-
cación en hogares de guarda, los programas de enseflanza y formación pro-
fesional, asI como otras posibilidades alternativas a Ia internación en ins-
tituciones, para asegurar que los nifios sean tratados de manera apropiada para 
su bienestar y que guarde proporción tanto con sus circunstancias como con la 
infracción. 

ART. 41. Nada de lo dispuesto en la presente ConvenciOn afectarÆ a las 
disposiciones que sean mÆs conducentes a la realización de los derechos del 
niflo y que puedan estar recogidas en: 

a) El derecho de un Estado Parte; o 
b) El derecho internacional vigente con respecto a dicho Estado. 

PARTE II 

ART. 42. Los Estados Partes se comprometen a dar a conocer amplia-
mente los principios y disposiciones de la Convención por medios eficaces y 
apropiados, tanto a los adultos como a los niæos. 

ART. 43. 1. Con la finalidad de examinar los progresos realizados en el 
cumplimiento de las obligaciones contraIdas por los Estados Pattes en la pre-
sente Convención, se establecerÆ un ComitØ de los Derechos del Niæo que 
desempeæarÆ las funciones que a continuación se estipulan. 

2. El ComitØ estarÆ integrado por diez expertos de gran integridad moral 
y reconocida competencia en las esferas reguladas por la presente Convención. 
Los miembros del ComitØ serÆn elegidos por los Estados Partes entre sus nacio-
nales y ejercerÆn sus funciones a tItulo personal, teniØndose debidamente en 
cuenta Ia distribución geogrÆfica, asI como los principales sistemas juridicos. 

3. Los miembros del ComitØ serÆn elegidos, en votación secreta, de una 
lista de personas designadas por los Estados Partes. Cada Estado Parte podrÆ 
designar a una persona escogida entre sus propios nacionales. 

4. La elección inicial se celebrarÆ a mÆs tardar seis meses despuØs de la 
entrada en vigor de la presente Convención y ulteriormente cada dos aflos. 
Con cuatro meses, como minimo, de antelación respecto de la fecha de cada 
elección, el Secretario General de las Naciones Unidas dirigira una carta a los 
Estados Partes invitÆndobos a que presenten sus candidaturas en un plazo de 
dos meses. El Secretario General prepararÆ despuØs una lista en la que figura-
ran por orden alfabØtico todos los candidatos propuestos, con indicación de 
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los Estados Partes que los hayan designado, y la comunicarÆ a los Estados 
Partes en la presente Convención. 

5. Las elecciones se celebrªrÆn en una reunion de los Estados Partes con-
vocada por el Secretario General en la Sede de las Naciones Unidas. En esa 
reunion, en la que la presencia de dos tercios de los Estados Partes constituirÆ 
quorum, las personas seleccionadas para formar parte del Comitº serÆn aque-
lbs candidatos que obtengan ci mayor nümero de votos y una mayorIa absolu-
ta de los votos de los representantes de los Estados Partes presentes y votantes. 

6. Los miembros del ComitØ serÆn elegidos por tin perlodo de cuatro aflos. 
PodrÆn ser reelegidos si se presenta de nuevo su candidatura. El mandato de 
cinco de los miembros elegidos en la primera elección expirarÆ al cabo de dos 
aflos; inmediatamente despuØs de efectuada la primera elección, el presidente 
de la reuniOn en que Østa se celebre elegira por sorteo los nombres de esos 
cinco miembros. 

7. Si un miembro del ComitØ fallece o dimite o declara que por cualquier 
otra causa no puede seguir desempeflando sus funciones en el ComitØ, el Esta-
do Parte que propuso a ese miembro designarÆ entre sus propios nacionales a 
otro experto para ejercer el mandato hasta su tØrmino, a reserva de la aproba-
ción del ComitØ. 

8. El ComitØ adoptarÆ su propio reglamento. 
9. El ComitØ elegira su Mesa por tin perIodo de dos aflos. 
10. Las reuniones del ComitØ se celebrarÆn.normalmente en la Sede de 

las Naciones Unidas o en cualquier otro lugar conveniente que determine el 
ComitØ. El ComitØ se reunirÆ normalmente todos los aflos. La duración de las 
reuniones del ComitØ serÆ determinada y revisada, si procediera, por una re-
union de los Estados Partes en la presente Convención, a reserva de la aproba-
ción de la Asamblea General. 

11. El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionarÆ ci perso-
nal y los servicios necesarios para ci desempeflo eficaz de las funciones del 
ComitØ establecido en virtud de la presente ConvenciOn. 

12. Previa aprobación de la Asambiea General, los miembros del ComitØ 
establecido en virtud de la presente Convención recibirÆn emolumentos con 
cargo a los fondos de las Naciones Unidas, segün las condiciones que la Asam-
blea pueda estabiccer. 

ART. 44. 1. Los Estados Partes se comprometen a presentar al ComitØ, 
por conducto del Secretario General de las Naciones Unidas, informes sobre 
las medidas que hayan adoptado para dar efecto a los derechos reconocidos en 
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la Convención y sobre el progreso que hayan realizado en cuanto al goce de 
esos derechos: 

a) En ci piazo de dos aflos a partir de la fecha en la que para cada Estado 
Parte haya entrado en vigor la presente Convención; 

b) En lo sucesivo, cada cinco aflos. 
2. Los informes preparados en virtud del presente artIcuio deberÆn in-

dicar las circunstancias y dificultades, silas hubiere, que afecten al grado 
de cumplimiento de las obligaciones derivadas de la presente Convención. 
DeberÆn asimismo, contener información suficiente para que ci ComitØ tenga 
cabal comprensión de la aplicación de Ia Convención en ci pals de que se 
trate. 

3. Los Estados Partes que hayan presentado un informe inicial completo 
al ComitØ no necesitan repetir, en sucesivos informes presentados de confor-
midad con lo dispuesto en ci inciso b) dcl pÆrrafo 1 del presente articulo, la 
información bÆsica presentada anteriormente. 

4. El ComitØ podrÆ pedir a los Estados Partes mÆs información relativa a 
la aplicación de la Convención. 

5. El ComitØ presentarÆ cada dos aæos a la Asamblea General de las Na-
ciones Unidas, por conducto del Consejo Económico y Social, informes sobre 
sus actividades. 

6. Los Estados Partes darÆn a sus informes una amplia difusión entre ci 
pUblico de sus paises respectivos. 

ART. 45. Con objeto de fomentar Ia aplicación efectiva de la Conven-
ción y de estimular la cooperación internacional en la esfera regulada por la 
Convención: 

a) Los organismos especializados, ci Fondo de las Naciones Unidas para 
la Infancia y demÆs órganos de las Naciones Unidas tendrÆn derecho a estar 
representados en ci examen de la aplicación de aquellas disposiciones de la 
presente Convención comprendidas en ci Æmbito de su mandato. El ComitØ 
podrÆ invitar a los organismos especializados, al Fondo de las Naciones Uni-
das para la Infancia y a otros órganos competentes que considere apropiados a 
que proporcionen asesoramiento especializado sobre la aplicación de la Con-
vención en los sectores que son de incumbencia de sus respectivos mandatos. 
El ComitØ podrÆ invitar a los organismos especializados, al Fondo de las Na-
ciones Unidas para la Infancia y demÆs órganos de las Naciones Unidas a que 
presenten informes sobre la aplicación de aquellas disposiciones de la presen-
te Convención comprendidas en ci Æmbito de sus actividades; 
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b) El ComitØ transmitirÆ, segün estime conveniente, a los organismos es-
pecializados, al Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia y a otros órga-
nos competentes, los informes de los Estados Partes que contengan una solicitud 
de asesoramiento o de asistencia tØcnica, o en los que se indique esa necesi-
dad, junto con las observaciones y sugerencias del ComitØ, silas hubiere, 
acerca de esas solicitudes o indicaciones; 

c) El ComitØ podrÆ recomendar a la Asamblea General que pida al Secre-
tario General que efectüe, en su nombre, estudios sobre cuestiones concretas 
relativas a los derechos del niæo; 

d) El ComitØ podrÆ formular sugerencias y recomendaciones generales 
basadas en la información recibida en virtud de los artIculos 44 y 45 de la 
presente Convención. Dichas sugerencias y recomendaciones generales debe-
ran transmitirse a los Estados Partes interesados y notificarse a la Asamblea 
General, junto con los comentarios, silos hubiere, de los Estados Partes. 

PARTE III 

ART. 46. La presente Convención estarÆ abierta a la firma de todos los 
Estados. 

ART. 47. La presente Convención estÆ sujeta a ratificación. Los instru-
mentos de ratificación se depositarÆn en poder del Secretario General de las 
Naciones Unidas. 

ART. 48. La presente Convención permanecerÆ abierta a la adhesion de 
cualquier Estado. Los instrumentos de adhesion se depositarÆn en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas. 

ART. 49. 1. La presente Convención entrarÆ en vigor el trigØsimo dia 
siguiente a la fecha en que haya sido depositado el vigØsimo instrumento de 
ratificación o de adhesion en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas. 

2. Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella des-
puØs de haber sido depositado el vigØsimo instrumento de ratificación o de 
adhesion, la Convención entrarÆ en vigor el trigØsimo dIa despuØs del depósi-
to por tal Estado de su instrumento de ratificación o adhesion. 

ART. 50. 1. Todo Estado Parte podrÆ proponer una enmienda y depositar-
la en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. El Secretario Ge-
neral comunicarÆ la enmienda propuesta a los Estados Partes, pidiØndoles que 
les notifiquen si desean que se convoque una conferencia de Estados Partes 
con el fin de examinar la propuesta y someterla a votaciOn. Si dentro de los 
cuatro meses siguientes a la fecha de esa notificación un tercio, al menos, de 
los Estados Partes se declara en favor de tal conferencia, el Secretario General 



CONVENCION DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE Los DERECHOS DEL Nio 

convocarÆ una conferencia con el auspicio de las Naciones Unidas. Toda en-
mienda adoptada por la mayorIa de Estados Partes, presentes y votantes en la 
conferencia, serÆ sometida por el Secretario General a Ia Asamblea General 
de las Naciones Unidas para su aprobación. 

2. Toda enmienda adoptada de conformidad con el pÆrrafo 1 del presente 
artIculo entrarÆ en vigor cuando haya sido aprobada por la Asamblea General 
de las Naciones Unidas y aceptada por una mayorIa de dos tercios de los Esta-
dos Partes. 

3. Cuando las enmiendas entren en vigor serÆn obligatorias para los Esta-
dos Partes que las hayan aceptado, en tanto que los demÆs Estados Partes 
seguirÆn obligados por las disposiciones de la presente Convención y por las 
enmiendas anteriores que hayan aceptado. 

ART. 51. 1. El Secretario General de las Naciones Unidas recibirÆ y co-
municarÆ a todos los Estados el texto de las reservas formuladas por los Esta-
dos en el momento de la ratificación o de Ia adhesion. 

2. No se aceptarÆ ninguna reserva incompatible con el objetP y el propó-
sito de la presente Convención. 

3. Toda reserva podrÆ ser retirada en cualquier momento por medio de 
una notificación hecha a ese efecto y dirigida al Secretario General de las 
Naciones Unidas, quien informarÆ a todos los Estados. Esa notificaciOn surti-
rÆ efecto en la fecha de su recepción por el Secretario General. 

ART. 52. Todo Estado Parte podrÆ denunciar la presente Convención 
mediante notificaciOn hecha por escrito al Secretario General de las Naciones 
Unidas. La denuncia surtirÆ efecto un aflo despuØs de la fecha en que la noti-
ficación haya sido recibida por el Secretario General. 

ART. 53. Se designa depositario de la presente Convención al Secretario 
General de las Naciones Unidas. 

ART. 54. El original de la presente Convención, cuyos textos en Ærabe, 
chino, espafiol, frances, inglØs y ruso son igualmente autØnticos, se depositarÆ 
en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

EN TESTIMONJO DE LO CUAL, los infrascritos plenipotenciarios, debi-
damente autorizados para ello porsus respectivos gobiernos, han firmado Ia 
presente Convención. 

Dada, firmada y sellada en el Palacio Federal Legislativo, en Caracas, a 
los veinte dIas del mes de julio de mil novecientos noventa. Afio 1800  de la 
Independencia y 1310  de la Federación. 

El Presidente 	David Morales Bello 
El Vicepresidente 	Luis Enrique Oberto 
Los Secretarios 	JosØ Rafael Garcia y JosØ Rafael Quiroz Serrano 
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Palacio de Miraflores, en Caracas a los veintiocho dIas del mes de agosto 
de mil novecientos noventa. Aflo 1800  de Ia Independencia y 131° de la 
Federación. 

Cæmplase 	 Carlos AndrØs Perez 
Refrendado 
El Ministro de Relaciones Exteriores Reinaldo Figueredo Planchart 
Refrendado 
La Ministra de la Familia 	Marisela Padrón Quero 
POR CUANTO Venezuela suscribiO la Convención sobre los Derechos del 

Niflo, el dIa 26 de enero de 1990, en la ciudad de Nueva York, Estados Unidos 
de America. 

POR CUANTO fueron cumplidos los requisitos constitucionales y legales 
correspondientes por parte de la Repüblica de Venezuela para la ratificaciOn de 
la Convención citada, mediante la aprobación de la correspondiente Ley Apro-
batoria por el Congreso de la Repüblica, cuya promulgacion he dispuesto. 

POR TANTO RATIFICO, en nombre de la Repüblica de Venezuela y en 
ejercicio de las facultades que la Constitución Nacional me confiere, la Con-
vención sobre los Derechos dcl Niflo, para que se cumplan sus clÆusulas y 
tenga efectos internacionales en cuanto a Venezuela se refiere, con las Decla-
ràciones Interpretativas siguientes: 

Respecto del artIculo 21, literal b: 
"El gobierno de Venezuela entiende que esta disposiciOn se refiere a la 

adopción internacional y, en ningün caso, a la colocación en hogar de guarda 
fuera del pals. Igualmente entiende que la misma no puede interpretarse en 
detrimento de la obligaciOn que corresponde al Estado de asegurar la debida 
protección del niæo". 

2) Respecto del artIculo 21, literal d: 
"El gobierno de Venezuela entiende que ni la adopción, ni la colocación 

de ninos debe en ningün caso generar beneficios financieros para quienes en 
cualquier forma participen en ellas". 

3) Respecto del articulo 30: 
"El gobierno de Venezuela entiende que este articulo debe ser interpreta-

do como un caso de aplicación del artIculo 2 de la ConvenciOn". 
EN FE de lo cual expido el presente Instrumento de Ratificación conjun-

tamente con la Ley Aprobatoria de la Convención sobre los Derechos del Niflo. 
Hecho en Caracas, a los veintiocho dIas del mes de agosto de mil nove-

cientos noventa. 
Refrendado 
El Ministro de Relaciones Exteriores Reinaldo Figueredo Planchart 
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D. CONVENIO RELATIVO A LA PROTECCION 
DEL NINO Y A LA COOPERACION EN MATERIA 

DE ADOPCION INTERNACIONAL 

La Haya, 29/05/1993 
LeyAprobatoria: GO. N° 36.060, 08/10/1996 

Depósito del Instrumento de Ratificación: 10/12/1996 

EL CONGRESO DE LA REP (JBLICA DE VENEZUELA 

DECRETA 

La siguiente, 

LEY APROBATORIA DEL CONVENIO RELATIVO A LA PROTECCION 
DEL NI1SO Y A LA COOPERAC ION EN MATERIA 

DE ADOPCION INTERNACIONAL 

ARTICULO UNICO. Se aprueba en todas sus partes y para que surta 
efectos internacionales en cuanto a Venezuela se refiere, el Convenio relati-
vo a la ProtecciOn de Menores y a la Cooperación en Materia de Adopción 
Internacional. 

Los Estados signatarios del presente Convenio, 
Reconociendo que para el desarrollo armónico de su personalidad, el nifio 

debe crecer en un medio familiar, en un clima de felicidad, amor y comprensión, 
Recordando que cada Estado deberIa tomar, con carÆcter prioritario, medi-

das adecuadas que permitan mantener al niflo en la familia de origen. 
Reconociendo que la adopción internacional puede presentar la ventaja 

de dar una familia permanente a un nino que no puede encontrar una familia 
adecuada en su Estado de origen. 
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Convencidos de la necesidad de adoptar medidas que garanticen que las 
adopciones internacionales tengan lugar en consideración al interØs superior 
del nifio y al respeto a sus derechos fundamentales, asI como para prevenir Ia 
sustracción, la yenta o el trÆfico de ninos. 

Deseando establecer a tal efecto disposiciones comunes que tomen en 
consideración los principios reconocidos por instrumentos internacionales, 
especialmente por ci Convenio de las Naciones Unidas sobre los derØchos del 
niæo, de 20 de noviembre de 1989, y por la Declaración de Naciones Unidas 
sobre los principios sociales yjurIdicos aplicables ala protección y al bienes-
tar de los niæos, considerados sobre todo desde ci Ængulo de las prÆcticas en 
materia de adopción y de colocaciOn familiar en los pianos nacional e interna-
cional (Resoiución de la Asamblea General 4 1/85, de diciembre de 1986), 

Han acordado las disposiciones siguientes: 

CAPITULO I 
AMBITO DE APLICACION DEL CON VENIO 

ART. 1. El presente Convenio tiene por objeto: 
a) Establecer garantIas para que las adopciones internacionales tengan 

lugar en consideraciones al interØs superior del niflo y al respecto a los dere-
chos fundamentales que le reconoce el Derecho internacional. 

b) Instaurar un sistema de cooperación entre los Estados contratantes que 
asegure ci respeto a dichas garantIas y, en consecuencia, prevenga la sustrac-
ción, la yenta o el trÆfico de niflos; 

c) Asegurar el reconocirniento en los Estados contratantes de las adopcio-
nes realizadas de acuerdo con ci Convenio. 

ART. 2. (1) El Convenio se aplica cuando un niflo con residencia habitual 
en un Estado contratante ("ci Estado de origen") ha sido, es o va a ser despla-
zado a otro estado contratante ("ci Estado de recepciOn"), bien despuØs de su 
adopción en el Estado de origen por cónyuges o por una persona con residen-
cia habitual en el Estado de recepción, bien con la finalidad de realizar tal 
adopción en el Estado de recepción o en el Estado de origen. 

(2) El Convenio solo se reficre a las adopciones que establecen un vIncu-
lo de fiuiación. 

ART. 3. El Convenio deja de aplicarse si no se han otorgado las acepta-
ciones a las que se refiere ci artIculo 17, apartado c), antes de que ci niflo 
alcance la edad de dieciocho aflos. 
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CAPITULO II 
CONDICIONES DE LAS ADOPCIONES INTERNACIONALES 

ART. 4. Las adopciones consideradas por el Convenio solo pueden tener 
lugar cuando las autoridades competentes del Estado de origen: 

a) Han establecido que el nino es adoptable; 
b) Han constatado, despuØs de haber examinado adecuadamente las posi-

bilidades de colocación del niflo en su Estado de origen, que una adopción 
internacional responde al interØs superior del niflo; 

c) Se han asegurado de que: 
1) Las personas, instituciones y autoridades cuyo consentimiento se re-

quiera para la adopción han sido convenientemente asesoradas y debidamente 
informadas de las consecuencias de su consentimiento, en particular en rela-
ción al mantenimiento o ruptura en virtud de la adopciOn, de los vInculos 
jurIdicos entre el nino y su familia de origen, 

2) Tales personas, instituciones y autoridades han dado su consentimien-
to libremente, en la forma legalmente prevista y que este consentimiento ha 
sido dado o constatado por escrito, 

3) Los consentimientos no se han obtenido mediante pago o compensa-
cion de clase alguna y que tales consentimientos no han sido revocados, y 

4) El consentirniento de Ia madre, cuando sea exigido, se ha dado ænica-
mente despuØs del nacimiento del niæo; y 

d) Se han asegurado, teniendo en cuenta la edad y el grado de madurez 
del niæo, de que, 

1) Ha sido convenientemente asesorado y debidamente informado sobre 
las consecuencias de la adopción y de su consentimiento a Ia adopción, cuan-
do Øste sea necesario, 

2) Se han tornado en consideración los deseos y opiniones del nub, 
3) El consentimiento del niæo a la adopción, cuando sea necesario, ha 

sido dado libremente, en la forma legalmente prevista y que este consenti-
miento ha sido dado o constatado por escrito, y 

4) El consentimiento no ha sido obtenido mediante pago o compensación 
de clase alguna. 

ART. 5. Las adopciones consideradas por el Convenio solo pueden tener 
lugar cuando las autoridades competentes del Estado de recepción: 

a) Han constatado que los futuros padres adoptivos son adecuados y ap-
tos para adoptar; 
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b) Se han asegurado de que los futuros padres adoptivos han sido conve-
nientemente asesorados; y 

c) Han constatado que ci niæo ha sido o serÆ autorizado a entrar y residir 
permanentemente en dicho Estado. 

CAPITULO III 
AUTORIDADES CENTRALES Y ORGANISMOS ACREDITADOS 

ART. 6. (1) Todo Estado contratante designarÆ una autoridad central en-
cargada de dar cumplimiento a las obligaciones que el Convenio le impone. 

(2) Un Estado federal, un Estado en el que estÆn en vigor diversos siste-
mas jurIdicos o un Estado con unidades territoriales autónomas puede desig-
nar mÆs de una autoridad central y especificar la extension territorial o personal 
de sus funciones. El Estado que haga USO de esta facultad, designara Ia autori-
dad central a la que puede dirigirse toda comunicación para 5U transmisiOn a 
la autoridad central competente dentro de ese Estado. 

ART. 7. (1) Las autoridades centrales deberÆn cooperar entre ellas y pro-
mover una colaboracjón entre las autoridades competentes de sus respectivos 
Estados para asegurar la protección de los niflos y alcanzar los demÆs objeti-
vos del Convenio. 

(2) TomarÆn directamente todas las medidas adecuadas para: 
a) Proporcionar información sobre la legislacion de sus Estados en mate-

na de adopción y otras informaciones generales, tales como estadIsticas y 
formularios; 

b) Informarse mutuamente sobre ci funcionamiento del Convenio y, en la 
medida de lo posible, suprimir los obstÆculos para SU aplicación. 

ART. 8. Las autoridades centrales tomarÆn, directamente o con la coope-
ración de autoridades pæblicas, todas las medidas apropiadas para prevenir 
beneficios materiales indebidos en relaciOn a una adopción y para impedir 
toda prÆctica contraria a los objetivos del Convenio. 

ART. 9. Las autoridades centrales tomarÆn, ya sea directamente o con la 
cooperación de autoridades püblicas o de otros organismos debidamente acre-
ditados en su Estado, todas las medidas apropiadas, en especial para: 

a) Reunir, conservar e intercambiar información relativa a Ia situación del 
niflo y de los futuros padres adoptivos en la medida necesaria para realizar la 
adopcion; 

b) Facilitar, seguir y activar el procedimiento de adopción; 
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c)Promover, en sus respectivos Estados, ci desarrollo de servicios de ase-
soramieflto en materia de adopción y para ci seguimiento de las adopciones; 

d) Intercambiar informes generales de evaluación sobre las experiencias 
en materia de adopción internacional. 

e) Responder, en Ia medida en que lo permita Ta ley de su Estado, a las so-
licitudes de información motivadas respecto a una situación particular de adop-
ciófl formuladas por otras autoridades centrales o por autoridades pflblicas. 

ART. 10. Solo pueden obtener y conservar Ta acreditación los organismos 
que demuestren su aptitud para cumplir correctamente las funciones que pu-
dieran confiÆrseies. 

ART. 11. Un organismo acreditado debe: 
a) Perseguir ünicamente fines no lucrativos, en las condiciones y dentro 

de los iImites fijados por las autoridades competentes del Estado que To haya 
acreditado; 

b) Ser dirigido y administrado por personas cualificadas por su integridad 
moral y por su formación o experiencia para actuar en el Æmbito de Ia adop-
ción internacional; y 

c) Estar sometido al control de las autoridades competentes de dicho Es-
tado en cuanto a su composición, funcionamiento y situación financiera. 

ART. 12. Un organismo acreditado en un Estado contratante solo podrÆ 
actuar en otro Estado contratante si ha sido autorizado por las autoridades 
competentes de ambos Estados. 

ART. 13. La designación de las autoridades centrales y, en su caso, el 
Æmbito de sus funciones, asI como ci nombre y dirección de los organismos 
acreditados, serÆn comunicados por cada Estado contratante a Ia Oficina Perma-
nente de Ta Conferencia de La Haya de Derecho Internacional Privado. 

CAPITULO IV 
CONDICIONES DE PROCEDIMIENTO RESPECTO A LAS ADOPCIONES 

INTERNACIONALES 

ART. 14. Las personas con residencia habitual en un Estado contratante 
que deseen adoptar un niæo cuya residencia habitual estØ en otro Estado con-
tratante, deberÆn dirigirse a la autoridad central del Estado de su residencia 
habitual. 

ART. 15. (1) Si la autoridad central del Estado de recepción considera 
que los solicitantes son adecuados y aptos para adoptar, prepararÆ un informe 

845 



MATERIAL DE CLASE PARA DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 

que contenga informaciOn sobre su identidad, capacidad jurIdica y aptitud 
para adoptar, su situación personal, familiar y mØdica, su medio social, los 
motivos que les animan, su aptitud para asumir una adopción internacional asI 
como sobre los niæos que estarIan en condiciones de tomar a su cargo. 

(2) Esta autoridad central transmitirÆ el informe a la autoridad central del 
Estado de origen. 

ART. 16. (1) Si la autoridad central del Estado de origen considera que el 
niflo es adoptable, 

a) PrepararÆ un informe, que contenga información sobre la identidad del 
nifló, su adaptabilidad, su medio social, su evolución personal y familiar, su 
historia mØdica y la de su familia, asI como sobre sus necesidades particulares; 

b) Se asegurarÆ de que se han tenido debidamente en cuenta las condicio-
nes de educación del nif’io asI como su origen Øtnico, religioso y cultural; 

c) Se asegurarÆ de que se han obtenido los consentimientos previstos en 
el artIculo 4; y 

d) ConstatarÆ si, basÆndose especialmente en los informes relativos al 
niflo y a los futuros padres adoptivos, la colocación prevista obedece al interØs 
superior del nifio. 

(2) Esta autoridad central transmitirÆ a Ia autoridad central del Estado de 
recepción su informe sobre el niflo, la prueba de que se han obtenido los con-
sentimientos requeridos y la motivación de Ia decision relativa a la coloca-
ción, procurando no revelar la identidad de la madre y el padre, si en el Estado 
de origen no puede divulgase su identidad. 

ART. 17. En el Estado de origen solo se podrª confiar al niæo a los futu-
ros padres adoptivos si 

a) La autoridad central del Estado de origen se ha asegurado de que los 
futuros padres adoptivos han manifestado su acuerdo; 

b) La autoridad central del Estado de recepción ha aprobado tal decision, 
Si asI lo requiere la Ley de dicho Estado o la autoridad central del Estado de 
origen; 

c) Las autoridades centrales de ambos Estados estÆn de acuerdo en que se 
siga el procedimiento de adopción; y 

d) Se ha constatado, de acuerdo con el artIculo 5, que los futuros padres 
adoptivos son adecuados y aptos para adoptar y que el niæo ha sido o serÆ 
autorizado a entrar y residir permanentemente en el Estado de recepción. 

ART. 18. Las autoridades centrales de ambos Estados tomarÆn todas las 
medidas necesarias path que el nino reciba la autorización de salida del Esta- 
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do de origen asI corno de entrada y residencia permanente en el Estado de 
recepCiófl. 

ART. 19. (1) Solo se podrÆ desplazar al niflo al Estado de recepción si se 
han observado las exigencias del artIculo 17. 

(2) Las autoridades centrales de ambos Estados se asegurarÆn de que el 
desplazamiento se realice con toda seguridad, en condiciones adecuadas y, 
cuando sea posible, en compaflIa de los padres adoptivos o de los futuros 
padres adoptivos. 

(3) Si no se produce el desplazamiento del niæo, los informes a los que se 
refieren los artIculos 15 y 16 serÆn devueltos a las autoridades que los hayan 
expedido. 

ART. 20. Las autoridades centrales se mantendrÆn informadas sobre el 
procedimiento de adopción y las medidas adoptadas para finalizarlo, asI como 
sobre el desarrollo del perlodo probatorio, si fuera requerido. 

ART. 21. (1) Si la adopción debe tener lugar en ci Estado de recepción 
tras el desplazarniento del niæo y Ia autoridad central de dicho Estado conside-
ra que el mantenirniento del niflo en Ia familia de recepción ya no responde a 
su interØs superior, esta autoridad central tomarÆ las inedidas necesarias para 
la protecciOn del niæo, especialmente para: 

a) Retirar al niæo de las personas que deseaban adoptarlo y ocuparse de su 
cuidado provisional; 

b) En consulta con la autoridad central del Estado de origen, asegurar sin 
dilación una nueva colocación del niæo en vistas a su adopción o, en su defec-
to, una colocación alternativa de carÆcter duradero; la adopeiOn del niflo solo 
podrÆ tener lugar si la autoridad central del Estado de origen ha sido debida-
mente informada sobre los nuevos padres adoptivos; 

c) Como ültimo recurso, asegurar ci retorno del niæo al Estado de origen, 
si asI lo exige su interØs. 

(2) Teniendo en cuenta especialrnente la edad y grado de madurez del 
niho se Ic consultarÆ y, en su caso, se obtendrÆ su consentimiento en relación 
a las medidas a tomar conforme al presente artIculo. 

ART. 22. (1)Las funciones atribuidas ala autoridad central pore! presen-
te capItulo pueden ser ejercidas por autoridades piiiblicas o por organismos 
acreditados conforme al CapItulo III, en la medida prevista por Ia Icy de este 
Estado. 

(2) Todo Estado contratante podrÆ declarar ante ci depositario del Con-
venio que las funciones conferidas a Ia autoridad central por los artIculos 15 a 
21 podrÆn ser tambiØn ejercidas en ese Estado, dentro de los lImites pennitidos 
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por la ley y bajo el control de las autoridades competentes de dicho Estado, 
por personas u organismos que: 

a) Cumplan las condiciones de integridad, competencia profesional, ex-
periencia y responsabilidad exigidas por dicho Estado; y 

b) EstØn capacitadas por su calificación Øtica y por su formación o expe-
riencia para trabajar en el Æmbito de la adopción internacional. 

(3) El Estado contratante que efectüe la declaraciOn prevista en el pÆrrafo 
2 informarÆ con regularidad a Ia Oficina Permanente de la Conferencia de La 
Haya de Derecho Internacional Privado de los nombres y direcciones de estos 
organismos y personas. 

(4) Todo Estado contratante podrÆ declarar ante el depositario del Conve-
nio que las adopciones de niflos cuya residencia habitual este situara en su 
territorio sOlo podran tener lugar silas funciones conferidas a las autoridades 
centrales se ejercen de acuerdo con el pÆrrafo primero. 

(5) A pesar de que se haya realizado la declaraciOn prevista en el pÆrrafo 
2, los informes previstos en los artIculos 15 y 16 se prepararÆn, en todo caso, 
baj o la responsabilidad de la autoridad central o de otras autoridades u orga-
nismos de acuerdo con el pÆrrafo primero. 

CAPITULO V 
RECONOCIMIENTO Y EFECTOS DE LAADOPCION 

ART. 23. (1) Una adopción certificada como confoime al Convenio por 
la autoridad competente del Estado donde ha tenido lugar, serÆ reconocida de 
pleno derecho en los demÆs Estados contratantes. La certificación especifica-
rÆ cuÆndo y por quien han sido otorgadas las aceptaciones a las que se refiere 
el artIculo 17, apartado c). 

(2) Todo Estado contratante, en el momento de Ia firma, la ratificación, 
aceptaciOn, aprobaciOn o adhesiOn, notificarÆ al depositario del Convenio la 
identidad y las funciones de la autoridad o autoridades que, en dicho Estado, 
son competentes para expedir la certificación. NotificarÆ asimismo cualquier 
modificación en Ia designaciOn de estas autoridades. 

ART. 24. SOlo podrÆ denegarse el reconocimiento de una adopción en un 
Estado contra\tante si dicha adopción es manifiestamente contraria a su orden 
piThlico, teniendo en cuenta el interØs superior del niflo. 

ART. 25. Todo Estado contratante puede declarar ante ci depositario del 
Convenio que no reconocerÆ en virtud de las disposiciones del mismo las 
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adopcjones hechas conforme a un acuerdo concluido en aplicación del artIcu-
lo 39, pÆrrafo 2. 

ART. 26. (1) El reconocimiento de Ia adopción comporta el reconocimiento 

a) Del vInculo de fihiación entre el niflo y sus padres adoptivos; 

b) De la responsabilidad de los padres adoptivos respecto al hijo; 

c) Dc la ruptura del vInculo de fihiación preexistente entre el niflo y su 
madre y su padre, si la adopción produce este efecto en el Estado contratante 
en que ha tenido lugar. 

(2) Si la adopción tiene como efecto la ruptura del vInculo preexistente de 
filiaciófl, el niflo gozarÆ, en ci Estado de recepción y en todo otro Estado con-
tratante en que se reconozca la adopciOn, de derechos equivalentes a los que 
resultan de una adopción que produzca tal efecto en cada uno de esos Estados. 

(3) Los pÆrrafos precedentes no impedirÆn Ia aplicación de disposiciones 
mÆs favorables al niflo que estØn en vigor en el Estado contratante que reco-
nozca la adopción. 

ART. 27. (1) Si una adopción realizada en ci Estado de origen no tiene 
por efecto la ruptura del vInculo de fihiación preexistente, en el Estado de 
recepción que reconozca la adopción conforme al Convenio dicha adopción 
podrÆ ser convertida en una adopción que produzca tal efecto, si 

a) La icy del Estado de recepción lo permite; y 
b) Los consentimientos exigidos en ci artIculo 4, apartados c) y d), han 

sido o son otorgados para tal adopción; 
(2) El artIculo 23 se aplicarÆ ala decision sobre la conversion de la adopción. 

CAPITULO VI 
DISPOSICIONES GENERALES 

ART. 28. El Convenio no afecta a ley alguna de un Estado de origen que 
exija que la adopción de un niflo con residencia habitual en ese Estado tenga 
lugar en ese Estado o que prohIba la coiocación del niflo en el Estado de re-
cepciOn o su desplazamiento al Estado de rØcepción antes de la adopción. 

ART. 29. No habrÆ contacto alguno entre los futuros padres adoptivos y 
los padres del nifio u otras personas que tengan la guarda de Øste hasta que se 
hayan cumplido las condiciones de los articulos 4, apartados a) a c) y 5, apar-
tado a), salvo cuando la adopción del niflo tenga lugar entre familiares o salvo 
que se cumplan las condiciones que establezca la autoridad competente del 
Estado de origen. 
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ART. 30. (1) Las autoridades competentes de un Estado contratante ase-
gurarÆn la conservación de la información de la que dispongan relativa a, los 
orIgenes del niflo, en particular Ia información respecto a la identidad de sus 
padres asI como la historia mØdica del niflo y de su familia. 

(2) Dichas autoridades asegurarÆn ci acceso, con ci debido asesoramien-
to, del niflo o de su representante a esta información en la medida en que lo 
permita Ia ley de dicho Estado. 

ART. 31. Sin perjuicio de lo establecido en el artIculo 30, los datos perso-
nales que se obtengan o transmitan conforme al Convenio, en particular aque-
lbs a los que se refieren los artIculos 15 y 16, no podrÆn utilizarse para fines 
distintos de aquellos para los que se obtuvierOn o transmitieron. 

ART. 32. (1) Nadie puede obtener beneficios materiales indebidos, como 
consecuencia de una intervención relativa a una adopción internacional. 

(2) Solo se podrÆn reclamar y pagar costas y gastos directos, incluyendo 
los honorarios profesionales razonables de las personas que han intervenido 
en la adopción. 

(3) Los directores, administradores y empleados de organismos que inter -
vengan en la adopción no podrÆn recibir remuneraciones desproporcionadas 
en relación a los servicios prestados. 

ART. 33. Toda autoridad competente que constate que no se ha respetado 
o que existe un riesgo manifiesto de que no sea respetada alguna de las dispo-
siciones del Convenio, informarÆ inmediatamente a la autoridad central de su 
Estado. Dicha autoridad central tendrÆ la responsabilidad de asegurar que se 
toman las medidas adecuadas. 

ART. 34. Si la autoridad competente del Estado de destino de un docu-
mento asI lo requiere, deberÆ proporcionarse una traducción autØntica. Salvo 
que se disponga lo contrario, los costes de tal traducción correrÆn a cargo de 
los futuros padres adoptivos. 

ART. 35. Las autoridades competentes de los Estados contratantes actua-
ran con celeridad en los procedimientos de adopción. 

ART. 36. En relación a un Estado que tenga, en materia de adopciOn, dos 
o mÆs sistemas juridicos aplicables en distintas unidades territoriales: 

a) Toda referencia a la residencia habitual en dicho Estado se entenderÆ 
referida a la residencia habitual en una unidad territorial de dicho Estado; 

b) Toda referencia a la ley de dicho Estado se entenderÆ referida a la icy 
vigente en Ia correspondiente unidad territorial; 

c) Toda referencia a las autoridades competentes o a las autoridades pU-
blicas-de dicho Estado se entenderÆ referida a las autoridades autorizadas para 
actuar en Ia correspondiente unidad territorial; 
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d) Toda referencia a los organismos acreditados de dicho Estado se en-
tenderÆ referida a los organismos acreditados en la correspondiente unidad 
territorial. 

ART. 37. En relación a un Estado que tenga, en materia de adopción, dos 
o mÆs sistemas jurIdicos aplicables a diferentes categorIas de personas, toda 
referencia a la ley de ese Estado se entenderÆ referida al sistema jurIdico de-
terminado por Ia ley de dicho Estado. 

ART. 38. Un Estado contratante en el que distintas unidades territoriales 
tengan sus propias normas en materia de adopción no estarÆ obligado a aplicar 
las normas del Convenio cuando un Estado con un sistemajurIdico unitario no 
estarIa obligado a hacerlo. 

ART. 39. (1) El Convenio no derogara a los instrumentos internacionales 
en que los Estados contratantes sean partes y que contengan disposiciones 
sobre materias reguladas por el presente Convenio, salvo declaración en con-
trario de los Estados vinculados por dichos instrumentos. 

(2) Todo Estado contratante podrÆ concluir con uno o mÆs Estados con-
tratantes acuerdos para favorecer la aplicación del Convenio en sus relaciones 
recIprocas. Estos acuerdos solo podrÆn derogar las disposiciones contenidas 
en los artIculos 14 a 16 y 18 a 21. Los Estados que conc!uyan tales acuerdos 
transmitirÆn una copia de los mismos al depositario del presente Convenio. 

ART. 40. No se admitirÆ reserva alguna a! Convenio. 
ART. 41. El Convenio se aplicarÆ siempre que una solicitud formulada 

conforme a! artIculo 14 sea recibida despuØs de la entrada en vigor del Conve-
nio en el Estado de origen y en el Estado de recepción. 

ART. 42. El Secretario General de la Conferencia de La Haya de Derecho 
Internacional Privado convocarÆ periódicamente una Comisión especial para 
examinar el funcionamiento prÆctico del Convenio. 

CAP TULO VII 
CLAUSULAS FINALES 

ART. 43. (1) El Convenio estarÆ abierto a Ia firma de los Estados que 
fueren miembros de la Conferencia de La Haya de Derecho Internacional Pri-
vado cuando se celebró su DecimosØptima sesiOn y de los demÆs Estados 
participantes en dicha Sesión. 

(2) SerÆ ratificado, aceptado o aprobado, y los instrumentos de ratifica-
ciOn, aceptación o aprobación se depositarÆn en el Ministerio de Asuntos Ex-
teriores del Reino de los PaIses Bajos, depositario del Convenio. 
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ART. 44. (1) Cualquier otro Estado podrÆ adherirse al Convenio despuØs 
de su entrada en vigor en virtud del pÆrrafo 1 del artIculo 46. 

(2) El instrumento de adhesion se depositarÆ en poder del depositario. 
(3) La’adhesiOn solo surtirÆ efecto en las relaciones entre elEstado adhe-

rente y los Estados contratantes que no hubiesen formulado objeción a la ad-
hesiOn en los seis meses siguientes a la recepción de la notificación a que se 
refiere el apartado b) del artIculo 48. PodrÆ asimismo formular una objeción al 
respecto cualquier Estado en el momento de la ratificación, aceptaciOn o apro-
baciOn del Convenio posterior a la adhesion. Dichas objeciones serÆn notifi-
cadas al depositario del Convenio. 

ART. 45. (1) Cuando un Estado comprenda dos o mÆs unidades territoria-
les en las que se apliquen sistemas jurIdicos diferentes en lo que se refiere a 
cuestiones reguladas por el presente Convenio, podrÆ declarar, en el momento 
de Ia firma, ratificaciOn, aceptación, aprobaciOn o adhesion, que el Convenio 
se aplicarÆ a todas sus unidades territoriales o solamente a una o varias de 
ellas y podrÆ en cualquier momento modificar esta declaración haciendo otra 
nueva. 

(2) Toda declaración de esta naturaleza serÆ notificada al depositario del 
Convenio y en ella se indicarÆn expresamente las unidades territoriales a las 
que el Convenio serÆ aplicable. 

(3) En el caso de que un Estado no formule declaración alguna al amparo 
del presente artIculo, el Convenio se aplicarÆ a la totalidad del territorio de 
dicho Estado. 

ART. 46. (1) El Convenio entrarÆ en vigor el dIa primero del mes siguien-
te a Ia expiración de un perlodo de tres meses despuØs del depósito del tercer 
instrumento de ratificación, de aceptación o de aprobación previsto en el ar-
tIculo 43. 

(2) En lo sucesivo, el Convenio entrarÆ en vigor: 
a) Para cada Estado que lo ratifique, acepte o apruebe posteriormente, o 

se adhiera al mismo, el primer dIa del mes siguiente a la expiraciOn de un 
perlodo de tres meses despuØs del depósito de su instrumento de ratificaciOn, 
aceptación, aprobación ô adhesion; 

b) Para las unidades territoriales a las que se haya hecho extensiva la 
aplicación del Convenio de conformidad con el articulo 45, el dIa primero del 
mes siguiente a la expiracióæde un perlodo de tres meses despuØs de la notifi-
cación prevista en dicho artIculo. 

ART. 47. (1) Todo Estado parte en el presente Convenio podrÆ denunciar-
lo mediante notificación por escrito dirigida al depositario. 
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(2) La denuncia surtirÆ efecto el dIa primero del mes siguiente a la expira-
ción de un periodo de doce meses despuØs de la fecha de recepción de la 
notificación por el depositario del Convenio. En caso de que en la notificación 
se fije un perIodo mÆs largo para que Ia denuncia surta efecto, Østa tendrÆ 
efecto cuando transcurra dicho perIodo, que se contarÆ a partir de la fecha de 
recepción de la notificación. 

ART. 48. El depositario del Convenio notificarÆ a los Estados miembros 
de la Conferencia de La Haya de Derecho Internacional Privado asI como a 
los demÆs Estados participantes en Ia DecimosØptima Sesión y a los Estados 
que se hayan adherido de conformidad con lo dispuesto en el artIculo 44: 

a) Las firmas, ratificaciones, aceptaciones y aprobaciones a que se refiere 
el artIculo 43; 

b) Las adhesiones y las objeciones a las mismas a que se refiere el artIcu-
1o44; 

c) La fecha en la que el Convenio entrarÆ en vigor de conformidad con lo 
dispuesto en el articulo 46; 

d) Las declaraciones y designaciones a que se refieren los artIculos 22, 
23,25y45; 

e) Los acuerdos a que se refiere el artIculo 39; 
f)Las denuncias a que se refiere el artIculo 47. 
EN FE de lo cual, los suscritos, debidamente autorizados, han firmado el 

presente Convenio. 
Hecho en La Haya, el 29 de mayo de 1993, en frances e ingles, siendo 

ambos textos igualmente autØnticos, en un solo ejemplar, que serÆ depositado 
en los archivos del Gobierno del Reino de los PaIses Bajos y del cual se remi-
tirÆ por via diplomÆtica una copia autØntica a cada uno de los Estados miem-
bros de la Conferencia de La Haya de Derecho Internacional Privado en el 
momento de celebrarse su DecimosØptima Sesión asi como a cada uno de los 
demÆs Estados que han participado en dicha Sesión. 

Dada, firmada y sellada en el Palacio Federal Legislativo, en Caracas, a 
los quince dias del mes de febrero de mil novecientos noventa y seis. Aflos 
185° de la Independencia y 136 0  de la Federación. 

El Presidente 	Eduardo Gómez Tamayo 
El Vicepresidente Segundo MelØndez 
Los Secretarios 	Julio Velasquez y Eduardo Flores Sedek 
Palacio de Miraflores, en Caracas a los ocho dias del mes de octubre de 

mil novecientos noventa y seis. Aflo 186° de la Independencia y 137 0  de la 
Federación. 
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Cümplase 	Rafael Caldera 
Refrendado 
El Ministro de Relaciones Exteriores Miguel Angel Burelli Rivas 
POR CUANTO en la DØcima SØptima Sesión de la Conferencia de La 

Haya de Derecho Internacional Privado, celebrada en La Haya, PaIses Bajos, 
se suscribió el 29 de mayo de 1993, el Convenio Relativo a la Protección del 
Niflo y a la CooperaciOn en Materia de Adopción Internacional. 

POR CUANTO fueron cumplidos los requisitos constitucionales y legales 
por parte de la Repiblica de Venezuela para su Ratificación, mediante Ia apro-
bación de la correspondiente Ley por el Congreso de la RepUblica cuya 
promulgacion he dispuesto; 

POR TANTO, en ejercicio de las facultades que la Constitución me confie-
re, dispongo la Ratificación por parte de Ia Repiiblica de Venezuela del Con-
venio Relativo a la Protección del Niflo y a la Cooperación en materia de 
Adopción Internacional, para que se cumplan sus clÆusulas y tenga efectos 
internacionales en cuanto a Venezuela se refiere, con las declaraciones que a 
continuación se hacen: 

"La Repüblica de Venezuela declara, de conformidad con lo prescrito en 
el artIculo 22 del Convenio Relativo a la ProtecciOn del Niæo y a Ia Coopera-
ción en Materia de Adopción Internacional, que solo permite el cumplimiento 
por la autoridad central de las funciones atribuidas a ella por el Capitulo Cuar-
to del Convenio, es decir, que no acepta su posible delegacion. 

Asimismo, a tenor de lo dispuesto en el artIculo 25 del Convenio, la Re-
püblica de Venezuela declara que no se considera obligada a reconocer las 
adopciones que se realicen en virtud de los acuerdos especiales previstos por 
el pÆrrafo 2 del artIculo 39". 

EN FE de lo cual el presente Instrumento de Ratificación firmado de mi 
mano, en el cual se ha estampado el Sello Oficial y que ha sido debidamente 
refrendado por el Ministerio de Relaciones Exteriores. 

Publiquese el presente Instrumento conjuntamente con la Ley Aprobatoria 
del referido Convenio. 

Hecho en Caracas, a los ocho dIas del mes de octubre de mil novecientos 
noventa y seis. 

Refrendado 
El Ministro de Relaciones Exteriores Miguel Angel Burelli Rivas 
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CODIFICACION REGIONAL 
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Menores, 1989-1996 

B. Convención Interamericana sabre Derecho Aplicable a los 
Contratos Internacionales, 1994-1995 



A. CONVENCION INTERAMERICANA 
SOBRE RESTITUCION INTERNACIONAL 

DE MENORES 

CIDIP IV, Montevideo 1989 
LeyAprobatoria: G.O. Ext. N° 5.070, 28103/1996 

Depósito del Instrumento de Ratificación: 26/07/1996 

EL CONGRESO DE LA REPUBLICA DE VENEZUELA 
DECRETA 

La siguiente, 

LEY APROBATORIA DE LA CON VENCION INTERAMERICANA SOBRE 
RESTITUCION INTERNACIONAL DE MENORES 

ARTICULO UNICO. Se aprueba en todas sus partes y para que surta efec-
tos internacionales en cuanto a Venezuela se refiere, la Convención Inter-
americana sobre RestituciOn Internacional de Menores. 

AMBITO DE APLICACION 

ART. 1. La presente Convención tiene por objeto asegurar Ia pronta res-
tituciOn de menores que tengan residencia habitual en uno de los Estados Par-
te y hayan sido trasladados ilegalmente desde cualquier Estado a un Estado 
Parte o que habiendo sido trasladados legalmente hubieren sido retenidos ile-
galmente. Es tambiØn objeto de esta Convención hacer respetar el ejercicio 
del derecho de visita y el de custodia o guarcLa por parte de sus titulares. 

ART. 2. Para los efectos de esta Convención se considera menor a toda 
persona que no haya cumplido diecisØis afios de edad. 
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ART. 3. Para los efectos de esta Convención: 
a) El derecho de custodia o guarda comprende el derecho relativo al cui-

dado del menor y, en especial, el de decidir su lugar de residencia; 
b) El derecho de visita comprende la facultad de llevar al menor por un 

periodo limitado a un lugar diferente al de su residencia habitual. 
ART. 4. Se considera ilegal el traslado o la retención de un menor cuando 

se produzca en violación de los derechos que ejercIan, individual o conjunta-
mente, los padres, tutores o guardadores, o cualquier institución inmediata-
mente antes de ocurrir el hecho, de conformidad con Ia ley de la residencia 
habitual del menor. 

ART. 5. PodrÆn instaurar el procedimiento de restitución de menores, en 
ejercicio del derecho de custodia o de otro similar, las personas e instituciones 
designadas en el artIculo 4. 

ART. 6. Son competentes para conocer de la solicitud de restitución de 
menores a que se refiere esta Convención, las autoridades judiciales o admi-
nistrativas del Estado Parte donde el menor tuviere su residencia habitual in-
mediatamente antes de su traslado o de su retención. 

A opción el actor y cuando existan razones de urgencia, podrÆ presentarse 
la solicitud de restitución ante las autoridades del Estado Parte en cuyo territo-
rio se encontrare o se supone se encontrare el menor ilegalmente trasladado o 
retenido, al momento de efectuarse dicha solicitud; igualmente, ante las auto-
ridades del Estado Parte donde se hubiere producido el hecho ilIcito que dio 
motivo a la reclamación. 

El hecho de promover la solicitud bajo las condiciones previstas en el 
pÆrrafo anterior no conlleva modificación de las normas de competencia inter-
nacional definidas en el primer pÆrrafo de este artIculo. 

AUTORIDAD CENTRAL 

ART. 7. Para los efectos de esta Convención cada Estado Parte designarÆ 
una autoridad central encargada del cumplimiento de las obligaciones que le 
establece esta Convención y comunicarÆ dicha designacion Ia SecretarIa Ge-
neral de Ia Organizacion de los Estados Americanos. 

En especial, la autoridad central colaborarÆ con los actores del procedi-
miento y con las autoridades competentes de los respectivos Estados para oh-
tener la localización y la restituciOn el menor; asimismo, llevarÆ a cabo los 
arreglos que faciliten el rÆpido regreso y la recepción el menor, auxiliando a 
los interesados en Ia obtención de los documentos necesarios para el procedi-
miento previsto en esta Convención. 
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Las autoridades centrales de los Estados Parte cooperarÆn entre si e 
intercambiarÆn información sobre el funcionamiento de la ConvenciOn con el 
fin de garantizar la restitución inmediata de los menores y los otros objetivos 
de esta Convención. 

PROCEDIMIENTO PARA LA RESTITUCION 

ART. 8. Los titulares del procedimiento de restitución podrÆn ejercitarlo 
conforme a lo dispuesto en el artIculo 6, de la siguiente forma: 

a) A travºs de exhorto o carta rogatoria; o 
b) Mediante solicitud a la autoridad central, o 
c) Directamente, o por la via diplornÆtica o consular. 
ART. 9. (1) La solicitud o demanda a que se refiere ci artIculo anterior, 

deberÆ contener: 
a) Los antecedentes o hechos relativos al traslado o retención, asI como la 

información suficiente respecto a Ia identidad del solicitante, del menor sus-
traido o retenido y, de ser posible, de la persona a quien se imputa ci traslado 
o la retención. 

b) La informaciOn pertinente relativa a Ia presunta ubicación dci menor, a 
las circunstancias y fechas en que se realizó ci trasiado al extranj ero o ai yen-
cimiento dcl plazo autorizado, y 

c) Los fundamentos de derecho en que se apoya ia restitución dcl menor. 
2) A la solicitud 0 demanda se deberÆ acompafiar: 
a) Copia integra y autØntica de cualquier resoiución judicial o administra-

tiva si existiera, 0 del acuerdo que lo motive; la comprobaciOn sumaria de la 
situación fÆctica existente 0, segün ci caso, ia aiegaciOn dcl derecho respecti-
vo aplicable; 

b) Documentación autØntica que acredite ia iegitimacion procesal del so-
licitante; 

c) Certificación 0 información expedida por Ia autoridad central del Es-
tado de residencia habitual del menor 0 de alguna otra autoridad competente 
del mismo Estado, en relaciOn con ci derecho vigente en Ia materia en dicho 
Estado; 

d) Cuando sea necesario, traducciOn al idioma oficial del Estado requeri-
do de todos los documentos a que se refiere este articulo, y 

e) Indicación de las medidas indispensabies para hacer efectivo ci retorno. 
3) La autoridad competente podrÆ prescindir de alguno de los requisitos o 

de la presentación de los documentos exigidos en este articulo si, a su juicio, 
se justificare Ia restitución. 
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4) Los exhortos, las solicitudes y los documentos que los acompafiaren 
no requerirÆn de legalizacion cuando se transmitan por Ia via diplomÆtica o 
consular, o por intermedio de la autoridad central. 

ART. 10. El juez exhortado, la autoridad central u otras autoridades del 
Estado donde se encuentra el menor, adoptarÆ de conformidad con su derecho 
y cuando sea pertinente, todas las medidas que sean adecuadas para la devolu-
ción voluntaria del menor. 

Si la devolución no se obtuviere en forma voluntaria, las autoridades ju-
diciales o administrativas, previa comprobación del cumplimiento de los re-
quisitos exigidos por el artIculo 9 y sin mÆs trÆmite, tomarÆn conocimiento 
personal del menor, adoptarÆn las medidas necesarias para asegurar su custo-
dia o guarda provisional en las condiciones que aconsejaren las circunstancias 
y, si there procedente, dispondrÆn sin demora su restitución. En este caso, se 
le comunicarÆ a la institución que, conforme a su derecho interno, correspon-
da tutelar los derechos del menor. 

Asimismo, mientras se resuelve la petición de restitución, las autoridades 
competentes adoptarÆn las medidas necesarias para impedir la salida del me-
nor del territorio de sujurisdicción. 

ART. 11. La autoridad judicial o administrativa del Estado requerido no 
estarÆ obligada a ordenar Ia restitución del menor, cuando la persona o la ins-
titución que presentare oposición demuestre: 

a) Que los titulares de la solicitud o demanda de restitución no ejercIan 
efectivamente su derecho en el momento del traslado o de la retención, o 
hubieren consentido o prestado su anuencia con posterioridad a tal traslado o 
retención, o 

b) Que existiere un riesgo grave de que la restitución del menor pudiere 
exponerle a un peligro fisico o psIquico. 

La autoridad exhortada puede tambiØn rechazar la restitución del menor 
si comprobare que se opone a regresar y ajuicio de aquØlla, la edad y madurez 
del menorjustificase tomar en cuenta su opinion. 

ART. 12. La oposición fundamentada, a la que se refiere el artIculo ante-
rior deberÆ presentarse dentro del tØrmino de ocho dIas hÆbiles contados a 
partir del momento en que la autori dad tomare conocimiento personal del menor 
y lo hiciere saber a quien lo retiene. 

Las autoridades judiciales o administrativas evaluarÆn las circunstancias 
y las pruebas que aporte la parte opositora para fundar la negativa. DeberÆ 
enterarse del derecho aplicable y de los precedentesjurisprudenciales o admi-
nistrativos existentes en el Estado de la residencia habitual del menor, y re- 



CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE RESTITUCION INTERNACIONAL DE MENORES 

querirÆn en caso de ser necesario, la asistencia de las autoridades centrales, o 
de los agentes diplornÆticos 0 consulares de los Estados Parte. 

Dentro de los sesenta dIas calendario siguientes a la recepción de Ia oposi-
cjófl, la autoridad judicial o administrativa dictarÆ la resolución correspondiente. 

ART. 13. Si dentro del plazo de cuarenta y cinco dIas calendario desde 
que fuere recibida por la autoridad requirente Ia resolución por la cual se dis-
pone la entrega, no se hubieren tornado las rnedidas necesarias para hacer 
efectivo ci traslado del rnenor, quedaran sin efecto la restitución ordenada y 
las providencias adoptadas. 

Los gastos del traslado estarÆn a cargo del actor; en caso de que Øste 
careciere de recursos económicos, las autoridades del Estado requirente p0-

drÆn facilitar los gastos del traslado, sin perjuicio de repetir los mismos contra 
quien resultare responsable del desplazamiento o retención ilegal. 

ART. 14. Los procedimientos previstos en esta Convención deberÆn ser 
instaurados dentro del plazo de un aæo caiendario contado a partir de la fecha 
en que el menor hubiere sido trasladado o retenido ilegalmente. 

Respecto de menores cuyo paradero se desconozca, el plazo se computa-
rÆ a partir del momento en que fueren precisa y efectivamente localizados. 

Por excepcion, ci vencimiento del plazo del aflo no impide que se acceda 
a Ia solicitud de restitución si a criterio de la autoridad requerida lo justifican 
las circunstancias del caso, a menos que se demostrare que el menor se ha 
integrado a su nuevo entorno. 

ART. 15. La restitución del menor no implica prejuzgamiento sobre Ia 
deterrninación definitiva de su custodia o guarda. 

ART. 16. DespuØs de haber sido informadas del traslado ilIcito de un 
menor o de su retención en ci marco del artIculo 4, las autoridadesjudiciales o 
administrativas del Estado Parte a donde ci menor ha sido trasladado o donde 
estÆ retenido, no podrÆn decidir sobre ci fondo del derecho de guarda hasta 
que se demuestre que no se reUnen las condiciones de la Convención para un 
retorno del menor o hasta que un perlodo razonable haya transcurrido sin que 
haya sido presentada una solicitud de aplicaciOn de esta ConvenciOn. 

ART. 17. Las disposiciones anteriores que sean pertinentes no limitan ci 
poder de la autoridad judicial o administrativa para ordenar la restitución del 
menor en cualquier mornento. 

LOCALIZACION DE MENORES 

ART. 18. La autoridad central, o las autoridadesjudiciales o administrati-
vas de un Estado Parte, a solicitud de cualquiera de las personas mencionadas 
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en el artIculo 5 asI como Østas directamente, podrÆn requerir de las autorida-
des competentes de otro Estado Parte la localización de menores que tengan la 
residencia habitual en el Estado de la autoridad solicitante y que presuntamen-
te se encuentran en forma ilegal en ci territorio del otro Estado. 

La solicitud deberÆ ser acompafiada de toda la información que suminis-
tre el solicitante o recabe la autoridad requirente, concerniente a la localiza-
ción del menor y a la identidad de Ia persona con la cual se presume se encuentra 
aquØl. 

ART. 19. La autoridad central o las autoridadesjudiciales o administiati-
vas de un Estado Parte que, a raIz de la solicitud a que se refiere ci artIculo 
anterior, ilegaren a conocer que en su jurisdicción se encuentra un menor ile-
galmente fuera de su residencia habitual, deberÆn adoptar de inmediato todas 
las medidas que sean conducentes para asegurar su salud y evitar su oculta-
miento o traslado a otra jurisdicción. 

La localización se comunicarÆ a las autoridades del Estado requirente. 
ART. 20. Si la restitución no fuere solicitada dentro del plazo de sesenta 

djas calendario, contados a partir de la comunicación de la locaiización del 
menor a las autoridades del Estado requirente, las medidas adoptadas en vir-
tud del artIculo 19 podrÆn quedar sin efecto. 

El levantamiento de las medidas no impide el ejercicio del derecho a so-
licitar Ia restitución de acuerdo con los procedimientos y plazos establecidos 
en esta Convención. 

DERECHO DE VISITA 

ART. 21. La solicitud que tuviere por objeto hacer respetar ci ejercicio de 
los derechos de visita por parte de sus titulares podrÆ ser dirigida a las autori-
dades competentes de cualquier Estado Parte conforme a lo dispuesto en el 
artIculo 6 de la presente Convención. El procedimiento respectivo serÆ el pre-
visto en esta Convención para la.restitución del menor. 

DISPOSICIONES GENERALES 

ART. 22. Los exhortos y solicitudes relativas a Ia restitución y localiza-
ción podrÆn ser transmitidos al órgano requerido por las propias partes intere-
sadas, por vIajudicial, por intermedio de los agentes dipiomÆticos o consulares, 
o por la autoridad central competente del Estado requirente o requerido, segün 
ci caso. 

ART. 23. La tramitación de los exhortos o solicitudes contempiados en la 
presente Convención y las medidas a que diere lugar, serÆn gratuitas y estarÆn 
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exentas de cualquier clase de impuesto, depósito o caución cualquiera que sea 
su denominación. 

Si los interesados en la tramitación del exhorto o solicitud hubieren de-
signado apoderado en ci foro requerido, los gastos y honorarios que ocasionare 
ci ejercicio del poder que otorgue, estarÆn a su cargo. 

Sin embargo, al ordenar la restitución de un menor conforme a lo dis-
puesto en la presente Convención las autoridades competentes podrÆn dispo-
ncr, atendiendo a las circunstancias del caso, que la persona que trasladó o 
retuvo ilegalmente al menor pague los gastos necesarios en que haya incurri-
do ci demandante, los otros incurridos en la localización del menor, asI como 
las costas y gastos inherentes a su restitución. 

ART. 24. Las diligencias y trÆmites necesarios para hacer efectivo ci cum-
plimiento de los exhortos o cartas rogatorias deben ser practicados directa-
mente por la autoridad exhortada, y no requieren intervención de parte 
interesada. Lo anterior no obsta para que las partes intervengan por si o por 
intermedio de apoderado. 

ART. 25. La restitución del menor dispuesta conforme a la presente Con-
vención podrÆ negarse cuando sea manifiestamente violatoria de los princi-
pios fundamentales del Estado requerido consagrados en instrumentos de 
carÆcter universal y regional sobre derechos humanos y del niflo. 

ART. 26. La presente Convención no serÆ obstÆculo para que las autori-
dades competentes ordenen la restituciOn inmediata del menor cuando el tras-
lado o retención del mismo constituya delito. 

ART. 27. El Instituto Interamericano del Niæo tendrÆ a su cargo, como 
Organismo Especializado de la Organización de los Estados Americanos, co-
ordinar las actividades de las autoridades centrales en ci Æmbito de esta Con-
vención, asI como las atribuciones para recibir y evaluar información de los 
Estados Parte de esta ConvenciOn derivada de la aplicación de la misma. 

Igualmente, tendrÆ su cargo la tarea de cooperación con otros Organis-
mos Internacionales competentes en la materia. 

DISPOSICIONES FINALES 

ART. 28. La presente ConvenciOn estarÆ ahierta a la firma de los Estados 
Miembros de Ia Organizacion de los Estados Americanos. 

ART. 29. La presente Convención estÆ sujeta a ratificaciOn. Los instru-
mentos de ratificación se depositarÆn en la Secretarla General de Ia Organiza-
ción de los Estados Americanos. 

ART. 30. La presente Convención quedara abierta a Ia adhesion de cual-
quier otro Estado. Los instrumentos de adhesion se depositarÆn en la Secreta-
rIa General de Ia Organizacion de los Estados Americanos. 
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ART. 31. Cada Estado podrÆ formular reservas a Ia presente Convención 
al momento de firmarla, ratificarla o al adherirse a ella, siempre que Ia reserva 
verse sobre una o mÆs disposiciones especIficas, y que no sea incompatible 
con el objeto y fines de esta Convención. 

ART. 32. Los Estados Partes que tengan dos o mÆs unidades territoriales 
en las que rijan distintos sistemasjurIdicos relacionados con cuestiones trata-
das en Ia presente ConvenciOn, podrÆn declarar, en el momento de Ia firma, 
ratificación o adhesiOn que la Convención se aplicarÆ a todas sus unidades 
territoriales o solamente a una o mÆs de ellas. 

Tales declaraciones podrÆn ser modificadas mediante declaraciones ulte-
riores, que especificarÆn expresamente la o las unidades territoriales a las que 
se aplicara là presente Convención. Dichas declaraciones ulteriores se trans-
mitirÆn a la SecretarIa General de la Organizacion de los Estados Americanos 
y. surtirÆn efecto treinta dIas despuØs de recibidas. 

ART. 33. Respecto a un Estado que tenga en materia de guarda de menores 
dos o mÆs sistemas de derecho aplicable en unidades territoriales diferentes: 

a) Cualquier referencia a la residencia habitual en ese Estado contempla 
la residencia habitual en una unidad territorial de ese Estado; 

b) Cualquier referencia a la ley del Estado de la residencia habitual con-
templa la ley de la unidad territorial en la que el menor tiene su residencia 
habitual. 

ART. 34. Entre los Estados miembros de Ia Organizacion de los Estados 
Americanos que fueren parte de esta Convención y de la Convención de La 
Haya del 25 de octubre de 1980 sobre Aspectos Civiles del Secuestro Interna-
cional de Menores, regirÆ la presente ConvenciOn. 

Sin embargo, los Estados Parte podrÆn convenir entre ellos de forma bila-
teral la aplicación prioritària de la citada Convención de La Haya del 25 de 
octubre de 1980. 

ART. 35. La presente Convención no restringirÆ las disposiciones de con-
venciones que sobre esta misma materia hubieran sido suscritas o que se 
suscribieren en el futuro en forma bilateral o multilateral por los Estados Par -
te, o las prÆcticas mÆs favorables que dichos Estados pudieren observar en la 
materia. 

ART. 36. La presente Convención entrarÆ en vigor el trigØsimo dIa partir 
de la fecha en que haya sido depositado el segundo instrumento de ratificaciOn. 

Para cada Estado que ratifique Ia Convención o se adhiera a ella despuØs 
de haber sido depositado el segundo instrumento de ratificaciOn, la Conven-
cion entrarÆ en vigor el trigØsimo dIa a partir de la fecha en que tal Estado 
haya depositado su instrumento de ratificación o adhesion. 
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ART. 37. La presente Convención regirÆ indefinidamente, pero cualquie-
ra de los Estados Parte podrÆ denunciarla. El instrumento de denuncia serÆ 
depositado en la Secretarla General de la Organización de los Estados Amen -
canos. Transcurrido un aæo, contado a partir de la fecha de depósito del instru-
mento de denuncia, la Convención cesarÆ en sus efectos para el Estado 
denunciante, quedando subsistente para los demÆs Estados Parte. 

ART. 38. El instrumento original de Ia presente Convención, cuyos tex-
tos en espaflol, frances, inglCs y portuguØs son igualmente autØnticos, serÆ 
depositado en la SecretarIa General de la Organizacion de los Estados Amen-
canos, Ia que enviarÆ copia autØntica de su texto a Ia SecretarIa de las Nacio-
nes Unidas, para su registro y publicación de conformidad con ci artIculo 102 
de su Carta constitutiva. La Secretanla General de la Organizacion de los Esta-
dos Amenicanos notificarÆ a los Estados miembros de dicha Organización a 
los Estados que hayan adherido a la Convención las firmas, los depósitos de 
instrumentos de ratificación adhesion y denuncia, asI como las reservas que 
hubiere. TambiØn les transmitirÆ las declaraciones previstas en los artIculos 
pertinentes de la presente Convención. 

EN FE de lo cual, los Plenipotencianios infrascritos, debidamente autoni-
zados por sus respectivos gobiernos, firman la presente ConvenciOn. 

HECHA EN LA CIUDAD DE MONTEVIDEO, Repiiblica Oriental del Uru-
guay, el dIa quince de julio de mil novecientos ochenta y nueve. 

Dada y sellada en ci Palacio Federal Legislativo, los catorce dIas del mes 
de febrero de mil novecientos noventa y seis, aflo 186° de la Independencia y 
137° de la Federación. 

El Presidente 	Eduardo Gómez Tamayo 
El Vicepresidente Carmelo LaurIa Lesseur 
Los Secretarios 	Julio Velasquez Martinez y Eduardo Flores Sedek 
Palacio de Miraflores, en Caracas a los veintisØis dIas del mes de mayo de 

mil novecientos noventa y seis. Aflo 186° de Ia Independencia y 1370 de la 
Federación. 

Cümplase 	Rafael Caldera 
Refrendado 
Encargado del Ministerio de Relaciones Exteriores Milos Aicalay 
POR CUANTO en la Cuarta Conferencia Especializada Interamericana de 

Derecho Internacional Privado (CIDIP-IV), celebrada en la ciudad de Monte-
video, Uruguay, se adoptó ci 15 dejulio de 1989, la Convención Interamericana 
sobre Restjtucjón Internacional de Menores; 
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POR CUANTO fueron cumplidos los requisitos constitucionales y legales 
por parte de la Repüblica de Venezuela para su Ratificación mediante la apro-
bación de la correspondiente Ley por el Congreso de la Repüblica, cuya 
promulgacion he dispuesto; 

POR TANTO, en ejercicio de las facultades que Ia Constitución me confie-
re, dispongo la Ratificación de la Repüblica de Venezuela de la Convención 
Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores, para que se cum-
plan sus clÆusulas y tengan efectos internacionales en cuanto a Venezuela se 
refiere, con expresa reserva de su ArtIculo 34. 

EN FE de lo cual expido el presente Instrumento de Ratificación firmado 
de mano, en el cual se ha estampado el Sello Oficial y que ha sido debidamen-
te refrendado por el Ministro de Relaciones Exteriores. 

PublIquese el presente Instrumento conjuntamente con la Ley Aprobatoria 
de la referida Convención. 

Hecho en Caracas, a los 28 dIas del mes de mayo de mil novecientos 
noventa y seis. 

Refrendado 
Encargado del Ministerio de Relaciones Exteriores Milos Alcalay 
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B. CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE 
DERECHO APLICABLE A LOS CONTRATOS 

INTERNACIONALES 

CIDIPV, Mexico 1994 
LeyAprobatoria: G.O. Ext. N° 4.974, 22/09/1995 

Depósito del Instrumento de Ratificación: 26/10/1995 

EL CONGRESO DE LA REPUBLICA DE VENEZUELA 
DECRETA 

La siguiente, 

LEY APROBATORIA DE LA CONVENCION SOB RE DERECHO APLICABLE 
A LOS CONTRATOS INTERNACIONALES 

ARTICULO UNICO. Se aprueba en todas sus partes y para que surta efec-
tos internacionales en cuanto a Venezuela se refiere, la Convención Intera-
mericana sobre Derecho Aplicable a los Contratos Internacionales, suscrita en 
Ciudad de Mexico, Estados Unidos de Mexico, el 18 de marzo de 1994. 

Los Estados Partes de esta Convención, 
REAFIRMANDO su voluntad de continuar el desarrollo progresivo y Ia 

codificación del Derecho Internacional Privado entre Estados miembros de la 
Organizacion de los Estados Americanos; 

REITERANDO Ia conveniencia de armonizar las soluciones de las cues-
tiones relativas al comercio internacional; 
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CONSIDERANDO que la interdependencia económica de los Estados ha 
propiciado la integracion regional y continental, y que para estimular este 
proceso es necesario facilitar la contratación internacional removiendo las di-
ferencias que presenta su marco jurIdico, 

HAN CONVENIDO aprobar Ia siguiente Convención: 

CAPITULO PRIMERO 
AMBITO DE APLICACION 

ART. 1. Esta Convención determina el derecho aplicable a los contratos 
internacionales. 

Se entenderÆ que un contrato es internacional si las partes del mismo 
tienen su residencia habitual o su establecimiento en Estados Partes diferen-
tes, o si el contrato tiene contactos objetivos con mÆs de un Estado Parte. 

Esta Convención se aplicarÆ a contratos celebrados o en que sean parte 
Estados, entidades u organismos estatales, a menos que las partes en el contra-
to la excluyan expresamente. Sin embargo, cualquier Estado Parte podrÆ de-
clarar en el momento de firmar, ratificar o adherir a esta Convención que ella 
no se aplicarÆ a todos o a alguna categorIa de contratos en los cuales el Estado 
o las entidades u organismos estatales sean parte. 

Cualquier Estado Parte podrÆ, al momento de firmar, ratificar o adherir a 
la presente Convención, declarar a quØ clase de contratos no se aplicarÆ la 
misma. 

ART. 2. El derecho designado por esta Convención se aplicarÆ aun cuan-
do tal derecho sea el de un Estado no Parte. 

ART. 3. Las normas de esta Convención se aplicarÆn, con las adaptacio-
nes necesarias y posibles, a las nuevas modalidades de contratación utilizadas 
como consecuencia del desarrollo comercial internacional. 

ART. 4. Para los efectos de interpretación y aplicación de esta Conven-
ciOn, se tendrÆ en cuenta su carÆcter intemacional y la necesidad de promover 
la uniformidad de su aplicación. 

ART. 5. Esta Convención no detennina el derecho aplicable a: 
a) Las cuestiones derivadas del estado civil de las personas fisicas, la 

capacidad de las partes o las consecuencias de la nulidad o invalidez del con-
trato que dimanen de la incapacidad de una de las partes; 

b) Las obligaciones contractuales que tuviesen como objeto principal cues-
tiones sucesorias, cuestiones testamentarias, regImenes matrimoniales 0 aque-
ilas derivadas de relaciones de familia; 

c) Las obligaciones provenientes de tItulos de credito; 
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d) Las obligaciones provenientes de la yenta, transferencia o corner-
cjalizaciOn de tItulos en los mercados de valores; 

e) Los acuerdos sobre arbitraje o eiección de foro; 
f) Las cuestiones de derecho societario, incluso la existencia, capacidad, 

funcionamiento y disolución de las sociedades comerciales y de las personas 
jurIdicas en general. 

ART. 6. Las normas de esta Convención no se aplicarÆn a aquelios con-
tratoS que tengan una regulacion autónoma en ci derecho convencional inter-
nacional vigente entre los Estados Partes de esta Convención. 

CAPITULO SEGUNDO 
DETERMINACION DEL DERECHO APLICABLE 

ART. 7. El contrato se rige por el derecho elegido por las partes. El acuer-
do de las partes sobre esta elección debe ser expreso o, en caso de ausencia de 
acuerdo expreso, debe desprenderse en forma evidente de Ia conducta de las 
partes y de las clÆusuias contractuales, consideradas en su conjunto. Dicha 
eiección podrÆ referirse a la totalidad del contrato o a una parte del mismo. 

La selección de un determinado foro por las partes no entrafla necesaria-
mente la elección del derecho aplicable. 

ART. 8. En cualquier momento, las partes podrÆn acordar que el contrato 
quede sometido en todo o en parte a un derecho distinto de aquel por el que se 
regIa anteriormente, haya sido o no Øste elegido por las partes. Sin embargo, 
dicha modificación no afectarÆ la validez formal del contrato original ni los 
derechos de terceros. 

ART. 9. Si las partes no hubieran elegido ci derecho aplicable, 0 S1 SU 

elección resultara ineficaz, ci contrato se regirÆ por ci derecho del Estado con 
el cual tenga los vInculos rnÆs estrechos. 

El tribunal tomarÆ en cuenta todos los elementos objetivos y subjetivos 
que se desprendan del contrato para determinar el derecho del Estado con ci 
cual tiene vInculos mÆs estrechos. TambiØn tornarÆ en cuenta los principios 
generales del derecho cornercial internacional aceptados por organismos 
internacionales. 

No obstante, si una parte del contrato fuera separable del resto del contra-
to y tuviese una conexión rnÆs estrecha con otro Estado, podrÆ aplicarse, a 
tItulo excepcionai, la ley de este otro Estado a esta parte del contrato. 

ART. 10. AdemÆs de lo dispuesto en los artIcuios anteriores, se aplicarÆn, 
cuando corresponda, las norrnas, las costumbres y los principios del derecho 
comercial internacional, asI como los usos y prÆcticas comerciales de general 
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aceptación con la finalidad de realizar las exigencias impuestas por lajusticia 
y la equidad en Ia solución del caso concreto. 

ART. 11. No obstante lo previsto en los artIculos anteriores, se aplicarÆn 
necesariamente las disposiciones dcl derecho del foro cuando tengan carÆcter 
imperativo. 

SerÆ discreciOn del foro, cuando lo considere pertinente, aplicar las dis-
posiciones imperativas del derecho de otro Estado con el cual el contrato ten-
ga vInculos estrechos. 

CAPITULO TERCERO 
EXISTENCIA Y VALIDEZ DEL CONTRATO 

ART. 12. La existencia y la validez del contrato o de cualquiera de sus 
disposiciones, asI como la validez sustancial del consentimiento de las partes 
respecto a la elección del derecho aplicable, se regirÆn por la norma que co-
rresponda conforme a esta Convención de acuerdo con los tØrminos de su 
CapItulo Segundo. 

Sin embargo, para establecer que una parte no ha consentido debidamen-
te, el juez deberÆ determinar el derecho aplicable tomando en consideración la 
residencia habitual o el establecimiento de dicha parte. 

ART. 13. Un contrato celebrado entre partes que se encuentren en el mis-
mo EstadO serÆ valido, en cuanto a la forma, si cumple con los requisitos 
establecidos en el derecho que rige dicho contrato segin esta Convención o 
con los fijados en el derecho del Estado en que se celebre o con el derecho del 
lugar de su ejecución. 

Si las personas se encuentran en Estados distintos en el momento de Ia 
Celebración del contrato, Øste serÆ vÆlido en cuanto a Ia forma si cumple con 
los requisitos establecidos en el derecho que rige segün esta Convención en 
cuanto al fondo o con los del derecho de uno de los Estados en que se celebra 
o con el derecho del lugar de su ejecución. 

CAPITULO CUARTO 
AMBITO DEL DERECHO APLICABLE 

ART. 14. El derecho aplicable al contrato en virtud de lo dispuesto en el 
CapItulo Segundo de esta Convención regulara principalmente: 

a) su interpretación; 
b) los derechos y las obligaciones de las partes; 
c) la ejecución de las obligaciones que establece y las consecuencias del 

incumplimiento del contrato, comprendiendo la evaluación del daflo en la 
medida que pueda determinar el pago de una indemnización compensatoria; 
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d) los diversos modos de extinción de las obligaciones, incluso la pres-
cripciOn y caducidad de las acciones; 

e) las consecuencias de la nulidad o invalidez del contrato. 
ART. 15. Lo dispuesto en el artIculo 10 se tomarÆ en cuenta para decidir 

la cuestión acerca de Si Ufl mandatario puede obligar a su mandante o un órga-
no a una sociedad o a una persona jurIdica. 

ART. 16. El derecho del Estado donde deban inscribirse o publicarse los 
contratos internacionales regulara todas las materias concernientes a la publi-
cidad de aquØllos. 

ART. 17. Para los efectos de esta Convención se entenderÆ por "derecho" 
el vigente en un Estado, con exclusion de sus normas relativas al conflicto de 
leyeS. 

ART. 18. El derecho designado por esta Convención solo podrÆ ser ex-
cluido cuando sea manifiestamente contrario al orden püblico del foro. 

CAPITULO QUINTO 
DISPOSICIONES GENERALES 

ART. 19. Las disposiciones de esta Convención se aplicarÆn en un Esta-
do Parte a los contratos concluidos despuØs de su entrada en vigor en ese 
Estado Parte. 

ART. 20. Esta ConvenciOn no afectarÆ la aplicación de otros convenios 
internacionales que contengan normas sobre el mismo objeto en los que un 
Estado Parte de esta Convención es o liegue a ser parte, cuando se celebren 
dentro del marco de los procesos de integración. 

ART. 21. En el momento de firmar, ratificar o adherir a esta ConvenciOn, 
los Estados podrÆn formular reservas que versen sobre una o mÆs disposi-
ciones especificas y que no sean incompatibles con el objeto y fin de esta 
Convención. 

Un Estado Parte podrÆ retirar en cualquier momento la reserva que haya 
formulado. El efecto de la reserva cesarÆ el primer dIa del tercer mes calenda-
rio siguiente a la fecha de notificaciOn del retiro. 

ART. 22. Respecto a un Estado que tenga en cuestiones tratadas en la 
presente ConvenciOn dos o mÆs sistemas jurIdicos aplicables en unidades te-
rritoriales diferentes: a) cualquier referencia al derecho del Estado contempla 
el derecho en la correspondiente unidad territorial; b) cualquier referencia a la 
residencia habitual o al establecimiento en el Estado se entenderÆ referida a la 
residencia habitual o al establecimiento en una unidad territorial del Estado. 

ART. 23. Un Estado compuesto de diferentes unidades territoriales que 
tengan sus propios sistemas jurIdicos en cuestiones tratadas en la presente 
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Convención no estarÆ obligado a aplicar las normas de esta Convención a los 
conflictos que surjan entre los sistemas jurIdicos vigentes en dichas unidades 
territoriales. 

ART. 24. Los Estados que tengan dos o mÆs unidades territoriales en las 
qUe se apliquen sistemasjurIdicos diferentes en cuestiones tratadas en la pre-
sente Convención podrÆn declarar, en el momento de la firma, ratificación o 
adhesion, que la Convención se aplicarÆ a todas sus unidades territoriales o 
solamente a una o mÆs de ellas. 

Tales declaraciones podrÆn ser modificadas mediante declaraciones ulte-
riores, que especificarÆn expresamente la o las unidades territoriales a las que 
se aplicarÆ Ia presente Convención. Dichas declaraciones ulteriores se trans-
mitirÆn a Ia SecretarIa General de la OrganizaciOn de los Estados Americanos 
y surtirÆn efecto noventa dIas despuØs de recibidas. 

CAPITULO SEXTO 
CLAUSULAS FINALES 

ART. 25. Esta Convención estÆ abierta a la firma de los Estados miem-
bros de la OrganizaciOn de los Estados Americanos. 

ART. 26. Esta Convención estÆ sujeta a ratificación. Los instrumentos de 
ratificaciOn se depositarÆn en la Secretaria General de la Organización de los 
Estados Americanos. 

ART. 27. Esta Convención quedara abierta a la adhesion de cualquier 
otro Estado despuØs que haya entrado en vigencia. Los instrumentos de adhe-
sión se depositarÆn en la Secretarla General de la Organización de los Estados 
Americanos. 

ART. 28. Esta ConvenciOn entrarÆ en vigor para los Estados ratificantes 
el trigØsimo dIa a partir de Ia fecha en que haya sido depositado el segundo 
instrumento de ratificación. 

Para cada Estado que ratifique esta ConvenciOn o se adhiera a ella des-
pues de haber sido depositado el segundo instrumento de ratificación, la Con-
venciOn entrarÆ en vigor el trigØsimo dia a partirde Ia fecha en que tal Estado 
haya depositado su instrumento de ratificación o adhesiOn. 

ART. 29. Esta Convención regirÆ indefinidamente, pero cualquiera de los 
Estados Partes podrÆ denunciarla. El instrumento de denuncia serÆ depositado 
en la SecretarIa General de la Organizacion de los Estados Americanos. Trans-
currido un aflo, contado a partir de la fecha de depósito del instrumento de 
denuncia, la Convención cesarÆ en sus efectos para el Estado denunciante. 
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ART. 30. El instrumento original de esta Convención, cuyos textos en 
espaæol, frances, ingles y  portuguØS son igualmente autØnticos, serÆ deposita-
do en la Secretarla General de la Organizacion de los Estados Americanos, la 
que enviarÆ copia autdntica de su texto para su registro y publicación a la 
Secretarla de las Naciones Unidas, de conformidad con el artIculo 102 de su 
Carta constitutiva. La SecretarIa General de la Organizacion de los Estados 
AmericanOs notificarÆ a los Estados miembros de dicha Organizacion y a los 
Estados que hayan adherido a la Convención, las firmas, los depOsitos de ins-
trumentos de ratificación, adhesion y denuncia, asI como las reservas que hu-
biera y el retiro de las filtimas. 

EN FE de lo cual los plenipotenciarios infrascritos, debidamente autoriza-
dos por sus respectivos Gobiernos, firman esta Convención. 

HECHO EN LA CIUDAD DE MEXICO, D.F., Mexico, el dIa diecisiete de 
marzo de mil novecientos noventa y cuatro. 

Dada, firmada y sellada en el Palacio Federal Legislativo, en Caracas, a 
los veintiün dIas del mes de junio de mil novecientos noventa y cinco. Aflos 
185° de la Independencia y 136° de la Federación. 

El Presidente 	Eduardo Gómez Tamayo 
El Vicepresidente Carmelo Lauria Lesseur 
Los Secretarios 	Julio Velasquez MartInez y Eduardo Flores Sedek 
Palacio de Miraflores, en Caracas a los veintidós dIas del mes de septiem-

bre de mil novecientos noventa y cinco. Aflos 185° de la Independencia y 136° 
de la Federación. 

CUmplase 	Rafael Caldera 
Refrendado 
Ministro de Relaciones Exteriores 	Miguel Angel Burelli Rivas 
POR CUANTO el Gobierno de la RepÆblica de Venezuela suscribió la Con-

vención Interamericana sobre Derecho Aplicable a los Contratos Internaciona-
les, eli 8 de marzo de 1994, en la ciudad de Mexico, Estados Unidos Mexicanos. 

POR CUANTO fueron cumplidos los requisitos constitucionales y legales 
por parte de la Reptblica de Venezuela para su Ratificación mediante la apro-
baciOn de la correspondiente Ley por el Congreso de la Repæblica, cuya 
promulgacion he dispuesto; 

PORTANTO ratifico, en nombre de la Repüblica de Venezuela y en ejerci-
cio de las facultades que la Constitución Nacional me confiere, la Convención 
Interamericana sobre Derecho Aplicable a los Contratos Internacionales, para 
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que se cumplan sus clÆusulas y tengan efectos internacionales en cuanto 
Venezuela se refiere. 

EN FE de lo cual expido el presente Instrumento de Ratificación firmad 
de mi mano, en el cual se ha estampado el sello oficial y que ha sido debida 
mente refrendado por el Ministerio de Relaciones Exteriores. 

PublIquese el presente Instrumento conjuntamente con Ia Ley Aprobatori 
de la referida Convención. 

Hecho en Caracas, a los veintidOs dias del mes de septiembre de mil no-
vecientos noventa y cinco. 

Refrendado 
Ministro de Relaciones Exteriores 	Miguel Angel Burelli Rivas 
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III. DERECHO CIVIL INTERNACIONAL 
SISTEMA VENEZOLANO 
CODIFICACION INTERNA 

A. Ley de Hipoteca Mobiliaria y Prenda sin Desplazamiento 
de PosesiOn, 1973 

B. Ley sabre Derecho de Autor, 1993 

C. Ley que Regula y Fomenta Ia Multipropiedad y el Sistema 
deTiempo Cdmpartido, 1995 

D. Ley OrgÆnica para Ia Protección del Nina y del Adolescente, 
1998 

E. Decreto con rango y fuerza de Ley de Arrendamientos 
Inmobiliarios, 1999 

E 	Decision par la cual se dictan los Lineamientos sabre 
Autorizaciones para viajar dentro a fuera del pals de los 
Niæos, Was y Adolescentes, 2002 

G. Ley de AeronÆutica Civil, 2005 



A. 1EV DE HIPOTECA MOBILIARIA V PRENDA 
SIN DESPLAZAMIENTO DE POSESION 

G.O. Ext. N° 1.575, 04/04/1973 

TITULO I 
DISPOSICIONES COMUNES A LA HIPOTECA MOBILIARIA Y PRENDA 

SIN DESPLAZAMIENTO DE POSESION 

ART. 19. La hipoteca mobiliaria y la prenda sin desplazamiento de pose-
sión solo podrÆn constituirse para garantizar crØditos cuyos titulares sean: 

I .La Nación, los Estados, las Municipalidades, el Banco Central de Vene-
zuela, los Institutos Autónomos y las Empresas Oficiales. 

2.Los Bancos extranjeros y las Entidades Financieras Internacionales de-
bidamente autorizadas por la Superintendencia de Bancos para que a su favor 
se constituyan las garantIas reguladas en esta Ley. 
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B. LEY SOBRE EL DERECHO DE AUTOR 

Promulgada el 16/09/1993 
G.O. Ext. N° 4.683, 01/10/1993 

TITULO VIII 
DEL AMBITO DE APLICACION DE LA LEY 

ART. 125. Salvo lo dispuesto en ci artIcuio 127, estÆn sometidas a esta 
Ley las obras del ingenio y las ediciones de obras ajenas o de textos, cuando el 
autor de la obra o edición o, por Jo menos, uno de los coautores sea venezola-
no o estØ domiciliado en Ia Repüblica, o cuando independientemente de la 
nacionalidad o domicilio del autor, hayan sido publicados en la Repüblica por 
primera vez o dentro de los treinta (30) dias siguientes a su primera publica-
ción. Las obras de arte permanentemente incorporadas a un inmueble situado 
en la RepUblica se equiparan a las publicadas en ella. 

ART. 126. Las obras del ingenio y las ediciones de obras ajenas o de 
textos de autor extranjero, no comprendidas en ci artIculo precedente, estarÆn 
protegidas conforme a las convenciones internacionales que la RepÆblica haya 
celebrado o celebrare en el futuro. A falta de convención aplicable, las obras y 
ediciones indicadas gozarÆn de la protección establecida por esta Ley, siem-
pre que el Estado al cual pertenezca el autor conceda una protección equiva-
lente a los autores venezolanos. Corresponde al Tribunal comprobar de oficio 
el requisito de la reciprocidad, pero la parte interesada podrÆ justificarla me-
diante certificación de dos abogados en ejercicio en ci pals del cual se trate. 
Dicha certificación deberÆ presentarse debidamente legalizada y no exciuye 
otros medios probatorios. 

ART. 127. AdemÆs de las reglas de aplicaciOn contenidas en los articulos 
anteriores, estÆn sometidas a esta Ley, las obras cinematograficas, las demÆs 

WE 



MATERIAL DE CLASE PARA DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 

obras audiovisuales y las obtenidas por un procedimiento anÆlogo a la cine-
matografia; los programas de computación; las fotografias y los productos 
obtenidos por un procedirniento similar a la fotografIa o equiparados a Østas; y 
las divulgaciones de obras póstumas hechas con posterioridad a la extinción 
del derecho de autor, cuando estas obras, productos o divulgaciones hayan 
sido realizados en la Repüblica o publicados en Østa, por primera vez o dentro 
de los treinta (30) dIas siguientes a su primera publicación. 

ART. 128. Las interpretaciones o ejecuciones artIsticas, las producciones 
fonograficas y las emisiones radiofónicas protegidas en el TItulo IV, estÆn 
sometidas a esta Ley siempre que el titular del respectivo derecho, o uno cual-
quiera de ellos, sea venezolano o estØ domiciliado en la Repüblica, o cuando, 
independientemente de Ia nacionalidad o domicilio del titular, dichos produc-
tos o producciones hayan sido realizados en la Repüblica o publicados en Østa 
por primera vez o dentro de los treinta (30) dias siguientes a su primera publi-
cación. La norma del artIculo 126 de esta Ley es aplicable a las producciones 
extranj eras y demÆs derechos conexos a que se refiere el TItulo IV de esta Ley. 

ART. 129. Los apÆtridas y refugiados quedan equiparados, a los efectos 
de este TItulo, a los nacionales del Estado donde tengan su domicilio. 



C. LEY QUE REGULA Y FOMENTA LA 
MULTIPROPIEDAD Y EL SISTEMA DE TIEMPO 

COMPARTIDO 

Promulgada el 18/12/1995 
G.O. Ext. N° 5.022, 18/12/1995 

ART. 3. Los contratos de Multipropiedad y de Tiempo Compartido, en 
cualquiera de sus modalidades, celebrados conforme a ordenamientos jurIdi-
cos extranjeros para ser ejecutados en territorio venezolano, quedarÆn someti-
dos al derecho venezolano en todo lo referente a la creación, regulacion o 
extinción de derechos reales, de acuerdo a lo dispuesto en el artIculo 10 del 
Codigo Civil, asI como en las normas imperativas en materia turIstica, urba-
nIstica y de protección al consumidor y a! usuario. 



D. LEY ORGANICA PARA LA PROTECCION 
DEL NIIO V EL ADOLESCENTE 

Promulgada el 03/09/1998 
G.O. Ext. N° 5.266, 02/10/1998 

Vigencia: 01/04/2000 

CAPITULO II 
DERECHOS, GARANTiAS Y DEBERES 

ART. 40. PROTECCION CONTRA EL TRASLADO ILICITO 
El Estado debe proteger a todos los niæos y adolescentes contra su trasla-

do ilIcito en territorio nacional o a! extranjero. 

CAPITULO III 
FAMILIA SUSTITUTA 

SECCION PRIMERA 
DISPOSICIONES GENERALES 

ART. 395. PRINCIPIOS FUNDAMENTALES 
A los fines de determinar la modalidad de familia sustituta que correspon-

de a cada caso, el juez debe tener en cuenta to siguiente: 
a) El niæo o adotescente debe ser oIdo y su consentimiento es necesario si 

tiene doce aæoS o mÆs y no adolece de defecto intelectual que le impida discernir; 
b) La conveniencia de que existan vIncuios de parentesco, ya sea por 

consanguinidad o por afinidad, entre ci niflo o adolescente y quienes pueden 
conformar la famitia sustituta; 

c) La responsabilidad de quien resutte escogido para desempeæar como 
familia sustituta es personal e intransferibie; 
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d) La opinion del equipo multidisciplinario; 
e) La carencia de recursos económicos no puede constituir causal para 

descalificar a quien pueda desempeflarse eficazmente como familia sustituta; 
f)La familia sustituta solo podrÆ residir en el extranjero cuando la moda-

lidad mÆs conveniente para el nino o adolescente sea la adopciOn, o cuando 
estØ conformada por parientes del niflo o adolescente. 

SECCION TERCERA 
ADOPCION 

ART. 432. INSCRIPCION DEL DECRETO DE ADOPCION 
El juez, una vez decretada Ia adopción, enviarÆ una copia certificada del 

correspondiente decreto al Registro del Estado Civil de la residencia habitual 
del adoptado, a fin de que se levante una nueva partida de nacimiento en los 
libros correspondientes, en la cual no se haga mención alguna del procedimiento 
de adopción ni de los vinculos del adoptado con sus padres consanguIneos. 

En caso que el adoptado haya nacido en el extranjero, el funcionario del 
mencionado Registro estarÆ facultado para levantar dicha partida de nacimiento, 
en la cual deberÆ indicar el lugar y la fecha en que se produjo el nacimiento de 
que se trata. 

SECCION CUARTA 
ADOPCION INTERNACIONAL 

ART. 443. DEFINICION 
A los efectos de esta Ley se entiende que la adopción es internacional 

cuando el adoptado o candidato a adopción tiene su residencia habitual en un 
Estado y los adoptantes o solicitantes de la adopciOn tienen su residencia ha-
bitual en otro Estado al cual va a ser desplazado el niflo o adolescente. Cuando 
el candidato a adopción tiene su residencia habitual en Venezuela y el despla-
zamiento se produce antes de la adopción, Østa debe realizarse Integramente 
conforme a Ia ley venezolana. 

Las adopciones a realizarse por extranjeros que, para el momento de la 
solicitud, tengan mÆs de tres aæos de residencia habitual en el pals, se regirÆn 
por lo previsto para las adopciones nacionales. 

ART. 444. TRATADOS INTERNACIONALES 
La adopción internacional sOlo puede realizarse si existen tratados o con-

venios en materia de adopciOn entre Venezuela y el Estado de la residencia 
habitual de los adoptantes o solicitantes de la adopción. 
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ART. 445. SUBSIDIARIEDAD DE LAADOPCION INTERNACIONAL 
La adopción internacional es subsidiaria de la adopción nacional. Los 

niæos o adolescentes que tienen su residencia habitual en Venezuela solo po-
drÆn considerarse aptos para una adopción internacional, cuando los organis-
mos competentes examinen detenidamente todas las posibilidades de su 
adopción en Venezuela y constaten que Ia adopción internacional responde al 
interØs superior del candidato a adopción. En el respectivo expediente se deja-
rÆ constancia de lo actuado conforme a este artIculo. 

ART. 446. HABILITACION DE LOS SOLICITANTES 
Los solicitantes que tengan su residencia habitual fuera de Venezuela de-

ben comprobar que estÆn debidamente habilitados para la adopción, de acuer-
do al derecho que rige la materia en el pals donde residen y cuya vigencia y 
contenido pueden proporcionar al juez de la causa, con miras a lograr mayor 
celeridad en Ia decision del caso. 

ART. 447. AUTORIZACION PARA TRASLADAR AL CANDIDATO A 
ADOPCION 

El traslado del candidato a adopción al pals donde residen habitualmente 
los solicitantes solo puede ser autorizado por el juez, previa comprobación de 
que le ha sido concedida autorización de entrada y residencia permanente por 
las autoridades competentes de dicho pals, y de que la adopción que se le 
conceda tendrÆ los mismos efectos que en Venezuela. El traslado debe efec-
tuarse en companla de los solicitantes, o al menos de uno de ellos. 

ART. 448. PRESENTACION DE LAS SOLICITUDES DE ADOPCION 
A los fines de su estudio y aprobación por la autoridad venezolana corn-

petente en Ia materia, los solicitantes que tengan su residencia habitual fuera 
de Venezuela deben presentar Ia respectiva solicitud de adopción, acompaæa-
da de los informes que contengan la acreditación a que se refiere el articulo 
421 de esta Ley, a travØs de los representantes de los organismos pæblicos o de 
las instituciones debidarnente autorizadas por las autoridades del pals cones-
pondiente, de acuerdo con los tØrminos del convenio que, en materia de adop-
cion internacional, se encuentre vigente entre Venezuela y ese pals. 

ART. 449. INFORMES DURANTE EL PERIODO DE PRUEBA 
Los organismos püblicos o instituciones extranjeras autorizadas que presen-

ten la respectiva solicitud de adopción son responsables del seguimiento que 
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debe hacerse durante el perlodo de prueba, y estÆn obligados a remitir al Tribu-
nal de Protección del Ni?io y del Adolescente los informes correspondientes. 



E. DECRETO CON RANGO Y FUERZA DE LEY 
DE ARRENDAMIENTOS INMOBILIARIOS 

Decreto No 427, 2 5/10/1 999 
G.O. 36.845, 07/12/1999 

ART. 17. Quedan prohibidos los avisos o anuncios de prensa o de cual-
quier otro medio de publicidad en los cuales: 

Se exija como condición para el arrendamiento o subarrendamiento de 
viviendas, Ia circunstancia de no tener niæos, Ia de ser extranjero el arrendata-
rio o subarrendatario, asI como establecer discriminaciones relativas a raza, 
sexo, credo o condición social. 

PARAGRAFO SEGUNDO. En los contratos de arrendamiento en los que 
las partes hayan pactado el pago del alquiler en moneda extranjera, se consi-
derarÆ al arrendatario liberado de su obligacion principal cuando acredite el 
pago equivalente en moneda nacional. 
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F. DECISION POR LA CUAL SE DICTAN 
LOS LINEAMIENTOS SOBRE AUTORIZACIONES 

PARA VIAJAR DENTRO 0 FUERA DEL PAS 
DE LOS NIIIOS, NIIJAS Y ADOLESCENTES 

Consejo Nacional de los Derechos del Niæo y el Adolescente, 1 2/12/2002 
G.O. NO 37,595, 19/12/2002 

CAPITULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 

ART. 1. DEFINICION 
Las autorizaciones para viajar dentro o fuera del pals son permisos expe-

didos por las autoridades competentes y otorgadas a los niflos, niflas y adoles-
centes por el padre o la madre que ejerza la Patria Potestad o representantes 
legales, con Ia finalidad de garantizarles de manera segura ci ejercicio del 
derecho a desplazarse libremente dentro o fuera del territorio nacional. 

ART. 2. OBJETO 
Las autorizaciones para viajar tienen por objeto brindar a los niflos, niæas 

y adolescentes protecciOn integral en ci ejercicio pleno del derecho al libre 
trÆnsito y su protecciOn contra ci traslado ilicito. 

ART. 3. AMBITO DE APLICACION 
Las normas relativas a las autorizaciones para viajar estabiecidas en la 

Ley OrgÆnica para la Protección del Nifio y del Adolescente y en los presentes 
Lineamientos, serÆn aplicabies por igual y sin discriminación alguna a todos 
los niæos, niflas y adoiescentes que se encuentren en el territorio nacional. 
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CAPITULO II 
AUTORIZACIONES PARA VIAJAR DENTRO DEL PAlS 

ART. 4. VIAJES SIN AUTORIZACION 
Todos los niæos, niflas y adolescentes pueden transitar dentro del territo-

rio nacional sin requerir autorización alguna siempre que estØn acompaæados 
por el padre o la madre que ejerza la Patria Potestad, por ambos, o en su 
defecto por ci representante legal. 

PARAGRAFO UNICO. No requerirÆn autorización para viajar, los ado-
lescentes ya emancipados. 

ART. 5. REQUERIMIENTO DE AUTORIZACION 
Los niæos, niæas y adolescentes que viajen solos o con terceras personas 

requerirÆn de una autorización otorgada ante las autoridades competentes por 
cualesquiera de los padres que ejerza la Patria Potestad, o en su defecto por ci 
representante legal. 

PARAGRAFO UNICO. Se entiende por terceras personas a los efectos de 
estos Lineamientos aquellas que no siendo el padre o la madre que ejerza la 
Patria Potestad o ci representante legal, tales como parientes o responsables, 
viajen con ci nifio, nina o adolescente. 

ART. 6. AUTORIDADES COMPETENTES 
Las autoridades competentes para ci otorgamiento de las autorizaciones 

para viajar dentro del pals, destinadas a niftos, niflas y adolescentes, son las 
siguientes: 

a. Consejos de Protección del Niflo y del Adolescente; 
b. Jefaturas Civiles o Prefecturas; y 

Notarias Püblicas. 

CAPITULO III 
AUTORIZACIONES PARA VIAJAR FUERA DEL PAlS 

ART. 7. VIAJES SIN AUTORIZACION 
Todos los niflos, niflas y adolescentes pueden trasladarse fuera del territo-

rio nacional sin requerir autorización aiguna, en los siguientes casos: 
a. Cuando estØn acompanados del padre o Ia madre que ejerza la Patria 

Potestad si tuviera uno solo de eilos, bien sea por que el otro estØ privado de la 
misma por sentencia definitivamente firme o porque haya fallecido, 

LISHO 



DEcISION POR LA CUAL SE DICTAN LOS LINEAMIENTOS SOBRE AUTORIZACIONES PARA VIAJAR.. 

b. Cuando estØn acompaflados por ambos, o 
c. Cuando estØn acompaflados por el representante legal. 
PARAGRAFO UNICO. No requerirÆn autorización para viajar, los ado-

lescentes ya emancipados. 

ART. S. REQUERIMIENTO DE AUTORIZACION 
Cuando el padre y la madre ejerzan Ia Patria Potestad, el nino, nina o 

adolescente que viaje con uno solo de ellos requerirÆ la autorización del otro. 
ART. 9. Los niflos, niflas y adolescentes que viajen solos o con terceras 

personas requerirÆn autorización: 
a. Del padre o la madre que ejerza la Patria Potestad si tuviere uno solo de 

ellos, bien sea porque el otro estØ privado de la misma por sentencia definiti-
vamente firme o porque haya fallecido, 

b. De ambos padres que ejerzan Ia Patria Potestad, o 
c. Del representante legal 
PARAGRAFO (JNICO. Cuando el padre o la madre que ejerza la Patria 

Potestad, o el representante legal liamado a dar su consentimiento se encuen-
tre fuera del territorio nacional, podrÆ otorgar la autorización para viajar por 
ante el Consulado de Ia Repüblica Bolivariana de Venezuela correspondiente. 

ART. 10. AUTORIDAD COMPETENTE 
Las autoridades competentes para el otorgamiento de las autorizaciones 

para viajar fuera del pals destinadas a niæos, niflas y adolescentes, son las 
sigulentes: 

a. Consejos de Protección del Niæo y del Adolescente, y 
b. NotarIas Püblicas. 

CAPITULO IV 
SITUACION EXCEPCIONAL 

ART. 11. NIF.OS, NIRAS YADOLESCENTES EXTRANJEROS QUE IN-
GRESEN LEGALMENTE AL PAlS SOLOS 0 ACOMPANADOS 

Los niæos, niæas y adolescentes cuya residencia habitual sea otro Estado, 
que hayan ingresado al pals en compaflIa de sus padres, representantes legales 
o solos, deberÆn regirse por la legislaciOn aplicable en el Estado de su residen-
cia habitual. 

PARAGRAFO UNICO. Los hijos de los funcionarios diplomÆticos y con-
sulares estÆn exentos de la presentación de dicha autorización pues los mis-
mos se rigen por la legislaciOn aplicable en el Estado de su residencia habitual. 
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CAPITULO V 
DISPOSICIONES COMUNES 

ART. 12. INTERVENCION JUDICIAL 
El Tribunal de Protección del Niflo y del Adolescente es el órgano juris-

diccional competente para el otorgamiento de las autorizaciones para viajar 
en los siguientes casos: 

1. En los supuestos planteados en el artIculo 393 de la Ley OrgÆnica para 
Ia Protección del Niflo y del Adolescente cuando el padre o la madre que 
ejerza la Patria Potestad o el representante legal llamado a dar su consenti-
miento se negare sin causajustificada a otorgar la autorización para viajar, o 
bien, cuando exista desacuerdo entre los mismos, el Juez de Protección, pre-
via solicitud del padre o de Ia madre que ejerza la Patria Potestad, del repre-
sentante legal o del adolescente interesado, podrÆ otorgar o no Ia autorización 
para viajar, decidiendo lo que mÆs convenga al niflo, nina o adolescente 
involucrado, atendiendo al principio de InterØs Superior del Niflo. 

2. Cuando se desconozca el paradero del padre o de la madre que ejerza la 
Patria Potestad, de ambos, o del representante legal liamado a otorgar su con-
sentimiento para el traslado de niflos, niflas o adolescentes dentro o fuera del 
pals, el Juez de Protección deberÆ decidir y resolver lo que mÆs convenga 
basÆndose en el InterØs Superior del Niæo. 

3. En caso de adopciones internacionales, una vez decidida favorable-
mente la colocación del niæo, nifla o adolescente por parte del Juez de Protec-
ción, serÆ Øste ültimo, por decision expresa y otorgada por escrito, quiØn 
autorizarÆ el traslado de Østos al destino fij ado fuera del territorio nacional, 
ello de conformidad con lo normado en el articulo 502 de la Ley Organica 
para la Protección del Nifio y del Adolescente. En todo caso el niflo, nifla o 
adolescente debe ir acompaflado por uno o ambos solicitantes de la adopción. 

4. De manera transitoria, ante la ausencia del Consejo de ProtecciOn del 
Niflo y del Adolescente correspondiente, se aplicarÆ lo dispuesto en el artIculo 
676, literal a, de la Ley Organica para la Protección del Niflo y del Adolescente. 
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G. LEY DE AERONAUTICA CIVIL 

Promulgada el 31/05/2005 
G.O. NO 38.226, 12/07/2005 

T1TULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 

ART.!. OBJETO 
La presente Ley regula el conjunto de actividades relativas al transporte 

aØreo, la navegación aØrea y otras vinculadas con el empleo de aeronaves 
civiles donde ejerza su jurisdicción la Repüblica Bolivariana de Venezuela. 

A las aeronaves del Estado se les aplicarÆ la presente Ley, solo cuando 
disposiciones previstas en ella, asI lo determinen. 

ART. 2. LEY APLICABLE 
Quedan sometidos al ordenamiento jurIdico venezolano vigente: 
1.Toda aeronave civil que se encuentre en el territorio venezolano o vuele 

en su espacio aØreo, su tripulaciOn, pasajeros y efectos transportados en ella. 
2. Los hechos que ocurran a bordo de aeronaves civiles venezolanas, cuan-

do vuelen fuera del espacio aØreo de la Repüblica. 
3. Los hechos cometidos a bordo de aeronaves civiles, cualesquiera sea 

su nacionalidad, cuando ocurran en el espacio aØreo extranjero y produzcan 
efectos en el territorio venezolano o se pretenda que lo tengan en Øste. 

4. Los hechos ocurridos en aeronaves civiles extranjeras que vuelen el 
espacio aØreo venezolano. 

ART. 5. PRINCIPIO DE LA UNIFORMIDAD DE LA LEGISLACION 
AERONAUTICA 
La legislacion aeronÆutica civil venezolana se orientarÆ a la adecuación y 

al cumplimiento de las normas y mØtodos recomendados, emanados de la 
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Organizacion de AviaciOn Civil internacional y otros organismos internacio-
nales especializados, para alcanzar la uniformidad con la normativa aeronÆu-
tica internacional, a fin de promover el desarrollo de la aeronÆutica civil de 
manera segura, ordenada y eficiente. 

ART. 7. PRINCIPIO DE LAS GARANTIAS PARA EL ESTABLECIMIENTO 
Y DESARROLLO DE LAS ACTIVIDADES AERONAUTICAS 
Para el establecirniento y desarrollo de cualquier actividad aeronÆutica, 

se requiere que la empresa garantice con bienes de su propiedad ubicados 
dentro del territorio nacional, u otros instrumentos financieros de carÆcter ban-
cario o asegurador, el pago de sus obligaciones, tales como, los pasivos labo-
rales, tasas, imposiciones tributarias y otras obligaciones que se encuentren 
establecidas en la legislacion nacional. 

TITULO III 
DE LA ACTIVIDAD AERONAUTICA 

CAPITULO I 
DE LAAERONAVE 

ART. 18. NATURALEZA JURIDICA 
Las aeronaves civiles venezolanas, aün cuando estØn en construcción, en 

todo o en parte, son bienes muebles registrables de naturaleza especial, con-
forme al ordenamiento jurIdico. 

ART. 20. MARCA DE NACIONALIDAD Y MATRICULA 
Son aeronaves civiles venezolanas las matriculadas en el Registro 

AeronÆutico Nacional. La marca de nacionalidad venezolana se identifica con 
las siglas YV y se acredita con el certificado de matrIcula. 

Las personas naturales ojurIdicas de nacionalidad venezolana, ünicamente, 
podrÆn matricular en el Registro AeronÆutico Nacional, aeronaves destinadas 
al servicio de transporte aØreo. 

Las aeronaves civiles no podrÆn poseer mÆs de una matricula y para ope-
rar en territorio venezolano deben Ilevar las correspondientes marcas de na-
cionalidad y matrIcula. 

Las condiciones y requisitos para el otorgamiento, transferencia, cali-
ficación y cancelación de marcas de nacionalidad y matrIcula de las aeronaves 
civiles, se regularÆn de acuerdo con lo establecido en la reglamentacion 
respectiva. 
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ART. 21. CANCELACION DE LA MATRICULA 
La matrIcu!a venezolana quedara cancelada en los siguientes casos: 
1.Cuando Ia aeronave civil there inscrita en otro Estado o sea expedida la 

matrIcula sin el cumplimiento de los requisitos exigidos en el ordenamiento 
jurIdico. 

2.Cuando su propietario dejare de reunir los requisitos que el ordena-
miento jurIdico venezolano establezca. 

3.Cuando Ia aeronave civil sea declarada abandonada o perdida por la 
Autoridad AeronÆutica. 

4.En caso de decision judicial. 
La cancelación se producirÆ sin perjuicio de Ia validez de los actosjurIdi-

cos cumplidos con anterioridad a ella. 

ART. 22. RECONOCIMIENTO DE DERECHOS SOBRE AERONAVES 
El Estado venezolano reconocerÆ los derechos sobre aeronaves civiles 

extranj eras, siempre y cuando cumplan con el Registro ante la autoridad corn-
petente del Estado de matricula. 

ART. 34. UTILIZACION DE AERONAVES CON MATRICULA 
EXTRANJERA 
Las empresas nacionales de transporte aØreo podrÆn usar en Ia prestación 

de los servicios, que le autoricen en la concesión o permiso respectivo, 
aeronaves de matrIcula extranj era, cuya posesión provenga de cualquier con-
trato de utilizaciOn de aeronaves, seflalados en el presente CapItulo y otros 
arreglos similares, siempre que Østos no resulten contrarios al ordenamiento 
jurIdico venezolano y se cumpla con las condiciones establecidas por Ia Auto-
ridad AeronÆutica. 

ART. 35. TRANSFERENCIA DE FUNCIONES Y OBLIGACIONES DEL 
ESTADO DE MATRICULA 
Cuando una aeronave civil de matrIcula venezolana sea explotada en otro 

Estado, mediante un contrato de utilización de aeronaves o por cualquier otro 
acuerdo similar, la Autoridad AeronÆutica podrÆ transferirle a ese Estado, ba-
sado en un acuerdo internacional, todas o parte de sus funciones y obligacio-
nes que tiene como Estado de matrIcula. En este caso, el Estado venezolano 
quedara eximido de su responsabilidad con respecto a las funciones y obliga-
ciones que transfiere. 

Se procederÆ de la misma forma, cuando una aeronave de matrIcula ex-
tranj era sea explotada en territorio venezolano para el transporte aØreo. En tal 
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caso, la Autoridad AeronÆutica podrÆ asumir todas o parte de las funciones y 
obligaciones del Estado de matrIcula de Ia aeronave. 

CAPITULO III 
DE LA INFRAESTRUCTURAAERONAUTICA 

ART. 45. AEROPUERTOS 
Los aeropuertos son nacionales o internacionales, los cuales pueden ser 

de uso comercial o estratØgico. 
Son nacionales los destinados a la operación de vuelo dentro del territorio 

venezolano e internacionales, cuando sean designados por Ia Autoridad Aero-
nÆutica para permitir la llegada o partida, desde o hacia el extranjero. 

Son de uso comercial los que exciusivamente se utilizan con fines de 
explotación y aprovecharniento de sus posibilidades. La conservación, admi-
nistración y aprovechamiento la harÆn los Estados, en coordinaciOn con el 
Ejecutivo Nacional, de conformidad con lo establecido la presente Ley. 

Son de uso estratØgico los que por su importancia e interØs para la seguri-
dad y defensa de la Nación y por su situación geografica cumplen funciones 
de seguridad de Estado, previa determinación del Ejecutivo Nacional. La con-
servación, administración y aprovechamiento de los aeropuertos püblicos ci-
viles de uso estratØgico lo harÆn los órganos y entes descentralizados adscritos 
al Ejecutivo Nacional, conforme con su ley especial. 

ART. 46. AEROPUERTO CIVIL PRINCIPAL 
En la Repüblica existirÆ un aeropuerto civil principal, que por su uso 

estratØgico serÆ competencia exclusiva del Poder Püb!ico Nacional. SerÆ de-
clarado por el Ejecutivo Nacional y estarÆ determinado por Ia importancia de 
las obras, instalaciones y servicios, su carÆcter internacional, la regularidad y 
eficiencia en la prestación de los servicios, su situación geogrÆfica y estratØgi-
ca para generar trÆfico internacional que incida en la ordenación del transpor-
te y del trÆnsito aØreo, el volumen de trÆfico nacional e internacional desde y 
hacia dicho aeropuerto, sus condiciones y caracterIsticas estratØgicas para la 
seguridad y defensa nacional. 

PARAGRAFO UNICO. Se declara como aeropuerto civil principal de la 
RepiThlica al Aeropuerto Internacional Simon Boilvar de MaiquetIa, sin per-
juicio de las atribuciones que tiene el Ejecutivo Nacional para la designacion 
de otro aeropuerto que cumpla las condiciones establecidas en esta Ley. 
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CAPITULO IV 
DE LA NAVE GACION AEREA 

ART. 58. ENTRADAS Y SALIDAS DEL TERRITORIO NACIONAL 
Las aeronaves entrarÆn o saldrÆn del territorio de Ia RepUblica por los 

puntos, rutas o aerovIas que fije la Autoridad AeronÆutica, aterrizando y des-
pegando en los aeródromos y aeropuertos internacionales designados at efec-
to. Las aeronaves de Estado extranjeras requieren de un permiso especial del 
Ejecutivo Nacional para entrar, transitar o salir del territorio nacional. 

ART. 59. OBLIGACION DE ATERRIZAR 
Toda aeronave en vuelo, dentro del espacio aØreo de la Repüblica, que 

viole las normas relativas a Ia circulación aØrea, o cuando exista presunción 
que estÆ siendo utilizada con propOsitos distintos a los autorizados, serÆ obli-
gada a aterrizar por la autoridad competente, utilizando todos los medios per-
mitidos por el derecho internacional, sin menoscabo de las responsabilidades 
a las que hubiere lugar. 

La Fuerza Armada Nacional, actuando en ejercicio de las atribuciones 
conferidas para Ia seguridad y defensa, ejecutarÆ todas las acciones necesarias 
para evitar que sea utilizada Ia aviaciOn con fines incompatibles con la legisla-
ción nacional y el Convenio sobre Aviación Civil Internacional, de acuerdo a 
to previsto en el ordenamiento jurIdico. 

CAPITULO V 
AVIACION COMERCIAL 

ART. 63. CLASIFICACION DEL TRANSPORTE AEREO COMERCIAL 
El transporte aØreo comercial se clasifica en consideración a la periodici-

dad de sus operaciones, at Æmbito territorial donde se realiza, at uso y demÆs 
caracterIsticas que permitan diferenciarlos, de conformidad con los convenios 
internacionales de los cuales es parte Ia Repüblica, la presente Ley, su Regla-
mento y la normativa tØcnica. 

ART. 65. TRANSPORTE AEREO NACIONAL 
La explotación comercial del servicio püblico de transporte aØreo nacio-

nat, queda reservado a las empresas de transporte aØreo venezolanas. SerÆn 
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autorizadas las empresas de otros palses, de conformidad con los acuerdos 
internacionales y al principio de reciprocidad. 

ART. 69. OPERACION DE EMPRESAS AEREAS EXTRANJERAS 
Las empresas aØreas extranj eras podrÆn prestar servicios de transporte 

aØreo internacional desde y hacia el territorio nacional, basados en Ia recipro.. 
cidad real y efectiva, el interØs nacional, los principios contenidos en el Con-
venio sobre Aviación Civil Internacional y otros convenios ratificados por la 
Repüblica, mediante permiso previo, otorgado por la Autoridad AeronÆutica, 
con sujeción a lo establecido en el ordenamiento jurIdico. 

ART. 70. FORMULACION DE OPOSICION A LA SOLICITUD 
DE PERMISOS DE OPERACION INTERNACIONAL 
En los casos de solicitud de permisos de operación internacional, otros 

explotadores de transporte aØreo que estØn sirviendo la misma ruta o segmen-
to de ruta podrÆn formular oposicion, Ia cual serÆ vista en audiencia pæblica, 
de acuerdo con lo previsto en la normativa tØcnica. 

ART. 77. TRABAJO AEREO 
El trabajo aØreo es todo servicio especializado distinto al transporte aØreo 

comercial efectiiado mediante la utilización de aeronaves, puede ser remunerado 
o gratuito y requiere del Certificado emitido conforme a las normas tØcnicas. 

Para la realización de cualquier trabajo aØreo remunerado se requiere, 
ademÆs del permiso de explotador otorgado por laAutoridadAeronÆutica, que 
sea efectuado por empresas venezolanas, salvo que se carezca de Østas en el 
pals o lo establecido en los convenios internacionales donde sea signataria la 
Repüblica. 

CAPITULO IX 
DEL INFORTUNIO AERONAUTICO 

Art. 92. GARANTIA DE PRESTACION DEL SERVICIO 
El Estado garantiza la prestación del servicio de büsqueda, asistencia y 

salvamento en el territorio nacional, demÆs espacios geograficos y Ia region 
asignada en acuerdos internacionales. 

La normativa tØcnica establecerÆ los mecanismos de coordinación, corn-
petencias y otros aspectos necesarios para la prestación del servicio. 
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ART. 93. INGRESO DE AERONAVES EXTRANJERAS PARA 
BUSQUEDA, ASISTENCIA V SALVAMENTO 
La Autoridad AeronÆutica, en coordinación con las demÆs autoridades 

competentes, podrÆ autorizar ci ingreso de aeronaves civiles extranjeras para 
fines de büsqueda, asistencia y salvamento, siempre que la urgencia y la nece-
sidad de las circunstancias asI lo requieran. 

En caso que las operaciones requieran el empleo de aeronaves de Estados 
extranjeros, serÆ necesaria la autorización especial del Ejecutivo Nacional, de 
acuerdo con lo previsto en el ordenamiento jurIdico. 

TITULO IV 
DE LA RESPONSABILIDAD Y LOS HECHOS ILICITOS 

CAPITULO I 
DE LA RESPONSABILIDAD 

ART. 102. RESPONSABILIDAD EN EL TRANSPORTE AEREO 
SUCESIVO 
El transporte aØreo sucesivo, es considerado como una sola operación, ya 

sea que se formalice por medio de uno o varios contratos. SerÆ responsabie el 
transportista que haya efectuado ci tramo de Ia ruta en la cual se hubiere pro-
ducido el incumplimiento, interrupción, demora, retraso, incidente o acciden-
te, salvo que uno de ellos hubiese asumido Ia responsabilidad por todo el viaje. 

ART. 103. RESPONSABILIDAD EN EL TRANSPORTE COMBINADO 
En caso de transporte combinado se aplicarÆn las disposiciones de la pre-

sente Ley solamente para el transporte aØreo. 

ART. 116. OBLIGACION DE CONTRATAR POLIZAS DE SEGUROS 
Los explotadores de aeronaves civiies venezolanas y extranj eras estÆn 

obligados a asegurar los riesgos mediante la contratación y mantenimiento 
vigentes de pólizas de seguros que amparen los daflos que se puedan causar 
con ocasiOn de Ia operación de Østas a terceros en Ia superficie, por abordaje, 
a tripulantes y auxiliares con funciones a bordo, a los pasajeros, equipajes, 
carga y correo. 

El valor asegurado del que trata ci presente artIculo no podrÆ ser en nm-
gun caso inferior a los Ilmites fijados por Ia Autoridad AeronÆutica o conve-
nios internacionales de los cuales forme parte Ia Repiiblica. 
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TTULO VI 
DISPOSICIONES FINALES, TRANSITORIAS Y DEROGATORIAS 

CAPITULO I 
DISPOSICIONES FINALES 

SEGUNDA. REVISION DE CONVENIOS RELATIVOS A MATERIA 
AERONAUTICA 
Sin perjuicio a la descentralización de los estados, dentro de los dos aæos 

siguientes a la entrada en vigencia de Ia presente Ley, se procederÆ coordina-
damente a revisar los convenios suscritos por el Estado y los establecidos 
entre los distintos Organos y entes del Poder Piiblico, adecuÆndolos a Ia nor-
mativa establecida en esta Ley. 



IV. DERECHO CIVIL INTERNACIONAL 
SISTEMA VENEZOLANO 

JURISPRUDENCIA* 

* 	Salvo indicación en contrario, las decisiones fueron consultadas en: htto://www.tsi.gov.ve  



1. INTERNACIONALIDAD DEL CONTRATO 

a ...... se ha seæalado que Ia introducción de criterios económicos facilita-
rIa Ia determinaciOn de Ia noción de contrato internacional. Esta materia no 
solo presenta problemas de tipojurIdico, sino que afecta al comercio mundial. 
Las experiencias recientes en Francia y en los Estados Unidos de America 
seæalan que los tribunales en esos palses, al construir el concepto de contratos 
internacionales, han sido influidos por consideraciones jurIdicas y económi-
cas que escapan de las fronteras del Derecho Internacional Privado. En cuanto 
a las consideracionesjurIdicas, los precedentes franceses indican que, si bien 
la nacionalidad de las partes es relevante, Ia misma no es, sin embargo, el 
factor determinante en Ia caracterizaciOn del contrato como "internacional". 
Lo determinante es el objeto o materia del contrato. Por ello, ( ... ) un contrato 
celebrado en Francia entre franceses serÆ internacional siempre que interese 
al comercio internacional. 

Ideas similares ha expresado Ia Corte Suprema de los Estados Unidos de 
NorteamØrica en los casos ( ... ) Zapata y Scherk v. Alberto Culver Co., 417 
U.S. 506, 94 S. Ct. 2449; 41 L. De. 2d. 270 (1974) en los que se quiso seæalar 
como relevante de tales contratos el hecho de que los mismos afecten el co-
mercio internacional, que presenten contactos con diferentes leyes, incluyen-
do normas de conflicto. Al efecto, las antes enunciadas (sic) generarIan 
incertidumbre en cuanto al derecho aplicable a Ia solución de las controver-
sias surgidas del contrato. En cuanto a los aspectos económicos destacan Ia 
particular naturaleza transnacional de los servicios prestados o Ia agresiva 
penetración económica de nuevos campos de actividades por uno de los con-
tratantes. Todo lo anterior, sin embargo, no permite formular de manera clara 
Ia noción de contrato internacional, pero por lo menos pone de manifiesto la 
insuficiencia de un anÆlisis puramentejurIdico sin tomar en consideración los 
intereses comerciales internacionales de la nación respectiva, ya que no solo 
entran en juego las relaciones sociales que se desarrollan en el territorio del 
Estado, entre ciudadanos de ese Estado, sino tambiØn las que se Ilevan a cabo 
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en el extranjero, entre extranjeros, relativos a cosas situadas en el extranjero. 
Ningæn Estado puede prescindir de Ia necesidad de adaptar su ordenamiento 
juridico a las caracterjsticas particulares de las relaciones que regula. 

Un enfoque complementario del planteamiento anterior se encuentra en 
los "Comentarios" explicativos de los Principios Generales para los Contratos 
Mercantiles Internacionales preparados por el Grupo de Trabajo del Instituto 
Internacional para la Unificación del Derecho Privado (UNIDROIT) que mdi-
can, entre otras cosas, que el carÆcter intemacional de un contrato puede ser 
definido en una gran variedad de formas y que los "Principios" no acogen 
expresamente ninguna de ellas. Sin embargo, indican que ala noción de contrato 
intemacional debe dÆrsele una amplia interpretación, de manera tal de excluir 
solamente aquellas situaciones que no involucren elementos internacionales, 
es decir, aquellos contratos en que todos los elementos relevantes se encuen-
fran vinculados a un ünico pals". 

CSJ/SPA, Sent. 09/10/1997* 

b.Los contratos se ubican en el campo del Derecho intemacional privado 
cuando las partes que se obligan tienen sus domicilios en Estados diferentes; 
se celebran en un Estado y los efectos deben cumplirse en otro o, cuando las 
partes son de un mismo Estado y celebran el contrato en otro pals, lo que 
conlleva a realizar un estudio para determinar el Derecho aplicable en caso 
que surgiera un conflicto. Sin embargo, en este caso se evidencia que ambas 
partes estÆn domiciliadas en Venezuela y, que tanto el lugar de celebración del 
contrato como el lugar de ejecución de las obligaciones se ubican en territorio 
de la Repæblica, razón por la cual no existe un factor forÆneo que imponga 
considerar el asunto a la luz del Derecho internacional privado. 

TSJ/SPA, Sent. N° 01892, 10/10/2000 

2. DIVORCIO 

a. DERECHO APLICABLE 
Conforme con el artIculo 23 de Ia LDIPV, el Derecho aplicable para resol-

ver el fondo de Ia controversia en materia de divorcio, es el del lugar en el cual, 
para el momento de Ia introducción de la demanda, el actor estaba domiciliado. 

TSJ/SPA, Sent. N° 01543, 18/07/2001 

Ver texto y comentarios en: HernÆndez-Breton, Eugenio, "Lo que dijo y no dijo Ia sentencia Pepsi 
Cola", en: RFCJPUCV, 1998, N° 109, pp.  143 ss. 
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En el mismo sentido TSJ/SPA, Sent. N° 01102, 14/08/2002 
TSJ/SPA, Sent. N° 00941, 20/04/2006 

b. DIFERENCIAS ENTRE EL DERECHO APLICABLE Y LA 
JURISDICCION 
El artIculo 23 de la LDIPV es claro al establecer como Derecho aplicable, 

el Derecho del Estado en el cual el cOnyuge demandante hubiere establecido 
su domicilio. No obstante, el aspecto relativo a lajurisdicción que ha de cono-
cer y decidir el caso, se encuentra regulado en otras normas de la Ley, quedan-
do claro que existen diferencias entre el Derecho aplicable y Ia jurisdicción 
que asigna la Ley a los tribunales. 

TSJ/SPA, Sent. N° 00680, 23/06/2004 
En el mismo sentido TSJ/SPA, Sent. No 00242, 23/03/2004 

3. DERECHO APLICABLE A LAS RELACIONES PATERNO FILIALES 
Dc acuerdo con ci artIculo 24 de la LDIPV, el Derecho aplicable en los 

casos en que se estØ debatiendo algün aspecto relacionado con los vinculos 
entre padres e hijos, es el Derecho del domiciiio del hijo; por tanto, a los fines 
de determinar ci domicilio de un nifio, debe atenderse al territorio del Estado 
donde tiene su residencia habitual, conforme lo dispone el artIculo 11 de la 
misma Ley. 

TSJ/SPA, Sent. No 5746, 28/09/2005 

4. FORMA DE LOS ACTOS. PODERES 

a. ARTICULO 37 DE LA LDIPV 
Los factores de conexión contenidos en el artIculo 37 de la LDIPV tienen 

carÆcter alternativo. Dc manera que no estando dispuestos de manerajerÆrqui-
Ca, si Ia forma del acto se conforma con uno de los ordenamientos jurIdicos 
indicados por ci artIculo citado, no es necesario verificar su conformidad con 
los demÆs. 

TSJ/SCC, Sent. N° 02656, 25/02/2004 

b. PODERES 
- Al no haber convenciones intemacionales vigentes entre los Estados 

involucrados, es aplicable ci artIcuio 37 de la LD1PV, norma que derogó al 
artIculo 157 dcl CPC. En este caso ci poder que acredita la representación es 
vÆlido, pues cumple cabalmente con los requisitos establecidos tanto en ci 
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Derecho del lugar de celebración o suscripción del acto y como en el del do-
miciiio de su otorgante. 

TSJ/SPA, Sent. N° 02828, 27/11/2001 

- Se impugna el poder por resultar insuficiente, debido al incumplimiento 
de los requisitos contenidos en el artIculo 157 del CPC. No obstante, por dis-
posiciones del Convenio para suprimir Ia Exigencia de Legalizacion de los 
Documentos Püblicos Extranjeros (La Haya, 05/10/1961), el cual tiene por 
objeto suprimir la exigencia de legalizacion diplomÆtica o consular de los 
documentos püblicos extranjeros, y que ha sido ratificado por la Repüblica, se 
trata de un documento pUblico otorgado por ante una autoridad competente de 
un Estado parte, debidamente apostillado por ci Procurador de ese pals, razón 
por la cual ci instrumento poder no debe agotar el procedimiento establecido 
en el artIculo 157. 

TSJ/SPA, Sent. N° 02979, 18/12/200 1 

5. DERECHO APLICABLE A LA HIPOTECA 
La hipoteca estÆ sometida a un Derecho distinto de aquel que regula el 

crØdito garantizado. De tal manera, resultan aplicables los articulos 218 del 
Codigo Bustamante y 27 de la LDIPV. 

TSJ/SCC, N° 03637, 13/08/2004 



V. DERECHO CIVIL INTERNACIONAL 
CON VENCIONES INTERAMERICANAS 

SUSCRITAS Y NO RATIFICADAS 
POR VENEZUELA 

A. ConvenciÆn Interamericana sobre Domicillo de las Personas 
FIsicas en el Derecho Internacional Privado, 1979 

B. Convención tnteramericana sobre Conflicto de Leyes en 
materia deAdopción de Menores, 1984 

C. ConvenciOn Interamericana sobre Personalidad y Capacidad 
de Personas JurIdicas en ei Derecho Internacional Privado, 
1984 

D. ConvenciOn Interamericana sobre Obligaciones Alimentarias, 
1989 

E. ConvenciOn tnteramericana sobre TrÆfico internacional de 
Menores, 1994 



A. CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE 
DOMICILIO’ DE LAS PERSONAS FISICAS 

EN EL DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 

CIDIP 11, Montevideo 1979 

Los gobiernos de los Estados Miembros de Ia Organizacion de los Esta-
dos Americanos, deseosos de concertar una Convención sobre domicilio de 
las personas fisicas en el Derecho Internacional Privado, han acordado lo si-
guiente: 

ART. 1. La presente Convención regula las nomias uniformes que rigen 
el domicilio de las personas fisicas en ci Derecho Internacional Privado. 

ART. 2. El domicilio de una persona fisica serÆ determinado, en su orden, 
por las siguientes circunstancias: 

1) El lugar de Ia residencia habitual; 
2) El lugar del centro principal de sus negocios; 
3) En ausencia de estas circunstancias, se reputarÆ como domicilio el lu-

gar de la simple residencia; 
4) En su defecto, si no hay simple residencia, ci lugar donde se encontrare. 
ART. 3. El domiciiio de las personas incapaces serÆ el de sus represen-

tantes legales, excepto en el caso de abandono de aqudilos por dichos repre-
sentantes, caso en el cual seguirÆ rigiendo ci domiciiio anterior. 

ART. 4. El domicilio de los cónyuges serÆ aquel en el cual Østos vivan de 
consuno, sin perjuicio del derecho de cada cónyuge de fijar su domicilio en Ia 
forma prevista en el articuio 2. 

ART. 5. El domicilio de los funcionarios dipiomÆticos serÆ ci ültimo que 
hayan tenido en ci territorio del Estado acreditante. El de las personas fisicas 
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que residan temporaimente en el extranjero por empleo o comisión de su Go-
bierno, serÆ el del Estado que los designo. 

ART. 6. Cuando una persona tenga domicilio en dos Estados Partes se Ia 
considerarÆ domiciliada en aquel donde tenga Ia simple residencia y si la tuviere 
en ambos se preferirÆ ci lugar donde se encontrare. 

ART. 7. La presente Convención estarÆ abierta a Ia firma de los Estados 
Miembros de la Organización de los Estados Americanos. 

ART. 8. La presente Convención estÆ sujeta a ratificación. Los instru-
rnentos de ratificaciOn se depositarÆn en la SecretarIa General de la Orgariiza-
ciOn de los Estados Americanos. 

ART. 9. La presente Convención quedara abierta a la adhesion de cual-
quier otro Estado. Los instrumentos de adhesion se depositarÆn en la Secreta-
rIa General de la Organización de los Estados Americanos. 

ART. 10. Cada Estado podrÆ formular reservas a Ia presente Convención 
al momento de firmaria, ratificarla o adherirse a ella, siempre que Ia reserva 
verse sobre una o mÆs disposiciones especIficas y que no sea incompatible 
con ci objeto y fin de la Convención. 

ART. 11. La presente Convención entrarÆ en vigor ci trigØsimo dIa a partir 
de la fecha en que haya sido depositado el segundo instrumento de ratificación. 

Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella despuØs 
de haber sido depositado ci segundo instrumento de ratificación, Ia Conven-
cion entrarÆ en vigor ci trigØsimo dIa a partir de Ia fecha en que tal Estado 
haya depositado su instrumento de ratificaciOn o adhesiOn. 

ART. 12. Los Estados Partes que tengan dos o mÆs unidades territoriales 
en las que rijan distintos sistemas jurIdicos relacionados con cuestiones trata-
das en la presente ConvenciOn, podrÆn deciarar, en ci momento de Ia firma, 
ratificación o adhesion, que la Convención se aplicarÆ a todas sus unidades 
territoriales o solamente a una o mÆs de ellas. 

Tales declaraciones podrÆn ser modificadas mediante declaraciones ulte-
riores, que especificaran expresamente Ia unidad o las unidades territoriales a 
las que se aplicarÆ la presente Convención. Dichas declaraciones ulteriores se 
transmitirÆn a la SecretarIa General de la Organizacion de los Estados Amen-
canos y surtirÆn efecto treinta dIas despuØs de recibidas. 

ART. 13. La presente Convcnción regirÆ indefinidamente pero cualquic-
ra de los Estados Partes podrÆ denunciaria. El instrumento de denuncia serÆ 
depositado en la Secretarla General de la Organizacion de los Estados Amen-
canos. Transcurrido un aflo, contado a partir de la fecha de depOsito del ins- 
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trumento de denuncia, Ia Convención cesarÆ en sus efectos para el Estado 
denunciante, quedando subsistente para los demÆs Estados Partes. 

ART. 14. El instrumento original de Ia presente Convención, cuyos tex-
tos en espaflol, frances, inglØs y portuguØs son igualmente autØnticos, serÆ 
depositado en Ia Secretarfa General de la Organizacion de los Estados Amen-
canos, la que enviarÆ copia autØntica de su texto para su registro y publicación 
a la Secretarla de las Naciones Unidas, de conformidad con el artIculo 102 de 
su Carta constitutiva. La Secretarla General de Ia Organización de los Estados 
Americanos notificara a los Estados Miembros de dicha Organización y a los 
Estados que se hayan adhenido a Ia Convención, las firmas, los depósitos de 
instrumentos de ratificación, adhesion y denuncia, asI como las reservas que 
hubiere. TambiØn les transmitirÆ las declaraciones previstas en el artIculo 12 
de Ia presente Convención. 

EN FE de lo cual, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente autori-
zados por sus respectivos gobiernos, firman la presente Convención. 

HECHA EN LA CIUDAD DE MONTEVIDEO, RepUblica Oriental del Uru-
guay, el dIa ocho de mayo de mil novecientos setenta y nueve. 

911 



B. CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE 
CONFLICTOS DE LEYES EN MATERIA 

DE ADOPCION DE MENORES 

CIDP III, La Paz 1984 

Los Gobiernos de los Estados Miembros de Ia OrganizaciOn de los Esta-
dos Americanos, deseosos de concertar una Convención sobre conflictos de 
ieyes en materia de adopción de menores, han acordado to siguiente: 

ART. 1. La presente Convención se aplicarÆ a la adopción de menores 
bajo las formas de adopción plena, legitimacion adoptiva y otras instituciones 
afines, que equiparen at adoptado a la condición de hijo cuya fihiación estØ 
legalmente establecida, cuando el adoptante (o adoptantes) tenga su domicilio 
en un Estado Parte y ci adoptado su residencia habitual en otro Estado Parte. 

ART. 2. Cualquier Estado Parte podrÆ declarar, al momento de firmar o 
ratificar esta Convención, o de adherirse a ella, que se extiende su aplicación 
a cualquier otra forma de adopción internacional de menores. 

ART. 3. La ley de la residencia habitual del menor regirÆ Ia capacidad, 
consentimiento y demÆs requisitos para ser adoptado, asI como cuÆles son los 
procedimientos y formalidades extrInsecas necesarios para la constitución del 
vInculo. 

ART. 4. La icy del domiciiio del adoptante (o adoptantes) regirÆ: 
a) La capacidad para ser adoptante; 
b) Los requisitos de edad y estado civil del adoptante; 
c) El consentimiento del cónyuge del adoptante, si fuere del caso, y 
d) Los demÆs requisitos para ser adoptante. 
En el supuesto de que los requisitos de la icy del adoptante (o adoptantes) 

sean manifiestamente menos estrictos a los seflalados por la icy de la residen-
cia habitual del adoptado, regirÆ la ley de Øste. 
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ART. 5. Las adopciones que se ajusten a la presente Convención surtirÆn 
sus efectos de pleno derecho, en los Estados Partes, sin que pueda invocarse la 
excepción de Ia institución desconocida. 

ART. 6. Los requisitos de publicidad y registro de la adopción quedan 
sometidos a la ley del Estado donde deben ser cumplidos. 

En el asiento registral, se expresarÆn Ia modalidad y caracterIsticas de Ia 
adopción. 

ART. 7. Se garantizarÆ el secreto de la adopción cuando correspondiere. 
No obstante, cuando ello fuere posible, se comunicarÆn a quien legalmente pro-
ceda los antecedentes clInicos del menor y de los progenitores si se los conociere, 
sin mencionar sus nombres ni otros datos que permitan su identificación. 

ART. 8. En las adopciones regidas por esta Convención las autoridades 
que otorgaren la adopciOn podrÆn exigir que el adoptante (o adoptantes) acre-
dite su aptitud fisica, moral, psicolOgica y económica, a travØs de institucio-
nes püblicas o privadas cuya finalidad especIfica se relacione con la protección 
del menor. Estas instituciones deberÆn estar expresamente autorizadas por a!-
gitn Estado u organismo internacional. 

Las instituciones que acrediten las aptitudes referidas se comprometerÆn 
a informar a Ia autoridad otorgante de Ia adopciOn acerca de las condiciones 
en que se ha desarrollado la adopción, durante el lapso de un aæo. Para este 
efecto Ia autoridad otorgante comunicarÆ a la institución acreditante, el otor -
gamiento de la adopciOn. 

ART. 9. En caso de adopción plena, legitimacion adoptiva y figuras afines: 
a) Las relaciones entre adoptante (o adoptantes) y adoptado, inclusive las 

alimentarias, y las del adoptado con la familia del adoptante (o adoptantes), se 
regirÆn por la misma ley que rige las relaciones del adoptante (o adoptantes) 
con su familia legItima; 

b) Los vInculos del adoptado con su familia de origen se considerarÆn 
disueltos. Sin embargo, subsistirÆn los impedimentos para contraer matrimonio. 

ART. 10. En caso de adopciones distintas a la adopción plena, legitima-
cion adoptiva y figuras afines, las relaciones entre adoptante (o adoptantes) y 
adoptado se rigen por la ley del domicilio del adoptante (o adoptantes). 

Las relaciones del adoptado con su familia de origen se rigen por la ley de 
su residencia habitual al momento de la adopción. 

ART. 11. Los derechos sucesorios que corresponden al adoptado o adop-
tante (o adoptantes) se regirÆn por las normas aplicables a las respectivas 
sucesiones. 
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En los casos de adopción plena, legitimacion adoptiva y figuras afines, el 
adoptado, el adoptante (o adoptantes) y la familia de Øste (o de Østos), tendrÆn 
los mismos derechos sucesorios que corresponden a la fihiación legItima. 

ART. 12. Las adopciones referidas en el artIculo 1 serÆn irrevocables. La 
revocación de las adopciones a que se refiere el artIculo 2 se regirÆ por Ia ley 
de Ia residencia habitual del adoptado al momento de la adopción. 

ART. 13. Cuando sea posible Ia conversion de la adopción simple en 
adopción plena o legitimacion adoptiva o instituciones afines, Ia conversion 
se regirÆ, a elección del actor, por la ley de la residencia habitual del adoptado, 
al momento de Ia adopción, o por la ley del Estado donde tenga su domicilio el 
adoptante (o adoptantes) al momento de pedirse la conversion. 

Si el adoptado tuviera mÆs de 14 aæos de edad serÆ necesario su 
consentimiento. 

ART. 14. La anulación de Ia adopción se regirÆ por Ia ley de su otorga-
miento. La anulaciOn solo serÆ decretadajudicialmente, velÆndose por los in-
tereses del menor de conformidad con el articulo 19 de esta ConvenciOn. 

ART. 15. SerÆn competentes en el otorgamiento de las adopciones a que 
se refiere esta Convención las autoridades del Estado de la residencia habitual 
del adoptado. 

ART. 16. SerÆn competentes para decidir sobre anulaciOn o revocación 
de la adopción los jueces del Estado de Ia residencia habitual del adoptado al 
momento del otorgamiento de la adopción. 

SerÆn competentes para decidir la conversion de la adopciOn simple en 
adopción plena o legitimaciOn adoptiva o figuras afines, cuando ello sea posi-
ble, alternativamente y a elección del actor, las autoridades del Estado de la 
residencia habitual del adoptado al momento de Ia adopción o las del Estado 
donde tenga domicilio el adoptante (o adoptantes), o las del Estado donde 
tenga domicilio el adoptado cuando tenga domicilio propio, al momento de 
pedirse la conversion. 

ART. 17. SerÆn competentes para decidir las cuestiones relativas a las 
relaciones entre adoptado y adoptante (o adoptantes) y la familia de Øste (o de 
Østos), los jueces del Estado del domicilio del adoptante (o adoptantes) mien-
tras el adoptado no constituya domicilio propio. 

A partir del momento en que el adoptado tenga domicilio propio serÆ 
competente, a elección del actor, eljuez del domicilio del adoptado odel adop-
tante (o adoptantes). 
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ART. 18. Las autoridades de cada Estado Parte podrÆn rehusarse a aplicar 
la ley declarada competente por esta Convención cuando dicha ley sea mani-
fiestamente contraria a su orden pUblico. 

ART. 19. Los tØrminos de la presente Convención y las leyes aplicables 
segiin ella se interpretarÆn armónicamente y en favor de la validez de la adop-
cion y en beneficio del adoptado. 

ART. 20. Cualquier Estado Parte podrÆ, en todo momento, declarar que 
esta Convención se aplica a las adopciones de menores con residencia habi-
tual en Øl por personas que tambiØn tengan residencia habitual en el mismo 
Estado Parte, cuando, de las circunstancias del caso concreto, a juicio de la 
autoridad interviniente, resulte que el adoptante (o adoptantes) se proponga 
constituir domicilio en otro Estado Parte despuØs de constituida la adopción. 

ART. 21. La presente Convención estarÆ abierta a la firma de los Estados 
Miembros de la Organizacion de los Estados Americanos. 

ART. 22. La presente Convención estÆ suj eta a ratificaciOn. Los instru-
mentos de ratificación se depositarÆn en la SecretarIa General de la Organiza-
ción de los Estados Americanos. 

ART. 23. La presente Convención quedara abierta a la adhesiOn de cual-
quier otro Estado. Los instrumentos de adhesion se depositarÆn en la Secreta-
rIa General de la Organización de los Estados Americanos. 

ART. 24. Cada Estado podrÆ formular reservas a la presente ConvenciOn 
al momento de firmarla, ratificarla o al adherirse a ella, siempre que la reserva 
verse sobre una o mÆs disposiciones especIficas. 

ART. 25. Las adopciones otorgadas conforme al derecho interno, cuando 
el adoptante (o adoptantes) y el adoptado tengan domicilio o residencia habi-
tual en el mismo Estado Pane, surtirÆn efectos de pleno derecho en los demÆs 
Estados Partes, sin perjuicio de que tales efectos se rijan por la ley del nuevo 
domicilio del adoptante (o adoptantes). 

ART. 26. La presente Convención entrarÆ en vigor el trigØsimo dIa a partir 
de la fecha en que haya sido depositado el segundo instrumento de ratificación. 

Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella despuØs 
de haber sido depositado el segundo instrumento de ratificación, la Conven-
ción entrarÆ en vigor el trigØsimo dIa a partir de la fecha en que tal Estado 
haya depositado su instrumento de ratificación o adhesion. 

ART. 27. Los Estados Partes que tengan dos o mÆs unidades territoniales 
en las que rijan distintos sistemas juridicos relacionados con cuestiones trata-
das en la presente Convención, podrÆn declarar, en el momento de la firma, 

916 



CONVENCION JNTERAMERICANA SOBRE CONFUCIUS DE LEYES EN MATERIA DE ADOPCION DE MENORES 

ratificación o adhesion, que Ia Convención se aplicarÆ a todas sus unidades 
territoriales o solamente a una 0 mÆs de ellas. 

Tales declaraciones podrÆn ser modificadas mediante declaraciones ulte-
riores, que especificarÆn expresamente Ia o las unidades territoriales a las que 
se aplicarÆ la presente Convención. Dichas declaraciones ulteriores se trans-
mitirÆn a Ia SecretarIa General de la Organización de los Estados Americanos 
y surtirÆn efecto treinta dIas despuØs de recibidas. 

ART. 28. La presente Convención regirÆ indefinidamente, pero cualquie-
ra de los Estados Partes podrÆ denunciarla. El instrumento de denuncia serÆ 
depositado en la Secretarla General de Ia Organizacion de los Estados Amen-
canos. Transcurrido un aflo, contado a partir de la fecha del depósito del ins-
trumento de denuncia, Ia Convención cesarÆ en sus efectos para el Estado 
denunciante, quedando subsistente para los demÆs Estados Partes. 

ART. 29. El instrumento original de la presente Convención, cuyos tex-
tos en espaflol, frances, inglØs y portuguØs son igualmente autØnticos, serÆ 
depositado en Ia Secretarla General de Ia Organizacion de los Estados Amen-
canos, Ia que enviarÆ copia autØntica de su texto a la Secretarla de las Nacio-
nes Unidas, para su registro y publicación, de conformidad con el articulo 102 
de su Carta constitutiva. La SecretarIa General de la Organizacion de los Esta-
dos Americanos notificarÆ a los Estados Miembros de dicha Organización y a 
los Estados que se hayan adherido a la Convención, las firmas, los depósitos 
de instrumentos de ratificación, adhesion y denuncia, asI como las reservas 
que hubiere. TambiØn les transmitirÆ las declaraciones previstas en los artIcu-
los 2, 20 y 27 de Ia presente Convención. 

EN FE de lo cual, los Plenipotenciarios infrascritos, debidamente autori-
zados por sus respectivos gobiernos, firman Ia presente Convención. 

HECHA EN LA CIUDAD DE LA PAZ, Bolivia, el dIa veintióuatro de mayo 
de mil novecientos ochenta y cuatro. 
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C. CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE 
PERSONALIDAD Y CAPACIDAD DE 

PERSONAS JURIDICAS EN EL DERECHO 
INTERNACIONAL PRIVADO 

CDIP III, La Paz 1984 

Los Gobiernos de los Estados Miembros de Ia Organizacion de los Esta-
dos Americanos, deseosos de concertar una Convención sobre Personalidad y 
Capacidad de Personas JurIdicas en el Derecho Internacional Privado, han 
acordado lo siguiente: 

ART. 1. La presente Convención se aplicarÆ a las personasjurIdicas cons-
tituidas en cualquiera de los Estados Partes, entendiØndose por persona jurIdi-
ca toda entidad que tenga existencia y responsabilidad propias, distintas a las 
de sus miembros o fundadores, y que sea calificada como persona jurIdica 
segün la ley del lugar de su constitución. 

Se aplicarÆ esta Convención sin perjuicio de convenciones especificas 
que tengan por objeto categorIas especiales de personas jurIdicas. 

ART. 2. La existencia, la capacidad pare ser titular de derechos y obliga-
ciones, el funcionamiento, Ia disolución y la fusion de las personas jurIdicas 
de carÆcter privado se rigen por la ley del lugar de su constitución. 

Por "Ia ley del lugar de su constitución" se entiende la del Estado Parte 
donde se cumplan los requisitos de forma y fondo requeridos para Ia creaciOn 
de dichas personas. 

ART. 3. Las personas j uridicas privadas, debidamente constituidas en un 
Estado Parte, serÆn reconocidas de pleno derecho en los demÆs Estados Par-
tes. El reconocimiento de pleno derecho no excluye la facultad del Estado 
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Parte para exigir la comprobación de que Ia persona jurIdica existe conforme 
a la ley del lugar de su constitución. 

En ningün caso, la capacidad reconocida a las personas jurIdicas priva-
das, constituidas en un Estado Parte, podrÆ exceder de Ia capacidad que la Icy 
del Estado Parte de reconocimiento otorgue a las personas jurIdicas constitui-
das en este ültimo. 

ART. 4. Para ci ejercicio de actos comprendidos en el objeto social de las 
personas jurIdicas privadas, regirÆ Ia ley del Estado Parte donde se realicen 
tales actos. 

ART. 5. Las personas jurIdicas privadas constituidas en un Estado Parte 
que pretendan establecer la sede efectiva de su adrninistración en otro Estado 
Parte, podrÆn ser obligadas a cumplir con los requisitos establecidos en la 
legislacion de este ültimo. 

ART. 6. Cuando la persona jurIdica privada actüe por medio de represen-
tante, en un Estado distinto del de su constitución, se entenderÆ que ese repre-
sentante, o quien lo sustituya, podrÆ responder de pleno derecho a los reclamos 
y demandas que contra dicha persona pudieran intentarse con motivo de los 
actos en cuestión. 

ART. 7. Cada Estado Parte y las demÆs personas jurIdicas de derecho 
puiblico organizadas de acuerdo con su Icy, gozarÆn de personalidad jurIdica 
privada de pleno derecho y podrÆn adquirir derechos y contraer obligaciones 
en ci territorio de los demÆs Estados Partes, con las restricciones establecidas 
por dicha icy y por las leyes de estos iiltimos, en especial en lo que respecta a 
los actosjurIdicos referentes a derechos reales y sin perjuicio de invocar, en su 
caso, Ia inmunidad dejurisdicción. 

ART. 8. Las personas jurIdicas internacionales creadas por un acuerdo 
internacional entre Estados Partes o por una resolución de una organización 
internacional, se regirÆn por las estipulaciones del acuerdo o resolución de su 
creaciOn y serÆn reconocidas de pleno derecho como sujetos de derecho priva-
do en todos los Estados Partes del mismo modo que las personas jurIdicas 
privadas y sin perjuicio de invocar, en su caso, la inmunidad de jurisdicción. 

ART. 9. La icy declarada aplicable por esta Convención podrÆ no ser 
aplicada en territorio del Estado Parte que Ia considere manifiestamente con-
traria a su orden piiblico. 

ART. 10. La presente Convención estarÆ abierta a la firma de los Estados 
Miembros de la Organizacion de los Estados Americanos. 

920 



CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE PERSONALIDAD Y CAPACIDAD DE PERSONAS JIJRIDICAS... 

ART. 11. La presente Convención estÆ sujeta a ratificación. Los instru-
mentos de ratificación se depositarÆn en Ia Secretarla General de la Organiza-
ción de los Estados Americanos. 

ART. 12. La presente Convención quedara abierta a Ia adhesion de cual-
quier otro Estado. Los instrumentos de adhesion se depositarÆn en la Secreta-
na General de la Organizacion de los Estados Amenicanos. 

ART. 13. Cada Estado podrÆ formular reservas a Ia presente Convención 
al momento de firmanla, ratificarla o al adherirse a ella, siempre que Ia reserva 
verse sobre una o mÆs disposiciones especIficas. 

ART. 14. La presente Convención entrarÆ en vigor el trigØsimo dia a par-
tir de Ia fecha en que haya sido depositado el segundo instrumento de ratificación. 

Para cada Estado que ratifique La Convención o se adhiera a ella despuØs 
de haber sido depositado el segundo instrumento de ratificaciOn, Ia Conven-
ción entrarÆ en vigor el tnigØsimo dIa a partir de la fecha en que tal Estado 
haya depositado su instrumento de ratificación o adhesion. 

ART. 15. Los Estados Partes que tengan dos o mÆs unidades territoniales 
en las que rijan distintos sistemasjurIdicos relacionados con cuestiones trata-
das en la presente Convención, podrÆn declarar, en el momento de Ia firma, 
ratificación o adhesion, que Ia Convención se aplicarÆ a todas sus unidades 
territoniales o solamente a una o mÆs de ellas. 

Tales declaraciones podrÆn ser modificadas mediante declaraciones ulte-
riores, que especificarÆn expresamente la o las unidades ternitoniales a las que 
se aplicarÆ Ia presente ConvenciOn. Dichas declaraciones ulteriones se trans-
mitirÆn a la Secretarla General de la Organización de los Estados Americanos 
y surtirÆn efecto treinta dIas despuØs de recibidas. 

ART. 16. La presente Convención regirÆ indefinidamente, pero cualquie-
ra de los Estados Partes podrÆ denunciarla. El instrumento de denuncia serÆ 
depositado en Ia Secretanla General de la OrganizaciOn de los Estados Amen-
canos. Transcurrido un aflo, contado a partir de Ia fecha de depósito del instru-
mento de denuncia, la Convención cesarÆ en sus efectos para el Estado 
denunciante, quedando subsistente para los demÆs Estados Partes. 

ART. 17. El instrumento original de Ia presente Convención, cuyos tex-
tos en espaæol, frances, ingles y portuguØs son igualmente autØnticos, serÆ 
depositado en Ia SecretarIa General de la Organizacion de los Estados Amen-
canos, Ia que enviarÆ copia autØntica de su texto a La Secretanla de las Nacio-
nes Unidas, pare su registro y publicación, de conformidad con el artIculo 102 
de su Carta constitutiva. La SecretarIa General de Ia Organizacion de los Esta-
dos Americanos notificarÆ a los Estados Miembros de dicha Organización y a 
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los Estados que se hayan adherido a la Convención, las firmas, los depósitos 
de instrumentos de ratificación, adhesiOn y denuncia, asI como las reservas 
que hubiere. TambiØn les transmitirÆ las declaraciones previstas en el artIculo 
15 de la presente ConvenciOn. 

EN FE de lo cual, los Plenipotenciarios infrascritos, debidamente autori-
zados por sus respectivos gobiernos, firman la presente Convención. 

HECHA EN LA CIUDAD DE LA PAZ, Bolivia, el dIa veinticuatro de mayo 
de mil novecientos ochenta y cuatro. 
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CIDIP IV, Montevideo 1989 

ART. 1. La presente Convención tiene como objeto la determinación del 
derecho aplicable a las obligaciones alimentarias, asI como a Ia competencia y 
a Ia cooperación procesal internacional, cuando el acreedor de alimentos tenga 
su domicilio o residencia habitual en un Estado Parte y ci deudor de alimentos 
tenga su domicilio o residencia habitual, bienes o ingresos en otro Estado Parte. 

La presente Convención se aplicarÆ a las obligaciones alimentarias res-
pecto de menores por su calidad de tales y a las que se deriven de las relacio-
nes matrimoniales entre cónyuges o quienes hayan sido tales. 

Los Estados podrÆn declarar al suscribir, ratificar o adherir a esta Con-
vención que la restringen a las obligaciones alimentarias respecto de menores. 

ART. 2. A los efectos de la presente Convención se considerarÆ menor a 
quien no haya cumplido Ia edad de dieciocho aflos. Sin perjuicio de lo ante-
rior, los beneficios de esta Convención se extenderÆn a quien habiendo cum-
plido dicha edad, continie siendo acreedor de prestaciones alimentarias de 
conformidad a Ia legislacion aplicable prevista en los artIculos 6 y 7. 

ART. 3. Los Estados al momento de suscribir, ratificar o adherir a la 
presente Convención, asi como con posterioridad a Ia vigencia de la misma, 
podrÆn declarar que esta Convención se aplicarÆ a las obligaciones alimentarias 
en favor de otros acreedores; asimismo, podrÆn deciarar ci grado de parentes-
CO U otros vInculos legales que determinen Ia calidad de acreedor y deudor de 
alimentos en sus respectivas legislaciones. 
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ART. 4. Toda persona tiene derecho a recibir alimentos, sin distinción de 
nacionalidad, raza, sexo, religion, fihiación, origen o situación migratoria, o 
cualquier otra forma de discriminación. 

ART. 5. Las decisiones adoptadas en aplicación de esta ConvenciOn no 
prejuzgan acerca de las relaciones de fihiación y de familia entre el acreedor y 
el deudor de alimentos. No obstante, podrÆn servir de elemento probatorio en 
cuanto sea pertinente. 

DERECHO APLICABLE 

ART. 6. Las obligaciones alimentarias, asI como las calidades de acree-
dor y de deudor de alimentos, se regularan por aquel de los siguientes Ordenes 
jurIdicos que, a juicio de la autoridad competente, resultare mÆs favorable al 
interØs del acreedor: 

a) El ordenamiento jurIdico del Estado del domicilio o de la residencia 
habitual del acreedor; 

b) El ordenamiento jurIdico del Estado del domicilio o de Ia residencia 
habitual del deudor. 

ART. 7. SerÆn regidas por el derecho aplicable de conformidad con el 
artIculo 6 las siguientes materias: 

a) El monto del crØdito alimentario y los plazos y condiciones para hacer-
lo efectivo; 

b) La determinación de quienes pueden ejercer Ia acción alimentaria en 
favor del acreedor, y 

c) Las demÆs condiciones requeridas para el ejercicio del derecho de au-
mentos. 

COMPETENCIA EN LA ESFERA INTERNACIONAL 

ART. 8. SerÆn competentes en la esfera internacional para conocer de las 
reclamaciones alimentarias, a opción del acreedor: 

a) El juez o autoridad del Estado del domicilio o de la residencia habitual 
del acreedor; 

b) El juez o autoridad del Estado del domicilio o de la residencia habitual 
del deudor, o 

c) El juez o autoridad del Estado con el cual el deudor tenga vInculos 
personales tales como: posesión de bienes, percepción de ingresos, u obten-
ciOn de beneficios económicos. 
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Sin perjuicio de lo dispuesto en este artIculo, se considerarÆn igualmente 
competentes las autoridades judiciales o administrativas de otros Estados a 
condiciOn de que el demandado en el juicio, hubiera comparecido sin objetar 
Ia competencia. 

ART. 9. SerÆn competentes para conocer las acciones de aumento de au-
mentos, cualesquiera de las autoridades seæaladas en el artIculo 8. SerÆn corn-
petentes para conocer de las acciones de cese y reducción de alimentos, las 
autoridades que hubieren conocido de Ia fijación de los mismos. 

ART. 10. Los alirnentos deben ser proporcionales tanto a Ia necesidad del 
alimentario, como a Ia capacidad económica del alimentante. 

Si el juez o autoridad responsable del aseguramiento o de Ia ejecución de 
Ia sentencia adopta medidas provisionales, o dispone la ejecución por un monto 
inferior al solicitado, quedarÆn a salvo los derechos del acreedor. 

COOPERACION PROCESAL INTERNACIONAL 

ART. 11. Las sentencias extranjeras sobre obligaciones alimentarias 
tendrÆn eficacia extraterritorial en los Estados Parte si reünen las siguientes 
condiciones: 

a) Que el juez o autoridad que dictó Ia sentencia haya tenido competencia 
en esfera internacional de conformidad con los artIculos 8 y 9 de esta Conven-
ción para conocer y juzgar el asunto; 

b) Que Ia sentencia y los docurnentos anexos que fueren necesarios segün 
la presente Convención, eStØn debidamente traducidos al idioma oficial del 
Estado donde deban surtir efecto; 

c) Que Ia sentencia y los documentos anexos se presenten debidamente 
legalizados de acuerdo con la ley del Estado en donde deban surtir efecto, 
cuando sea necesario; 

d) Que Ia sentencia y los documentos anexos vengan revestidos de las 
formalidades externas necesarias para que sean considerados autØnticos en el 
Estado de donde proceden; 

e) Que el demandado haya sido notificado o emplazado en debida forma 
legal de modo sustancialmente equivalente a la aceptada por Ia ley del Estado 
donde Ia sentencia deba surtir efecto; 

f)Que se haya asegurado la defensa de las partes, 
g) Que tengan el carÆcter de firme en el Estado en que fueron dictadas. En 

caso de que existiere apelación de las sentencia Østa no tendrÆ efecto suspensivo. 
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ART. 12. Los documentos de comprobación indispensables para solicitar 
el cumplimiento de las sentencias son los siguientes: 

a) Copia autØntica de la sentencia; 
b) Copia autØntica de las piezas necesarias para acreditar que se ha dado 

cumplimiento a los incisos e) y 0 del artIculo 11, y 
c) Copia autØntica del auto que declare que Ia sentencia tiene el carÆcter 

de firme o que ha sido apelada. 
ART. 13. El control de los requisitos anteriores corresponderÆ directa-

mente al juez que deba conocer de la ejecuciOn, quien actuarÆ en forma suma-
na, con audiencia de Ia parte obligada, mediante citación personal y con vista 
al Ministerio Püblico, sin entrar en la revision del fondo del asunto. En caso de 
que la resolución fuere apelable, el recurso no suspenderÆ las medidas provi-
sionales ni el cobro y ejecución que estuvieren en vigor. 

ART. 14. Ningiin tipo de caución serÆ exigible al acreedor de alimentos 
por la circunstancia de poseer nacionalidad extranjera, o tener su domicilio o 
residencia habitual en otro Estado. 

El beneficio de pobreza declarado en favor del acreedor en el Estado Par-
te donde hubiere ejercido su reclamación, serÆ reconocido en el Estado Parte 
donde se hiciere efectivo el reconocimiento o la ejecuciOn. Los Estados Parte 
se comprometen a prestar asistencia judicial gratuita a las personas que gocen 
del beneficio de pobreza. 

ART. 15. Las autoridades jurisdiccionales de los Estados Parte en esta 
Convención ordenarÆn y ejecutarÆn, a solicitud fundada de parte o a travØs del 
agente diplomÆtico o consular correspondiente, las medidas provisionales o 
de urgencia que tengan carÆcter territorial y cuya finalidad sea garantizar el 
resultado de una reclamación de alimentos pendiente o por instaurarse. 

Lo anterior s.e aplicarÆ cualquiera que sea Ia jurisdicción internacio-
nalmente competente, bastando para ello que el bien o los ingresos objeto de 
Ia medida se encuentren dentro del territorio donde se promueve la misma. 

ART. 16. El otorgamiento de medidas provisionales o cautelares no im-
plicarÆ el reconocimiento de la competencia en la esfera internacional del or-
gano juri-sdiccional requirente, ni el compromiso de reconocer Ia validez o de 
proceder a la ejecución de Ia sentencia que se dictare. 

ART. 17. Las resoluciones interlocutorias y las medidas provisionales 
dictadas en materia de alimentos, incluyendo aquellas dictadas por losjueces 
que conozcan de los procesos de nulidad, divorcio y separación de cuerpos, u 
otros de naturaleza similar a Østos, serÆn ejecutadas por Ia autoridad compe- 
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tente aun cuando dichas resoluciones o medidas provisionales estuvieran su-
jetas a recursos de apelación en eI Estado donde fueron dictadas. 

ART. 18. Los Estados podrÆn declarar al suscribir, ratificar o adherir a 
esta Convención, que serÆ su derecho procesal el que regularÆ la competencia 
de los tribunales y el procedimiento de reconocimiento de la sentencia extranjera. 

DISPOSICIONES GENERALES 

ART. 19. Los Estados Parte procurarÆn suministrar asistencia alimentaria 
provisional en Ia medida de sus posibilidades a los menores de otro Estado 
que se encuentren abandonados en su territorio. 

ART. 20. Los Estados Parte se comprometen a facilitar Ia transferencia 
de fondos que procediere por aplicación de esta Convención. 

ART. 21. Las disposiciones de esta Convención no podrÆn ser interpreta-
das de modo que restrinjan los derechos que el acreedor de alimentos tenga 
conforme a Ia ley del foro. 

ART. 22. PodrÆ rehusarse el cumplimiento de sentencias extranjeras o la 
aplicación del derecho extranjero previstos en esta Convención cuando el Estado 
Parte del cumplimiento o de la aplicaciOn, segün sea el caso, lo considerare 
manifiestamente contrario a los principios fundamentales de su orden pUblico. 

DISPOSICIONES FINALES 

ART. 23. La presente Convención estarÆ abierta a Ia firma de los Estados 
Miembros de Ia Organizacion de los Estados Americanos. 

ART. 24. La presente Convención estÆ sujeta a ratificación. Los instru-
mentos de ratificación se depositarÆn en la SecretarIa General de Ia Organiza-
ción de los Estados Americanos. 

ART. 25. La presente Convención quedara abierta a Ia adhesiOn de cual-
quier otro Estado. Los instrumentos de adhesion se depositarÆn en Ia Secreta-
rIa General de Ia OrganizaciOn de los Estados Americanos. 

ART. 26. Cada Estado podrÆ formular reservas a la presente Convención 
al momento de firmarla, ratificarla o al adherirse a ella, siempre que Ia reserva 
verse sobre una o mÆs disposiciones especIficas y no sea incompatible con el 
objeto y fines fundamentales de esta Convención. 

ART. 27. Los Estados Parte que tengan dos o mÆs unidades territoriales 
en las que rijan distintos sistemas jurIdicos relacionados con cuestiones trata-
das en Ia presente ConvenciOn, podrÆn declarar, en el momento de la firma, 
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ratificación o adhesion, que Ia Convención se aplicarÆ a todas sus unidades 
territoriales o solamente a una o mÆs de ellas. 

Tales declaraciones podrÆn ser modificadas mediante declaraciones ulte-
riores, que especificarÆn expresamente la o las unidades territoriales a las que 
se aplicarÆ la presente Convención. Dichas declaraciones ulteriores se trans-
mitirÆn a la Secretarla General de la Organizacion de !os Estados Americanos 
y surtirÆn efecto treinta djas despuØs de recibidas. 

ART. 28. Respecto a un Estado que tenga en materia de obligaciones 
alimentarias de menores, dos o rnas sistemas de derecho aplicable en unidades 
territoriales diferentes: 

a) Cualquier referencia al domicilio o a la residencia habitual en ese Esta-
do contempla la residencia habitual en una unidad territorial de ese Estado; 

b) Cualquier referencia a la ley del Estado del domicilio o de la residencia 
habitual contempla la !ey de Ia unidad territorial en Ia que el menor tiene su 
residencia habitual. 

ART. 29. Entre los Estados miembros de la OrganizaciOn de los Estados 
Americanos que fueren Partes de esta Convención y de las Convenciones de 
La Haya del 2 de octubre de 1973 sobre Reconocimiento y Eficacia de Sen-
tencias relacionadas con Obligaciones Alimentarias para Menores y sobre la 
Ley Aplicable a Obligaciones Alimentarias, regirÆ la presente Convención. 

Sin embargo, los Estados Parte podrÆn convenir entre ellos de forma bila-
teral Ia aplicaciOn prioritaria de las citadas Convenciones de La Haya del 2 de 
octubre de 1973. 

ART. 30. La presente ConvenciOn no restringirÆ las disposiciones de con-
venciones que sobre esta misma materia hubieran sido suscritas, o que se 
suscribieren en el futuro en forma bilateral o multilateral por los Estados Par-
tes, ni las prÆcticas mÆs favorables que dichos Estados pudieren observar en la 
materia. 

ART. 31. La presente Convención entrarÆ en vigor el trigØsimo dIa a partir 
de la fecha en que haya sido depositado el segundo instrumento de ratificaciOn. 

Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella despuØs 
de haber sido depositado el segundo instrumento de ratificaciOn, la Conven-
ciOn entrarÆ en vigor el trigØsimo dIa a partir de la fecha en que tal Estado 
haya depositado su instrumento de ratificación o adhesiOn. 

ART. 32. La presente Convención regirÆ indefinidamente, pero cualquie-
ra de los Estados Parte podrÆ denunciarla. El instrumento de denuncia serÆ 
depositado en la SecretarIa General de la Organizacion de los Estados Amen-
canos. Transcurrido un aæo, contado a partir de la fecha de depOsito del instru- 
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mento de denuncia, la Convención cesarÆ en sus efectos para el Estado denun-
ciante, quedando subsistente para los demÆs Estados Parte. 

ART. 33. El instrumento original de la presente Convención, cuyos tex-
tos en espaæol, frances, inglØs y portuguØs son igualmente autØnticos, seth 
depositado en la SecretarIa General de la Organizacion de los Estados Amen-
canos, la que enviarÆ copia autØntica de su texto a la Secretarla de las Nacio-
nes Unidas, para su registro y publicación, de conformidad con el artIculo 102 
de su Carta constitutiva. La SecretarIa General de la Organizacion de los Esta-
dos Americanos notificarÆ a los Estados miembros de dicha Organizacion y a 
los Estados que hayan adherido a la Convención, las firmas, los depOsitos de 
instrumentos de ratificación, adhesion y denuncia, asI como las reservas que 
hubiere. TambiØn transmitirÆ las declaraciones previstas en la presente Con-
vención. 

EN FE de Jo cual, los Plenipotenciarios infrascritos, debidamente autori-
zados por sus respectivos gobiernos, firman la presente Convención. 

HECHA EN LA CIUDAD DE MONTEVIDEO, Republica Oriental del Uru-
guay, el dIa quince de julio de mil novecientos ochenta y nueve. 

We 



E. CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE 
TRAFICO INTERNACIONAL DE MENORES 

CIDIP V, Ciudad de Mexico, D.F. 1994 

Los Estados Parte en Ia Presente Convención, 
CONSIDERANDO Ia importancia de asegurar una protección integral y 

efectiva del menor, por medio de Ia instrumentación de mecanismos adecua-
dos que permitan garantizar el respeto de sus derechos; 

CONSCIENTES de que el trÆfico internacional de menores constituye una 
preocupación universal; 

TENIENDO EN CUENTA el derecho convencional en materia de protec-
ción internacional del menor, y en especial lo previsto en los artIcu Los 11 y 35 
de Ia Convención sobre Derechos del Niflo, adoptada por Ia Asamblea Gene-
ral de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1 989; 

CON VENCIDOS de Ia necesidad de regular los aspectos civiles y penales 
del trÆfico internacional de menores; y 

REAFIRMANDO Ia importancia de la cooperación internacional para lo-
grar una eficaz protección del interØs superior del menor, 

Convienen lo siguiente: 

CAPITULO PRIMERO 
NORMAS GENERALES 

ART. 1. El objeto de Ia presente Convención, con miras a Ia protecciOn 
de los derechos fundamentales y el interØs superior del menor, es Ia preven-
ción y sanción del trÆfico internacional de menores, asI como la regulaciOn de 
los aspectos civiles y penales del mismo. 
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En tal sentido, los Estados Parte de esta Convención se obligan a: 
a) asegurar la protección del menor en consideración a su interØs superior; 
b) instaurar un sistema de cooperación jurIdica entre los Estados Parte 

que consagre Ia prevención y sanción del trÆfico internacional de menores, asI 
como adoptar las disposiciones legales y administrativas en la materia con ese 
propósito; y 

c) asegurar la pronta restitución del menor vIctima del trÆfico internacio-
nal al Estado de su residencia habitual, teniendo en cuenta el interØs superior 
del menor. 

ART. 2. Esta Convención se aplicarÆ a cualquier menor que se encuentre 
o resida habitualmente en un Estado Parte al tiempo de la comisión de un acto 
de trÆfico internacional contra dicho menor. 

Para los efectos de Ia presente Convención: 
a) "Menor" significa todo ser humano cuya edad sea inferior a dieciocho 

aæos. 
b) "TrÆfico internacional de menores" significa la substracción, el trasla-

do o la retenciOn, o Ia tentativa de substracción, traslado o retención, de un 
menor con propósitos o medios ilicitos. 

c) "Propósitos ilIcitos" incluyen, entre otros, prostitución, explotación 
sexual, servidumbre o cualquier otro propósito ilIcito, ya sea en el Estado de 
residencia habitual del menor o en el Estado Parte en el que el menor se halle 
localizado. 

d) "Medios ilicitos" incluyen, entre otros, secuestro, consentimiento frau-
dulento o forzado, la entrega o recepción de pagos o beneficios ilIcitos con el 
fin de lograr el consentimiento de los padres, las personas o la institución a 
cuyo cargo se halla el menor, o cualquier otro medio ilIcito ya sea en el Estado 
de residencia habitual del menor o en el Estado Parte en el que el menor se 
encuentre. 

ART. 3. Esta Convención abarcarÆ, asimismo, los aspectos civiles de la 
substracción, el traslado y la retención ilIcitos de los menores en el Æmbito 
internacional no previstos por otras convenciones internacionales sobre la 
materia. 

ART. 4. Los Estados Parte, en la medida de lo posible, cooperarÆn con los 
Estados no Parte en Ia prevención y sanción del trÆfico internacional de meno-
res y en la protección y cuidado de los menores victimas del hecho ilicito. 

En tal sentido, las autoridades competentes de los Estados Parte deberÆn 
notificar a las autoridades competentes de un Estado no Parte, en aquellos 
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casos en que se encuentre en su territorio a un menor que ha sido vIctima del 
trÆfico internacional de menores en un Estado Parte. 

ART. 5. A los efectos de la presente Convención, cada Estado Parte de-
signarÆ una Autoridad Central y comunicarÆ dicha designacion a la Secretarla 
General de la Organización de los Estados Americanos. 

Un Estado Federal, o tin Estado en el que estÆn en vigor diversos sistemas 
jurIdicos, 0 Ufl Estado con unidades territoriales autónomas, puede designar 
mÆs de una Autoridad Central y especificar Ia extension jurIdica o territorial 
de sus funciones. El Estado que haga uso de esta facultad designara la Autori-
dad Central a la que puede dirigirse toda comunicación. 

En caso de que un Estado Parte designara mÆs de una Autoridad Central 
harÆ la comunicación pertinente a la SecretarIa General de la Organización de 
los Estados Americanos. 

ART. 6. Los Estados Parte velarÆn por el interØs del menor, procurando 
que los procedimientos de aplicaciOn de la Convención permanezcan confi-
denciales en todo momento. 

CAPITULO II 
ASPECTOS PENALES 

ART. 7. Los Estados Parte se comprometen a adoptar medidas eficaces, 
conforme a SU derecho interno, para prevenir y sancionar severamente el trÆfi-
Co internacional de menores definido en esta Convención. 

ART. 8. Los Estados Parte se Comprometen a: 
a) Prestarse asistencia mutua en forma pronta y expedita por intermedio 

de sus Autoridades Centrales, dentro de los lImites de Ia ley intema de cada 
Estado Parte y conforme a los tratados internacionales aplicables, para las 
diligencias judiciales y administrativas, la obtención de pruebas y demÆs ac-
tos procesales que sean necesarios para el cumplimiento de los objetivos de 
esta Convención; 

b) Establecer por medio de sus Autoridades Centrales mecanismos de 
intercambio de información sobre legislaciOn nacional,jurisprudencia, prÆcti-
cas administrativas, estadIsticas y modalidades que haya asumido el trÆfico 
internacional de menores en sus respectivos Estados; y 

c) Disponer las medidas que sean necesarias para remover los obstÆculos 
que pUedan afectar en ellos la aplicación de esta Convención en sus respecti-
vos Estados. 
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ART. 9. TendrÆn competencia para conocer de los delitos relativos al 
trÆfico internacional de rnenores: 

a) El Estado Parte donde tuvo lugar Ia conducta ilIcita; 
b) El Estado Parte de residencia habitual del menor; 
c) El Estado Parte en el que se hallare ci presunto delincuente si Øste no 

fuere extraditado; y 
d) El Estado Parte en el que se hallare el menor victima de dicho trÆfico. 
TendrÆ preferencia a los efectos dci pÆrrafo anterior el Estado Parte que 

hubiere prevenido en ci conocimiento del hecho ilIcito. 
ART. 10. Si uno de los Estados Parte que supedita la extradición a Ia 

existencia de un tratado recibe una solicitud de extradición proveniente de un 
Estado Parte con el cual no ha celebrado tratado, o en caso de haberlo no Jo 
contempie entre los delitos extraditables, podrÆ considerar La presente Con-
venciOn como Ia base jurIdica necesaria para concederia en caso de trÆfico 
internacional de menores. 

Asimismo, los Estados Parte que no supeditan Ia extradición a la existen-
cia de un tratado reconocerÆn ci trÆfico internacional de menores como causal 
de extradición entre ellos. 

Cuando no exista tratado de extradición, Østa estarÆ sujeta a las demÆs 
condiciones exigibles por el derecho intemo del Estado requerido. 

ART. 11. Las acciones instauradas confonne a lo dispuesto en este capItulo 
no impiden que las autoridades competentes del Estado Parte donde ci menor 
se encontrare ordenen en cualquier momento su restitución inmediata ai Esta-
do de su residencia habitual, considerando ci interØs superior del menor. 

CAPITULO III 
ASPECTOS CIVILES 

ART. 12. La soiicitud de localización y restitución dcl menor derivada de 
esta Convención serÆ promovida por aqueiios titulares que estabiezca ci dere-
cho dci Estado de La residencia habitual dci menor. 

ART. 13. SerÆn competentes para conocer de la solicitud de localización 
y de restitución, a opción de los reclamantes, ias autoridades judiciaies o ad-
ministrativas del Estado Parte de residencia habitual dci menor, o las del Esta-
do Parte donde se encontrare o se presuma que se encuentra retenido. 

Cuando existan razones de urgcncia a juicio de los reclamantes, podrÆ 
presentarse ia soiicitud ante ias autoridades judiciales o administrativas del 
lugar donde se produjo ci hecho ilIcito. 
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ART. 14. La solicitud de localización y de restitución se tramitarÆ por 
intermedio de las Autoridades Centrales o directamente ante las autoridades 
competentes previstas en ci artIculo 13 de esta Convención. Las autoridades 
requeridas acordarÆn los procedimientos mÆs expeditos para hacerla efectiva. 

Recibida Ia solicitud respectiva, las autoridades requeridas dispondrÆn 
las medidas necesarias de conformidad con su derecho interno para iniciar, 
facilitar y coadyuvar con los procedimientosjudiciales y administrativos rela-
tivos a La localización y restitución del menor. AdemÆs, se adoptaran las medi-
das para proveer La inmediata restitución del menor y, de ser necesario, asegurar 
su cuidado, custodia o guarda provisional, conforme a las circunstancias, e 
impedir de modo preventivo que ci menor pueda ser trasladado indebidamen-
te a otro Estado. 

La solicitud fundada de localización y de restitución deberÆ ser promovi-
da dentro de los ciento veinte dias de conocida Ia substracción, el traslado o la 
retención ilIcitos del menor. Cuando la solicitud de localización y de restitu-
ción fuere promovida por un Estado Parte, Øste dispondrÆ para hacerlo de un 
plazo de ciento ochenta dIas. 

Cuando fuere necesario proceder con carÆcter previo a La locaiización del 
menor, el plazo anterior se contarÆ a partir del dIa en que ella fuere del cono-
cimiento de los titulares de la acción. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en los pÆrrafos anteriores, las autoridades del 
Estado Parte donde el menor fuere retenido podrÆn ordenar en cualquier mo-
mento Ia restitución del mismo conforme al interØs superior de dicho menor. 

ART. 15. En las solicitudes de cooperación comprendidas en esta Con-
vención transmitidas por via consular o diplomÆtica o por intermedio de las 
Autoridades Centrales, serÆ innecesario el requisito de IegalizaciOn u otras 
formalidades similares. En el caso de solicitudes de cooperación cursadas di-
rectamente entre tribunales de la zona fronteriza de los Estados Parte tampoco 
serÆ necesario el requisito de Ia legalización. Asimismo, estarÆn exentos de 
legalización en ci Estado Parte solicitante los documentos que sobre ci parti-
cular se devuelvan por las mismas vIas. 

Las solicitudes deberÆn estar traducidas, en su caso, al idioma o idiomas 
oficiales del Estado Parte al que se dirijan. Respecto a los anexos, bastarÆ Ia 
traducción de un sumario que contenga los datos esenciales de los mismos. 

ART. 16. Las autoridades competentes de un Estado Parte que constaten 
en ci territorio sometido a sujurisdicciOn Ia presencia de una vIctima de trÆfi-
co internacional de menores deberÆn adoptar las medidas inmediatas que sean 
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necesarias para su protección, incluso aquellas de carÆcter preventivo que 
impidan el traslado indebido del menor a otro Estado. 

Estas medidas serÆn comunicadas por medio de las Autoridades Centra-
les a las autoridades competentes del Estado de Ia anterior residencia habitual 
del menor. Las autoridades intervinientes adoptarÆn cuantas medidas sean 
necesarias para que los titulares de la acción de localización y restitución del 
menor estØn informados de las medidas adoptadas. 

ART. 17. De conformidad con los objetivos de esta Convención, las Auto-
ridades Centrales de los Estados Parte intercambiarÆn información y colabo-
rarÆn con sus autoridades competentes judiciales y administrativas en todo lo 
relativo al control de la salida y entrada de menores a su territorio. 

ART. 18. Las adopciones y otras instituciones afines constituidas en un 
Estado Parte serÆn susceptibles de anulación cuando su origen o fin fuere el 
trÆfico internacional de menores. 

En la respectiva acción de anulación, se tendrÆ en cuenta en todo momen-
to el interØs superior del menor. 

La anulación se someterÆ a Ia ley y a las autoridades competentes del 
Estado de constitución de la adopción o de la institución de que se trate. 

ART. 19. La guarda o custodia serÆn susceptibles de revocación cuando 
tuvieren su origen o fin en el trÆfico internacional de menores, en las mismas 
condiciones previstas en el artIculo anterior. 

ART. 20. La solicitud de Iocalización y de restitución del menor podrÆ 
promoverse sin perjuicio de las acciones de anulación y revocación previstas 
en los artIculos 18 y 19. 

ART. 21. En los procedimientos previstos en el presente capItulo, la auto-
ridad coJ1petente podrÆ ordenar que el particular o la organización responsa-
ble del trÆfico internacional de menores pague los gastos y las costas de la 
localización y restitución, en tanto dicho particular u organización haya sido 
parte de ese procedimiento. 

Los titulares de la acción o, en su caso, la autoridad competente podrÆn 
entablar acción civil para obtener el resarcimiento de las costas, incluidos los 
honorarios profesionales y los gastos de localización y restituciOn del menor, 
a menos que Østos hubiesen sido fijados en un procedimiento penal o un pro-
cedimiento de restitución conforme a lo previsto en esta Convención. 

La autoridad competente o cualquier persona lesionada podrÆ entablar 
acción civil por dafios y perjuicios contra los particulares o las organizaciones 
responsables del trÆfico internacional del menor. 
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ART. 22. Los Estados Parte adoptarÆn las medidas que sean necesarias 
para lograr la gratuidad de los procedimientos de restitución del menor con-
forme a su derecho interno e informarÆn a las personas legItimamente intere-
sadas en la restituciOn del menor de las defensorlas de oficio, beneficios de 
pobreza e instancias de asistenciajurIdica gratuita a que pudieran tener dere-
cho, conforme a las leyes y los reglamentos de los Estados Parte respectivos. 

CAPITULO IV 
CLAUSULAS FINALES 

ART. 23. Los Estados Parte podrÆn declarar, al momento de la firma, 
ratificaciOn o adhesion a esta Convención o con posterioridad, que se recono-
cerÆn y ejecutarÆn las sentencias penales dictadas en otro Estado Parte en lo 
relativo a la indemnizaciOn de los dafios y perjuicios derivados del trÆfico 
internacional de menores. 

ART. 24. Respecto a un Estado que tenga en cuestiones tratadas en la 
presente Convención dos o mÆs sistemas jurIdicos aplicables en unidades te-
rritoriales diferentes, toda mención 

a) A la ley del Estado se entenderÆ referida a Ia ley en Ia correspondiente 
unidad territorial; 

b) A la residencia habitual en dicho Estado se entenderÆ referida a Ia resi-
dencia habitual en una unidad territorial de dicho Estado; 

c) A las autoridades competentes de dicho Estado se entenderÆ referida a 
las autoridades autorizadas para actuar en Ia correspondiente unidad territorial. 

ART. 25. Los Estados que tengan dos o mÆs unidades territoriales en las 
que se apliquen sistemas jurIdicos diferentes en cuestiones tratadas en la pre-
sente Convención podrÆn declarar, en el momento de la firma, ratificación o 
adhesion, que la Convención se aplicarÆ a todas sus unidades territoriales o 
solamente a una o mÆs de ellas. 

Tales declaraciones podrÆn ser modificadas mediante declaraciones ulte-
riores, que especificarÆn expresamente la o las unidades territoriales a las que 
se aplicarÆ Ia presente ConvenciOn. Dichas declaraciones ulteriores se trans-
mitirÆn a la SecretarIa General de la OrganizaciOn de los Estados Americanos 
y surtirÆn efecto noventa dIas despuØs de recibidas. 

ART. 26. Los Estados Parte podrÆn declarar, al momento de la firma, 
ratificación o adhesion a la presente Convención o con posterioridad, que no 
se podrÆ oponer enjuicio civil en ese Estado Parte excepción o defensa alguna 
que tienda a demostrar Ia inexistencia del delito o irresponsabilidad de una 
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persona, cuando exista sentencia condenatoria ejecutoriada por este delito, 
pronunciada en otro Estado Parte. 

ART. 27. Las autoridades competentes de las zonas fronterizas de los 
Estados Parte podrÆn acordar, directamente y en cualquier momento, procedi-
mientos de localización y restitución mÆs expeditos que los previstos en la 
presente Convención y sin perjuicio de Østa. 

Nada de to dispuesto en esta Convención se interpretarÆ en el sentido de 
restringir las prÆcticas mÆs favorables que entre si pudieran observar las auto-
ridades competentes de los Estados Parte para los propósitos tratados en ella. 

ART. 28. Esta Convención estÆ abierta a la firma de los Estados miem-
bros de la Organizacion de los Estados Americanos. 

ART. 29. Esta ConvenciOn estÆ suj eta a ratificación. Los instrumentos de 
ratificación se depositarÆn en Ia SecretarIa General de Ia Organizacion de los 
Estados Americanos. 

ART. 30. Esta Convención quedara abierta a la adhesion de cualquier 
otro Estado despuØs que haya entrado en vigor. Los instrumentos de adhesion 
se depositarÆn en la Secretaria General de la Organización de los Estados 
Americanos. 

ART. 31. Cada Estado podrÆ formular reservas a la presente Convención 
al momento de firmarla, ratificarla o at adherirse a ella, siempre que la reserva 
verse sobre una o mÆs disposiciones especIficas y que no sea incompatible 
con el objeto y fines de esta Convención. 

ART. 32. Nada de to estipulado en Ia presente ConvenciOn se interpretarÆ 
en sentido restrictivo de otros tratados bilaterales o multilaterales u otros acuer-
dos suscritos entre las Partes. 

ART. 33. Esta Convención entrarÆ en vigor para los Estados ratificantes 
el trigºsimo dIa a partir de Ia fecha en que haya sido depositado el segundo 
instrumento de ratificación. 

Para cada Estado que ratifique esta Convención o se adhiera a ella des-
pues de haber sido depositado el segundo instrumento de ratificación, la Con-
venciOn entrarÆ en vigor el trigØsimo dIa a partir de la fecha en que tat Estado 
haya depositado su instrumento de ratificación o adhesion. 

ART. 34. Esta ConvenciOn regirª indefinidamente, pero cualquiera de los 
Estados Parte podrÆ denunciarla. El instrumento de denuncia serÆ depositado 
en la Secretarla General de Ia Organizacion de los EstadosAmericanos. Trans-
currido un aæo contado a partir de Ia fecha de deposito del instrumento de 
denuncia, la Convención cesarÆ en sus efectos para el Estado denunciante. 
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ART. 35. El instrumento original de esta Convención, cuyos textos en 
espaæo!, frances, ingles y portuguØs son igualmente autØnticos, serÆ deposita-
do en la SecretarIa General de Ia Organizacion de los Estados Americanos, Ia 
que enviarÆ copia autØntica de su texto para su registro y publicación a Ia 
Secretarla de las Naciones Unidas, de conformidad con el artIculo 102 de su 
Carta constitutiva. La Secretarla General de la OrganizaciOn de los Estados 
Americanos notificarÆ a los Estados miembros de dicha Organización y a los 
Estados que hayan adherido a la Convención, las firmas, los depósitos de ins-
trumentos de ratificación, adhesion y denuncia, asI como las reservas que hu-
biera y el retiro de las iiltirnas. 

EN FE de lo cual los plenipotenciarios infrascritos, debidamente autoriza-
dos por sus respectivos Gobiernos, firman esta ConvenciOn. 

HECHO EN LA CIUDAD DE MEXICO, D.F., Mexico, el dIa dieciocho de 
marzo de mil novecientos noventa y cuatro. 



DERECHO COMERCIAL 
NTERNACIONAL 

I. DERECHO COMERCIAL 
INTERNACIONAL 

SISTEMA VENEZOLANO 
CODIFICACION REGIONAL 

A. Protocolo sabre la Personalidad JurIdica de las CompaæIas Extranjeras, 
1936-193 7 

B. ConvenciOn Interamericana sabre Conflicto de Leyes en materia de 
Letras de Cambia, PagarØs y Facturas, 1975-1985 

C. ConvenciOn Interamericana sobre Arbitraje Comercial Internacional, 
1975-1985 

D. Convención Interamericana sabre Conflicto de Leyes en materia de 
Cheques, 1979-1985 

E. Convención Interamericana sabre Conflicto de Leyes en materia de 
Sociedades Mercanti!es, 1979-1985 



A. PROTOCOLO SOBRE LA PERSONALIDAD 
JURIDICA DE LAS COMPAi1AS EXTRANJERAS 

Washington, 1936 
Aprobación Legislativa, 17/06/1937 
RatificaciOn Ejecutiva, 31/07/1937 

DepÆsito del lnstrumento de Ratificación, 23/09/1937 

DECLARACION SOBRE LA PERSONALIDAD JURDICA 
DE LAS COMPAIiAS EXTRANJERAS 

La sØptima Conferencia Intemacional Americana aprobó Ia siguiente Re-
solución Nümero XLVIII: 

"La sØptima Conferencia Internacional Americana resuelve: 
"1. Que el Consejo Directivo de la Union Panamericana designe una Co-

misiOn de Expertos formada por cinco miembros para que redacte un antepro-
yecto de unificación de legislaciones sobre simplificación y uniformidad de 
poderes y personerIa jurIdica de compaæIas extranj eras, si tal unificaciOn es 
posible; y en caso contrario, para que aconseje el procedimiento mÆs adecua-
do para reducir al minimo posible los sistemas a que responden las distintas 
legislaciones sobre estas materias, asi como tambiØn las reservas de que se 
hace uso en las convenciones al respecto. 

"2. El informe serÆ expedido en eI aæo 1934 y remitido al Consejo Direc-
tivo para que Øste lo someta a Ia consideración de todos los Gobiernos de Ia 
Union Panamericana a los efectos preindicados". 

En cumplimiento de Ia preinserta Resolución, el Consejo Directivo nom-
bró en su sesión del 7 de noviembre de 1934 la Comisión de Expertos corn-
puesta por los seæores Ministros de Venezuela, Panama y Haiti, y los seæores 
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don David E. Grant y doctor E. Gil Borges, la cual sometió al Consejo Direc-
tivo en su sesión del 5 de diciembre de 1934 un informe sobre Ia personalidad 
jurIdica de las compafiIas extranj eras en los paIses de America. Como conclu-
sión de su informe, la Comisión hizo la siguiente recomendación: 

"Las sociedades constituidas segCin las leyes de uno de los Estados Con-
tratantes con sede en su territorio, que no tengan asiento, sucursal o represen-
taciOn social en otro de los Estados Contratantes, pondrÆn, sin embargo, 
practicar en el territorio de Østos, actos de comercio que no sean contrarios a 
sus leyes y comparecer enjuicio como demandantes o como demandadas, con 
sujeción a las leyes del pals". 

Los suscritos, debidamente autorizados por sus respectivos gobiernos, 
declaran que los principios formulados por la Comisión en la conclusion del 
informe arriba inserto, estÆ, en armonia con la doctrina establecida en la legis-
lación de sus respectivos paIses. 

El presente Protocolo, en espanol, portuguØs, inglØs y frances, con la fe-
cha de hoy, serÆ depositado en la Union Panamericana y quedara abierto a la 
firma de los paises que deseen hacer anÆloga declaración. 

Los representantes de los Estados que deseen adherir con algunas modifi-
caciones a los principios enunciados en esta declaración, podrÆn insertar antes 
de su firma la formula que ellos deseen suscribir. 

En fe de lo cual, los infrascritos representantes firman y sellan este Proto-
cob, en nombre de sus respectivos gobiernos en las fechas indicadas junto a 
sus firmas. 

Por Chile: 
Al firmar el presente Protocolo el representante de Chile formula de Ia 

siguiente manera el principio de la preinserta declaraciOn sobre la personali-
dad juridica de las compaæias extranjeras: 

Las sociedades mercantiles constituidas segin las leyes de uno de los 
Estados signatarios con sede en su territorio, que no tengan asiento, sucursal o 
representación social en otro de los Estados signatarios, podrÆn, sin embargo, 
comparecer en juicio en el territorio de Østos como demandantes o como de-
mandadas, con sujeción a las leyes del pals, y ejecutar actos civiles y de co-
rnercio que no sean contrarios a sus leyes, salvo que para la realizaciOn 
continuada de dichos actos, de suerte que ebbs importen un ejercicio del obje-
to social, requiera Ia sociedad mercantil autorización especial de autoridad 
competente segün las leyes del pals donde tales actos hubieren de realizarse. 
(f.) M. Trucco, 25 dejunio de 1935. (sello). Por Ecuador: (f.) C. E. Ajara,julio 
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22 de 1936. (Sello) Por Nicaragua: (f.) Henry De Bayle, julio 22 de 1936 
(sello). Por Perii (f.) M, de Freire y S., julio 22, 1936 (sello). Por Venezuela: 
(f.) Jacinto Fombona Pachano, Junio 30, 1936. (sello). 

Certifico que el documento preinserto es copia fiel del original, con las 
firmas hasta esta fecha, de la Declaración sobre Ia Personalidad JurIdica de las 
CompanIas Extranjeras, depositada en la Union Panamericana y abierta a la 
firma de los Estados miembros de la Union Panamericana. Washington, D.C., 
22 dejulio de 1936. (f.) L.S. Rowe, Director General de la UniOn Panamericana. 
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B. CON VENCION INTERAMERICANA SOBRE 
CONFLICTOS DE LEYES EN MATERIA DE LETRAS 

DE CAMBIO, PAGARES V FACTURAS 

CDIP I, Panama 1975 
LeyAprobatoria: G.O. No 33.150, 23/01/1 985 

Depósito de Instrumento de Ratificación: 16/05/1985 

EL CONGRESO DE LA REPUBLICA DE VENEZUELA 
DECRETA: 

La siguiente: 

1EV APROBATORIA DE LA CON VENCION INTERAMERICANA 
SOBRE CONFLICTOS DE LEYES EN MATERIA DE LETRAS 

DE CAMBIOI  PAGARES V FACTURAS 

ARTICULO UNICO. Se aprueba en todas sus partes y para que surta efec-. 
tos internacionales en cuanto a Venezuela se refiere, Ia Convención Interame-
ricana sobre Conflictos de Leyes en Materia de Letras de Cambio, PagarØs y 
Facturas aprobada en Ia Conferencia Especializada Interamericana sobre De-
recho Internacional Privado (CIDIP-I), cuyo texto es del tenor siguiente: 

Los Gobiernos de los Estados Miembros de la Organizacion de los Es-
tados Americanos, deseosos de concertar una Convención sobre conflictos 
de leyes en materia de letras de cambio, pagarØs y facturas, han acordado to 
siguiente: 

ART. 1. La capacidad para obligarse mediante una letra de cambio se rige 
por la ley del lugar donde Ia obligación ha sido contralda. 
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Sin embargo, si la obligación hubiere sido contralda por quien fuere inca-
paz segiin dicha ley, tal incapacidad no prevalecerÆ en el territorio de cual-
quier otro Estado Parte en esta Convención cuya ley considerare vÆlida la 
obligacion. 

ART. 2. La forma del giro, endoso, aval, intervención, aceptación o pro-
testo de una letra de cambio, se somete a la ley del lugar en que cada uno de 
dichos actos se realice. 

ART. 3. Todas las obligaciones resultantes de una letra de cambio se ri-
gen por Ia ley del lugar donde hubieren sido contraldas. 

ART. 4. Si una o mÆs obligaciones contraIdas en una letra de cambio 
fueren invÆlidas segün la ley aplicable conforme a los artIculos anteriores, 
dicha invalidez no afectarÆ aquellas otras obligaciones vÆlidamente contraI-
das de acuerdo con Ia ley del lugar donde hayan sido suscritas. 

ART. 5. Para los efectos de esta Convención, cuando una letra de cambio 
no indicare el lugar en que se hubiere contraIdo una obligacion cambiaria, Østa 
se regirÆ por Ia ley del lugar donde la letra deba ser pagada, y si Øste no constare, 
por Ia del lugar de SU emisiOn. 

ART. 6. Los procedimientos y plazos para Ia aceptación, el pago y el 
protesto, se someten a la ley del lugar en que dichos actoS se realicen o deban 
realizarse. 

ART. 7. La ley del Estado donde la letra de cambio deba ser pagada deter-
mina las medidas que han de tomarse en caso de robo, hurto, falsedad, extra-
yb, destrucción o inutilización material del documento. 

ART. S. Los tribunales del Estado Parte donde la obligacion deba cum-
plirse o los del Estado Parte donde el demandado se encuentre domiciliado, a 
opción del actor, serÆn competentes para conocer de las controversias que se 
susciten con motivo de Ia negociación de una letra de cambio. 

ART. 9. Las disposiciones de los artIculos anteriores son aplicables a los 
pagarØs. 

ART. 10. Las disposiciones de los artIculos anteriores se aplicarÆn tam-
biØn a las facturas entre Estados Partes en cuyas legislaciones tengan el carÆc-
ter de documentos negociables. 

Cada Estado Parte informarÆ a Ia Secretarla General de la Organización 
de los Estados Americanos si, de acuerdo con su legislacion, la factura consti-
tuye documento negociable. 

ART. 11. La ley declarada aplicable por esta Convención podrÆ no ser 
aplicada en el territorio del Estado Parte que la considere manifiestamente 
contraria a su orden piiblico. 
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ART. 12. La presente ConvenciOn estarÆ abierta a la firma de los Estados 
Miembros de la Organización de los Estados Americanos. 

ART. 13. La presente Convención estÆ sujeta a ratificación. Los instru-
mentos de ratificación se depositarÆn en la SecretarIa General de Ia Organiza-
ción de los Estados Americanos. 

ART. 14. La presente Convención quedara abierta a la adhesion de cual-
quier otro Estado. Los instrumentos de adhesiOn se depositarÆn en Ia Secreta-
na General de Ia OrganizaciOn de los Estados Amenicanos. 

ART. 15. La presente Convención entrarÆ en vigor el trigØsimo dIa a par-
tir de la fecha en que haya sido depositado el segundo instrumento de ratificación. 

Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella despuØs 
de haber sido depositado el segundo instrumento de ratificación, Ia Conven-
cion entrarÆ en vigor ci trigØsimo dIa a partir de Ia fecha en que tal Estado 
haya depositado su instrumento de ratificación o adhesion. 

ART. 16. Los Estados Partes que tengan dos o mÆs unidades territoriales 
en las que rijan distintos sistemas jurIdicos relacionados con cuestiones trata-
das en Ia presente Convención, podrÆn declarar, en el momento de la firma, 
ratificación o adhesiOn, que la Convención se apiicarÆ a todas sus unidades 
territoriales o solamente a una o mÆs de ellas. 

Tales declaraciones podrÆn ser modificadas mediante declaraciones ulte-
riores, que especificarÆn expresamente la o las unidades territoriales a las que 
se aplicarÆ la presente Convención. Dichas declaraciones ulteriores se trans-
mitirÆn a la Secretarla General de Ia Organizacion de los Estados Americanos 
y surtirÆn efecto treinta dIas despuØs de recibidas. 

ART. 17. La presente ConvenciOn regirÆ indefinidamente, pero cualquie-
ra de los Estados Partes podrÆ denunciarla. El instrumento de denuncia serÆ 
depositado en la SecretarIa General de la Organizacion de los Estados Amen-
canos. Transcurrido un aæo, contado a partir de la fecha de depósito del instru-
mento de denuncia, Ia ConvenciOn cesarÆ en sus efectos para el Estado 
denunciante, quedando subsistente para los demÆs Estados Partes. 

ART. 18. El instrumento original de la presente Convención, cuyos tex-
tos en espafiol, frances, ingles y portuguØs son iguaimente autØnticos serÆ de-
positado en Ia Secretarla General de Ia OrganizaciOn de los Estados Americanos. 
Dicha Secretarla notificarÆ a los Estados Miembros de Ia Organización de los 
Estados Americanos y a los Estados que se hayan adherido a Ia Convención, 
las firmas, los depOsitos de instrumentos de ratificación, adhesion y denuncia, 
asI como las reservas que hubiere. TambiØn les transmitirÆ la información a 
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que se refiere el pÆrrafo segundo del artIculo 10 y las declaraciones previstas 
en el artIculo 16 de Ia presente Convención. 

EN FE de lo cual, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente autori-
zados por sus respectivos Gobiernos, firman Ia presente ConvenciOn. 

HECHA EN LA CIUDAD DE PANAMA, Repüblica de Panama, el dIa trein-
ta de enero de mil novecientos setenta y cinco. 

Dada, firmada y sellada en el Palacio Legislativo en Caracas, a los trece 
dIas del mes de noviembre de mil novecientos ochenta y cuatro. Aæo 174° de 
Ia Independencia y 125° de Ia Federación 

El Presidente, 	Reinaldo Leandro Mora 
El Vicepresidente, Leonardo Ferrer 
Los Secretarios, 	JosØ Rafael Garcia y Hector Carpio Castillo 
Palacio de Miraflores, en Caracas, a los diecisØis dIas del mes de enero de 

mil novecientos ochenta y cinco. Aflos 175° de Ia Independencia y 126° de la 
Federación. 

CUmplase 	 Jaime Lusinchi 
Refrendado 
El Ministerio de relaciones Exteriores, Isidro Morales PaUl 
Refrendado 
El Ministro de Justicia, 	 JosØ Manzo Gonzalez 
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C. CON VENCION INTERAMERICANA SOBRE 
ARBITRAJE COMERCIAL INTERNACIONAL 

CIDIP I, Panama 1975 
LeyAprobatoria: G.O. N° 33.170, 22/02/1985 

Depósito del Instrumento de Ratificación: 16/05/1985 

EL CONGRESO DE LA REPUBLICA DE VENEZUELA 
Decreta: 

La siguiente: 

LEY APROBATORIA DE LA CON VENCION INTERAMERICANA SOBRE 
ARBITRAJE COMERCIAL INTERNACIONAL 

ARTICULO UNICO. Se aprueba en todas sus partes y para que surta efec-
tos internacionales en cuanto a Venezuela se refiere, la Convención Interame-
ricana sobre Arbitraje Comercial Internacional, suscrita en Panama, el 30 de 
enero de 1975, en Ia Conferencia Especializada Interamericana sobre Dere-
cho Internacional Privado (CIDIP-I), y cuyo texto es del tenor siguiente: 

Los Gobiernos de los Estados Miembros de Ia Organización de los Esta-
dos Americanos, deseosos de concertar una Convención sobre Arbitraje Co-
mercial Internacional, han acordado to siguiente: 

ART. I. Es vÆlido el acuerdo de las partes en virtud del cual se obligan a 
someter a decision arbitral las diferencias que pudiesen surgir o que hayan 
surgido entre ellas con relaciOn a un negocio de carÆcter mercantil. El acuerdo 
respectivo constarÆ en el escrito firmado por las partes o en el canje de cartas, 
telegramas 0 comunicaciones por telex. 
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ART. 2. El nombramiento de los Ærbitros se harÆ en Ia forma convenida 
por las partes. Su designacion podrÆ delegarse a un tercero sea Øste persona 
natural o jurIdica. 

Los Ærbitros podrÆn ser nacionales o extranjeros. 
ART. 3. A falta de acuerdo expreso entre las partes el arbitraje se llevarÆ 

a cabo conforme a las reglas de procedimiento de Ia Comisión Interamericana 
de Arbitraje Comercial. 

ART. 4. Las sentencias o laudos arbitrales no impugnables segæn la ley o 
reglas procesales aplicables, tendrÆn fuerza de sentenciajudicial ejecutoriada. 
Su ejecución o reconocimiento podrÆ exigirse en Ia misma forma que la de las 
sentencias dictadas por tribunales ordinarios nacionales o extranjeros, segün 
las leyes procesales del pals donde se ejecuten, y lo que establezcan al respec-
to los tratados internacionales. 

ART. 5. (1) Solo se podrÆ denegar el reconocimiento y la ejecución de Ia 
sentencia, a solicitud de Ia parte contra la cual es invocada, si Østa prueba ante 
Ia autoridad competente del Estado en que se pide el reconocimiento y la 
ejecución: 

a) Que las partes en el acuerdo estaban sujetas a alguna incapacidad en 
virtud de Ia ley que les es aplicable o que dicho acuerdo no es vÆlido en virtud 
de la ley a que las partes lo han sometido, 0 si nada se hubiere indicado a este 
respecto, en virtud de la ley del Estado en que se haya dictado Ia sentencia; o 

b) Que la parte contra Ia cual se invoca la sentencia arbitral no haya sido 
debidamente notificada de la designaciOn del Ærbitro o del procedimiento de 
arbitraje o no haya podido, por cualquier otra razón, hacer valer sus medios de 
defensa; o 

c) Que Ia sentencia se refiera a una diferencia no prevista en el acuerdo de 
las partes de sometimiento at procedimiento arbitral; no obstante, silas dispo-
siciones de la sentencia que se refieren a las cuestiones sometidas al arbitraje 
pueden separarse de las que no hayan sido sometidas al arbitraje, se podrÆ dar 
reconocimiento y ejecución a las primeras; o 

d) Que Ia constitución del tribunal arbitral o el procedimiento arbitral no 
se hayan ajustado at acuerdo celebrado entre las partes o, en defecto de tat 
acuerdo, que la constitución del tribunal arbitral o el procedimiento arbitral no 
se hayan ajustado a la ley del Estado donde se haya efectuado el arbitraje; o 

e) Que la sentencia no sea aün obligatoria para las partes o haya sido 
anulada 0 suspendida por una autoridad competente del Estado en que, o con-
forme a cuya ley, haya sido dictada esa sentencia. 
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(2) TambiØn se podrÆ denegar el reconocimiento y la ejecución de una 
sentencia arbitral si Ia autoridad competente del Estado en que se pide el reco-
nocimiento y la ejecución comprueba: 

a) Que, segün Ia icy de este Estado, el objeto de la diferencia no es Sus-
ceptible de soiución por via de arbitraje; o 

b) Que ci reconocirniento o ia ejecución de la sentencia sean contrarios al 
orden püblico del mismo Estado. 

ART. 6. Si se ha pedido a Ia autoridad competente prevista en ci artIcuio 
5, pÆrrafo 1 e), Ia anuiación o Ia suspensiOn de la sentencia, la autoridad ante la 
cual se invoca dicha sentencia podrÆ, si lo considera procedente, apiazar la 
decision sobre la ejecución de Ia sentencia y, a solicitud de la parte que pida Ia 
ejecución, podrÆ tambiØn ordenar ala otra parte que otorgue garantIas apropiadas. 

ART. 7. La presente Convención estarÆ abierta a Ia firma de los Estados 
Miembros de Ia Organización de los Estados Americanos. 

ART. 8. La presente Convención estÆ sujeta a ratificación. Los instru-
mentos de ratificación se depositarÆn en la SecretarIa General de la Organiza-
ción de los Estados Americanos. 

ART. 9. La presente Convención quedara abierta a Ia adhesiOn de cual-
quier otro Estado. Los instrumentos de adhesion se depositarÆn en la Secreta-
na General de Ia Organización de los Estados Americanos. 

ART. 10. La presente Convención entrarÆ en vigor ci trigØsimo dIa a par-
tir de la fecha en que haya sido depositado ci segundo instrumento de ratificación. 

Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella despuØs 
de haber sido depositado ci segundo instrumento de ratificación, la Conven-
ción entrarÆ en vigor ci trigØsimo dIa a partir de Ia fecha en que tal Estado 
haya depositado su instrumento de ratificación o adhesion. 

ART. 11. Los Estados Partes que tengan dos o mÆs unidades territoriales 
en las que rijan distintos sistemas juridicos relacionados con cuestiones trata-
das en ia presente Convención, podrÆn declarar, en ci momento de Ia firma, 
ratificaciOn o adhesion, que la Convención se aplicarÆ a todas sus unidades 
ternitoriales o solamente a una o mÆs de ellas. 

Tales declaraciones podrÆn ser modificadas mediante declaraciones ulte-
riores, que especificarÆn expresamente Ia o las unidades territoriales a las que 
se aplicarÆ ia presente Convención. Dichas declaraciones ulteriores se trans-
mitirÆn a la Secretaria General de la Organización de los Estados Americanos 
y surtirÆn efecto treinta dias despuØs de recibidas. 

ART. 12. La presente ConvenciOn regirÆ indefinidamente, pero cualquie-
ra de los Estados Partes podrÆ denunciaria. El instrumento de denuncia serÆ 
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depositado en la SecretarIa General de la Organizacion de los Estados Amen -
canos. Transcurrido un aflo, contado a partir de Ia fecha de depósito del instru-
mento de denuncia, la Convención cesarÆ en sus efectos para el Estado 
denunciante, quedando subsistente para los demÆs Estados Partes. 

ART. 13. El instrumento original de Ia presente Convención, cuyos tex-
tos en espanol, frances, inglØs y portuguØs son igualmente autØnticos, serÆ 
depositado en la SecretarIa General de la Organizacion de los Estados Amen-
canos. Dicha Secretarla notificarÆ a los Estados Miembros de la Organización 
de los Estados Americanos y a los Estados que se hayan adherido a la Conven-
ción, las firmas, los depósitos de instrumentos de ratificación, adhesion y de-
nuncia, asI como las reservas que hubiere. TambiØn les transmitirÆ las declara-
ciones previstas en el artIculo 11 de Ia presente Convención. 

EN FE de lo cual, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente autori-
zados por sus respectivos Gobiernos, firman la presente Convención. 

HECHA EN LA CIUDAD DE PANAMA, Repüblica de Panama, el dIa trein-
ta de enero de mil novecientos setenta y cinco. 

Dada, firmada y sellada en el Palacio Federal Legislativo en Caracas, a 
los trece dias del mes de noviembre de mil novecientos ochenta y cuatro. Aflo 
174° de la Independencia y 125° de la Federación. 

El Presidente, 	Reinaldo Leandro Mora 
El Vicepresidente, 	Leonardo Ferrer 
Los Secretarios, 	JosØ Rafael Garcia y Hector Carpio Castillo 
Palacio de Miraflores, en Caracas, a los veintiün dIas del mes de febrero 

de mil novecientos ochenta y cinco. Aflos 175° de la Independencia y 126° de 
la Federación. 

Cümplase 	 Jaime Lusinchi 
Refrendado 
El Ministerio de relaciones Exteriores, Isidro Morales Paul 
Refrendado 
El Ministro de Justicia, 	 JosØ Manzo Gonzalez 
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D. CON VENCION INTERAMERICANA SOBRE 
CONFLICTO DE LEYES EN MATERIA DE CHEQUES 

CIDIP II, Montevideo 1979 
LeyAprobatoria: G.O. N° 33.143, 14/01/1985 

DepOsito del Instrumento de RatificaciOn: 16/05/1985 

EL CONGRESO DE LA REPUBLICA DE VENEZUELA 

Decreta: 
La siguiente: 

LEY APROBATORIA DE LA CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE 
CONFLICTO DE LEYES EN MATERIA DE CHEQUES 

ARTICULO UNICO. Se aprueba en todas sus partes y para que surta efec-
tos internacionales en cuanto a Venezuela se refiere, Ia Convención Intera-
mericana sobre Conflictos de Leyes en Materia de Cheques, suscrita en Mon-
tevideo, Uruguay, el 8 de mayo de 1979 en Ia Segunda Conferencia Especiali-
zada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado (CIDIP-Il), cuyo 
texto es del tenor siguiente: 

Los gobiernos de los Estados Miembros de Ia Organización de los Esta-
dos Americanos, 

CONSIDERANDO que es necesario adoptar en el sistema interamericano 
normas que permitan Ia solución de los conflictos de leyes en materia de che-
ques, han acordado lo siguiente: 

ART. 1. La capacidad para obligarse por medio de un cheque se rige por 
la ley del lugar donde la obligacion ha sido contralda. 
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Sin embargo, si La obligación hubiere sido contraIda por quien fuere inca-
paz segün dicha ley, tat incapacidad no prevalecerÆ en ci territorio de cual-
quier otro Estado Parte en esta Convención cuya icy considere vÆlida La 
ohiigacion. 

ART. 2. La lorma del giro, endoso, aval, protesto y demÆs actosjurIdicos 
que puedan materializarse en ci cheque, se somete a la ley del lugar en que 
cada uno de dichos actos se realizare. 

ART. 3. Todas las obJigaciones resultantes de un cheque se rigen por la 
ley dcl lugar donde hubieren sido contraldas. 

ART. 4. Si una o mÆs obligaciones contraIdas en un cheque fueren invÆ-
lidas segün Ia ley aplicable conforme a los artIculos anteriores, dicha invali-
dez no afectarÆ aquellas otras obligaciones vÆlidamente contraIdas de acuerdo 
con La icy del lugar donde hayan sido suscritas. 

ART. 5. Para los efectos de esta Convención, cuando un cheque no indicare 
el lugar en que se hubiere contraldo Ia obtigación respectiva o realizado ci 
acto jurIdico materializado en ci documento, se entenderÆ que dicha obliga-
ción o acto tuvo su origen en ci lugar donde ci cheque deba ser pagado, y si 
Øste no constare, en ci lugar de su emisión. 

ART. 6. Los procedimientos y plazos para ci protesto de un cheque u otro 
acto equivalente para conservar los derechos contra los endosantes, ci girador 
u otros obligados, se someten a Ia icy del lugar en que ci protesto o ese otro 
acto equivalente se realicen o deban realizarse. 

ART. 7. La icy del lugar en que ci cheque debe pagarse determina: 
a) Su naturaleza; 
b) Las modalidades y sus efectos; 
c) El tØrmino de prescntación; 
d) Las personas contra las cuales pueda ser librado; 
e) Si puede girarse para "abono en cuenta", cruzado, ser certificado o 

confirmado, y los efectos de estas operaciones; 
f) Los derechos del tenedor sobre ia provision de fondos y naturaleza de 

dichos derechos; 
g) Si ci tenedor puede exigir 0 si estÆ obligado a recibir un pago parcial; 
h) Los derechos del girador para revocar ci cheque u oponerse al pago; 
i) La necesidad del protesto u otro acto equivalente para conservar los 

derechos contra los endosantes, ci girador u otros obligados; 
j) Las medidas que han de tomarse en caso de robo, hurto, falsedad, extra-

yb, destrucción o inutiiizaciOn material del documento, y 
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k) En genera!, todas !as situaciones referentes al pago de! cheque. 
ART. 8. Los cheques que sean presentados a una cÆmara de compen-

saciOn intrarregional se regirÆn, en lo que fuere aplicable, por La presente 
Convención. 

ART. 9. La Ley declarada ap!icable por esta Convención podrÆ no ser 
ap!icada en ci territorio de! Estado Parte que Ia considerare manifiestamente 
contraria a su orden püb!ico. 

ART. 10. La presente ConvenciOn estarÆ abierta a Ia firma de !os Estados 
Miembros de la OrganizaciOn de !os Estados Americanos. 

ART. 11. La presente Convención estÆ sujeta a ratificaciOn. Los instru-
mentos de ratificación se depositarÆn en La Secretarla General de La Organiza-
ción de Los Estados Americanos. 

ART. 12. La presente Convención quedara abierta a la adhesion de cual-
quier otro Estado. Los instrumentos de adhesiOn se depositarÆn en Ia Secreta-
na Genera! de La OrganizaciOn de !os Estados Americanos. 

ART. 13. Cada Estado podrÆ formular reservas a la presente Convención 
al momento de firmaria, ratificar!a o al adherirse a ella, siempre que Ia reserva 
verse sobre una o mÆs disposiciones especIficas y que no sea incompatible 
con el objeto y fin de La ConvenciOn. 

ART. 14. La presente Convención entrarÆ en vigor el trigØsimo dIa a par-
tir de Ia fecha en que haya sido depositado el segundo instrumento de ratifica-
ciOn. Para cada Estado que ratifique !a Convención o se adhiera a ella despuØs 
de haber sido depositado el segundo instrumento de ratificación, !a Conven-
cion entrarÆ en vigor el trigØsimo dIa a partir de !a fecha en que ta! Estado 
haya depositado su instrumento de ratificación o adhesiOn. 

A medida que !os Estados Partes en La Convención Interamericana sobre 
Conflictos de Leyes en Materia de Cheques suscrita e! 30 de enero de 1975 en 
Ia ciudad de Panama, Repübiica de Panama, ratifiquen Ia presente Conven-
dOn o se adhieran a ella, cesarÆn para dichos Estados Partes los efectos de !a 
mencionada Convención de Panama. 

ART. 15. Los Estados Partes que tengan dos o mÆs unidades territoriales 
en las que rijan distintos sistemasjurIdicos relacionados con cuestiones trata-
das en La presente Convención, podrÆn declarar en el momento de !a firma, 
ratificación o adhesion, que !a Convención se aplicarÆ a todas sus unidades 
territoriales o solamente a una o mÆs de ellas. Tales declaraciones podrÆn ser 
modificadas mediante declaraciones ulteriores, que especificarÆn expresamente 
Ia o las unidades territoriales a que se aplicarª Ia presente ConvenciOn. Dichas 
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declaraciones ulteriores se transmitirÆn a Ia Secretarja General de la Organi-
zaciOn de los Estados Americanos y surtirÆn efecto treinta dias despuØs de 
recibidas. 

ART. 16. La presente Convención regirÆ indefinidamente, pero cualquie-
ra de los Estados Partes podrÆ denunciarla. El instrumento de denuncia serÆ 
depositado en la Secretarla General de la Organizacion de los Estados Amen -
canos. Transcurrido un aæo, contado a partir de la fecha de depósito del instru-
mento de denuncia, Ia Convención cesarÆ en sus efectos para el Estado 
denunciante, quedando subsistente para los demÆs Estados Partes. 

ART. 17. El instrumento original de la presente Convención, cuyos tex-
tos en espaflol, frances, ingles y portuguØs son igualmente autØnticos, serÆ 
depositado en la Secretarla General de la Organizacion de los Estados Amen-
canos, Ia que enviarÆ copia autØntica de su texto para su registro y publicaciOn 
a la Secretarla de las Naciones Unidas, de conformidad con el artIculo 102 de 
su Carta constitutiva. La SecretarIa General de la Organizacion de los Estados 
Amenicanos notificarÆ a los Estados Miembros de dicha Organizacion y a los 
Estados que se hayan adherido a la Convención, las firmas, los depósitos de 
instrumentos de ratificación, adhesion y denuncia, asI como las reservas que 
hubiere. TambiØn les transmitirÆ las declaraciones previstas en el artIculo 15 
de Ia presente Convención. 

EN FE de lo cual, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente autori-
zados por sus respectivos gobiernos, firman la presente Convención. 

HECHA EN LA CIUDAD DE MONTEVIDEO, Repüblica Oriental del Uru-
guay, el dIa ocho de mayo de mil novecientos setenta y nueve. 

Dada, firmada y sellada en el Palacio Federal Legislativo en Caracas, a 
los catorce dIas del mes de noviembre de mil novecientos ochenta y cuatro. 
Aflo 174° de la Independencia y 125° de Ia Federación. 

El Presidente, 	Reinaldo Leandro Mora 
El Vicepresidente, Leonardo Ferrer 
Los Secretarios, 	JosØ Rafael Garcia y Hector Carpio Castillo 
Palacio de Miraflores, en Caracas, a los once dIas del mes de enero de mu 

novecientos ochenta y cinco. Aæos 1750  de la Independencia y 126° de la 
Federación. 

Cümplase 	 Jaime Lusinchi 
Refrendado 
El Ministerio de relaciones Exteriores, Isidro Morales Paul 
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E. CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE 
CONFLICTO DE LEYES EN MATERIA 

DE SOCIEDADES MERCANTILES 

CIDIP II, Montevideo 1979 
LeyAprobatoria: G.O. N° 33.170, 22/02/1985 

DepOsito del Instrumento de Ratificación: 16/05/1985 

EL CONGRESO DE LA REPUBLICA DE VENEZUELA 

Decreta 

La siguiente: 

LEY APROBATORIA DE LA CON VENC!ÔN INTERAMERICANA SOBRE 
CONFLICTO DE LEYES EN MATERIA DE SOCIEDADES MERCANTILES 

ARTICULO UNICO. Se aprueba en todas sus partes y para que surta efec-
tos internacionales en cuanto a Venezuela se refiere, la Convención Interame-
ricana sobre Conflictos de Leyes en Materia de Sociedades Mercantiles, suscrita 
en Montevideo, Uruguay, el 8 de mayo de 1979 en la Segunda Conferencia 
Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado (CIDIP-
II), y cuyo texto es del siguiente tenor: 

Los gobiernos de los Estados Miembros de la Organizacion de los Esta-
dos Americanos, deseosos de concertar una convención sobre conflictos de 
leyes en materia de sociedades mercantiles, han acordado lo siguiente: 

ART. 1. La presente Convención se aplicarÆ a las sociedades mercantiles 
constituidas en cualquiera de los Estados Partes. 
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ART. 2. La existencia, capacidad, funcionamiento y disolución de las 
sociedades mercantiles se rigen por la ley del lugar de su constitución. 

Por "ley del lugar de su constituciOn" se entiende la del Estado donde se 
cumplan los requisitos de forma y fondo requeridos para la creación de dichas 
sociedades. 

ART. 3. Las sociedades mercantiles debidamente constituidas en un Es-
tado serÆn reconocidas de pleno derecho en los demÆs Estados. 

El reconocimiento de pleno derecho no excluye Ia facultad del Estado 
para exigir comprobación de la existencia de la sociedad conforme a la ley del 
lugar de su constitución. 

En ningün caso, la capacidad reconocida a las sociedades constituidas en 
un Estado podrÆ ser mayor que Ia capacidad que Ia ley del Estado de recono-
cimiento otorgue a las sociedades constituidas en este ültimo. 

ART. 4. Para el ejercicio directo o indirecto de los actos comprendidos en 
el objeto social de las sociedades mercantiles, Østas quedaran sujetas a Ia ley 
del Estado donde los realizaren. 

La misma ley se aplicarÆ al control que una sociedad mercantil, que ejer-
za el comercio en un Estado, obtenga sobre una sociedad constituida en otro 
Estado. 

ART. 5. Las sociedades constituidas en un Estado que pretendan estable-
cer Ia sede efectiva de su administración central en otro Estado, podrÆn ser 
obligadas a cumplir con los requisitos establecidos en Ia legislacion de este 
ültimo. 

ART. 6. Las sociedades mercantiles constituidas en un Estado, para el 
ejercicio directo o indirecto de los actos comprendidos en su objeto social, 
quedaran sujetas a los organosjurisdiccionales del Estado donde los realizaren. 

ART. 7. La ley declarada aplicable por esta Convención podrÆ no ser 
aplicada en el territorio del Estado que Ia considere manifiestamente contraria 
a su orden püblico. 

ART. S. La presente Convención estarÆ abierta a la firma de los Estados 
Miembros de la Organizacion de los Estados Americanos. 

ART. 9. La presente ConvenciOn estÆ suj eta a ratificación. Los instru-
mentos de ratificación se depositarÆn en la SecretarIa General de la Organiza-
ción de los Estados Americanos. 

ART. 10. La presente Convención quedarÆ abierta a la adhesiOn de cual-
quier otro Estado. Los instrumentos de adhesion se depositarÆn en la Secreta-
rIa General de Ia Organizacion de los Estados Americanos. 
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CONVENCION INTERAMERCANA SOBRE CONFLICTO DE LEYES EN MATERIA DE SOCIEDADES MERCANTILES 

ART. 11. Cada Estado podrÆ formular reservas a la presente Convención 
al momento de firmarla, ratificarla o al adherirse a ella, siempre que Ia reserva 
verse sobre una o mÆs disposiciones especIficas y que no sea incompatible 
con el objeto y fin de La Convención. 

ART. 12. La presente ConvenciOn entrarÆ en vigor el trigØsimo dIa a par-
tir de Ia fecha en que haya sido depositado el segundo instrumento de ratifica-
ción. Para cada Estado que ratifique Ia ConvenciOn o se adhiera a ella despuØs 
de haber sido depositado el segundo instrumento de ratificación, Ia Conven-
ción entrarÆ en vigor el trigØsimo dIa a partir de Ia fecha en que tal Estado 
haya depositado su instrumento de ratificación o adhesion. 

ART. 13. Los Estados Partes que tengan dos o mÆs unidades territoriales 
en las que rijan distintos sistemasjurIdicos relacionados con cuestiones trata-
das en Ia presente Convención, podrÆn declarar, en el momento de Ia firma, 
ratificación o adhesion, que Ia Convención se aplicarÆ a todas sus unidades 
territoriales o solamente a una o mÆs de ellas. 

Tales declaraciones podrÆn ser modificadas mediante declaraciones ulte-
riores, que especificarÆn expresamente la o las unidades territoriales a que se 
aplicarÆ la presente Convención. Dichas declaraciones ulteriores se transmiti-
ran a Ia Secretarla General de Ia Organizacion de los Estados Americanos y 
surtirÆn efecto treinta dias despuØs de recibidas. 

ART. 14. La presente Convención regirÆ indefinidamente, pero cualquie-
ra de los Estados Partes podrÆ denunciarla. El instrumento de denuncia serÆ 
depositado en Ia SecretarIa General de la Organizacion de los Estados Amen-
canos. Transcurrido un aæo, contado a partir de Ia fecha de depósito del instru-
mento de denuncia, la ConvenciOn cesarÆ en sus efectos para el Estado 
denunciante, quedando subsistente para los demÆs Estados Partes. 

ART. 15. El instrumento original de la presente Convención, cuyos tex-
tos en espaæol, frances, ingles y portuguØs son igualmente autØnticos, serÆ 
depositado en Ia Secretaria General de Ia Organización de los Estados Amen-
canos, la que enviarÆ copia autØntica de su texto a La SecretarIa de las Nacio-
nes Unidas, para su registro y publicación, de conformidad con el artIculo 102 
de su Carta constitutiva. La Secretaria General de la OrganizaciOn de los Esta-
dos Americanos notificarÆ a los Estados Miembros de dicha Organizacion y a 
los Estados que se hayan adherido a Ia Convención, Las firmas, los depOsitos 
de instrumentos de ratificación, adhesion y denuncia, asi como las reservas 
que hubiere. TambiØn les transmitirÆ las declaraciones previstas en el artIculo 
13 de la presente Convención. 
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EN FE de lo cual, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente autori-
zados por sus respectivos gobiernos, firman la presente Convención. 

FIECHA EN LA CIUDAD DE MONTEVIDEO, Repüblica Oriental del Uru-
guay, el dIa ocho de mayo de mil novecientos setenta y nueve. 

Dada, firmada y sellada en el Palacio Federal Legislativo en Caracas, a 
los veintiocho dIas del mes de noviembre de mil novecientos ochenta y cua-
tro. Aflo 174° de Ia Independencia y 125° de Ia Federación. 

El Presidente, 	Reinaldo Leandro Mora 
El Vicepresidente, Leonardo Ferrer 
Los Secretarios, 	JosØ Rafael Garcia y Hector Carpio Castillo 
Palacio de Miraflores, en Caracas, a los once dIas del mes de enero de mil 

novecientos ochenta y cinco. Aflos 175° de Ia Independencia y 126° de la 
Federación. 

CUmplase 	 Jaime Lusinchi 
Refrendado 
El Ministerio de relaciones Exteriores, Isidro Morales Paul 
Refrendado 
El Ministro de Justicia, 	 JosØ Manzo Gonzalez 
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II. DERECHO COMERCIAL 
INTERNACIONAL 

SISTEMA VENEZOLANO 
CODIFICACION INTERNA 

A. COdigo de Comercio, 1955 

B. Leyde Propiedad Industrial, 1956 

C. Ley para Promover y Proteger el Ejercicio de Ia Libre Competencia, 
1992 

D. Decreto con Iuerza de Ley de Mensajes de Datos y Firmas Electrónicas, 
2001 

E. Decreto con fuerza de Ley de Empresas de Seguros y Reaseguros, 2001 

F. Decreto con Iuerza de Ley de Comercio Maritimo, 2001 

G. Decreto con fuerza de Ley General de Bancos y otras Instituciones 
Financieras, 2001 

H. Decreto con fuerza de Ley de Registro P(iblico y del Notariado, 2001 

I. Decreto con fuerza de Ley OrgÆnica de los Espacios AcuÆticos e 
Insulares, 2001 

J. Decreto con fuerza de Ley deTrÆnsito yTransportelerrestre, 2001 

K. Ley General de Puertos, 2002 

L. Ley de Protección al Consumidor y al Usuario, 2004 



A. CODIGO DE COMERCIO* 

Promulgación: 26/07/1955 
G.O. Ext. N° 475, 21/12/1955 

LIBRO PRIMERO 
DEL COMERCIO EN GENERAL 

TITULO III 
DE LAS OBLIGACIONES V DE LOS CONTRATOS MERCANTILES 

EN GENERAL 

ART. 115. Cuando las partes residan en distintas plazas, se entenderÆ 
celebrado el contrato para todos los efectos legales, en Ia plaza de la residen- 
cia del que hubiere hecho la promesa primitiva o la propuesta modificada y en 
el momento en que la aceptación hubiere ilegado a conocimiento del mismo. 

ART. 116. Todos los actos concernientes a Ia ejecución de los contratos 
mercantiles celebrados en pals extranjero y cumplidos en Venezuela, serÆn re- 
gidos por la Icy venezolana, a menos que las partes hubieren acordado otra cosa. 

T’TULO VII 
DE LAS COMPAF4IAS DE COMERCIO V DE LAS CUENTAS 

EN PARTICIPACION 

SECCION XI 
DE LAS SOCIEDADES EXTRANJERAS 

ART. 354. Las sociedades constituidas en pals extranjero, que tengan en 
la Repüblica el objeto principal de su explotación, comercio o industria, se 
reputarÆn sociedades nacionales. 

* Algunas de estas normas estÆn derogadas �tal circunstancia estarÆ indicada con Ia expresion "(DERO-
GADA)" al inicio de cada norma� y se incluyen por su indudable valor para el estudio del sistema 
venezolano de Derecho Internacional Privado. 
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Las sociedades que constituidas tambiØn en pals extranjero solo tuvieren 
en la Rep(iblica sucursales o explotaciones que no constituyan su objeto princi-
pal, conservan su nacionalidad, pero se les considerarÆ domiciliadas en 
Venezuela. 

IJnas y otras sociedades, Si SOfl en nombre colectivo o en comandita sim-
ple, deben cumplir con los mismos requisitos establecidos para las sociedades 
nacionales; y sin son sociedades por acciones, registrarÆn en el Registro de 
Comercio del lugar donde estÆ la agencia o explotación, y publicarÆn en un 
periódico de la localidad, el contrato social y demÆs documentos necesarios a 
la constitución de la compaflla, conforme a las leyes de su nacionalidad, y una 
copia debidamente legalizada de los artIculos referentes a esas leyes. 

AcompaflarÆn, ademÆs, para su archivo en el cuaderno de comprobantes, 
los estatutos de la compafila. 

ART. 355. Las sociedades a que se refiere el artIculo anterior tendrÆn en 
Venezuela un representante, el cual se considerarÆ investido de plenas faculta-
des; excepto la de enajenar la empresa o Ia concesión, si esta facultad no se le 
hubiere dado expresamente. 

ART. 356. Las sociedades extranj eras que no tengan en Venezuela sucur-
sales ni explotaciones pueden, sin embargo, hacer negocios en el pals y corn-
parecer en juicio ante los Tribunales de Ia Repüblica, como demandantes o 
como demandadas, quedando sujetas a las disposiciones sobre no domicilia-
dos. AsI estas sociedades, como las indicadas en el segundo aparte del artIculo 
354, pueden adquirir Ia nacionalidad venezolana mediante manifestación he-
cha por escrito por el representante de la compaæla ante el Juez de Comercio 
de lajurisdicción donde tenga o decida fijar su domicilio. 

Este escrito se registrarÆ y publicarÆ junto con los demÆs documentos 
indicados en el artIculo 354, si no estuvieren ya registrados. 

ART. 357. Todos los que contraten en nombre de compafllas constituidas 
en el extranjero y no registradas debidamente en Venezuela quedan sujetos a 
responsabilidad personal y solidaria por todas las obligaciones contraIdas en 
el pals, sin perjuicio de que los terceros puedan demandar a la compaflia mis-
ma, si asi les conviniere, y pedir Ia ejecución de los bienes que figuren en 
nombre de ella. 

ART. 358. Lajurisdicción que corresponde a los Tribunales de Venezue-
la, segUn sus leyes, por contratos de seguros celebrados con compafilas ex-
tranjeras, es irrenunciable en todo caso. 



CODIG0 DE C0MERcI0 

TITULO IX 
DE LA LETRA DE CAMBIO 

SECCION XV 
DE LOS CONFLICTOS DE LEYES 

ART. 483. (DEROGADO) La capacidad de una persona para obligarse 
por medio de la letra de cambio se determina por la icy nacional. Si esta ley 
deciara competente la de otro Estado, esta ültima es la que se aplica. 

La persona que sea incapaz, segün Ia regla determinada en ci pÆrrafo 
anterior, estarÆ, sin embargo, vÆlidamente obligada silo ha sido con anteriori-
dad en ci territorio de un Estado, segUn cuya iegislacion serIa capaz. 

ART. 484. (DEROGADO) La forma de las obligaciones contraIdas en 
materia de letras de cambio se regula por la Ley del Estado, sobre cuyo tern-
torio dichas obligaciones han sido suscritas. 

ART. 485. Las fonnas y los tØrminos del protesto, asI como los otros 
actos necesarios para ci ejercicio o Ia conservación de ios derechos en materia 
de Ia ietra de cambio, se reguian por la Ley del Estado en cuyo territorio debe 
ser sacado ci protesto o reaiizado ci acto en cuestión. 

LIBRO CUARTO 
DE LA JURISDICCION COMERCIAL 

TITULO II 
DE LA COMPETENCIA 

ART. 1.094. En materia cornercial son competentes: 
El juez del domicilio del demandado. 
El dci lugar donde se celebró ci contrato y se entregó la mercancIa. 
El del lugar donde deba hacerse ci pago. 
ART. 1.095. Las acciones personales y las acciones reaies sobre bienes, 

originadas de actos ejecutados por cuenta de una sociedad nacionai o extran-
jera, por su gerente o representante fuera del sitio social, pueden ser propues-
tas por los terceros ante Ia autoridad judicial donde se ejerza ci comercio o 
resida ci gerente o representante. 

Las acciones que resulten dci contrato de transporte pueden ser propues-
tas ante ia autoridad judicial dcl lugar en que reside un representante del por -
teador, y si se trata de caminos de hierro, ante ia autoridad judicial en que se 
encuentra la estación de saiida o de iiegada. 
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Las acciones que resulten de abordaje de navIos pueden ser intentadas 
ante la autoridad judicial del lugar del suceso, o de la primera arribada o del 
destino, sin perjuicio del procedimiento que deba seguirse, segæn las ordenan-
zas de marina o de matrIcula, u otras leyes especiales. 

TITULO III 
DEL PROCEDIMIENTO 

ART. 1.102. En materia comercial no estÆ obligado el demandante no 
domiciliado en Venezuela a afianzar el pago de lo que fuere juzgado y 
sentenciado. 



B. LEY DE PROPIEDAD INDUSTRIAL 

G.O. No 25.227, 10/12/1956 

CAPITULO II 
DE LAS PATENTES 

ART. 10. Los inventos, mejoras y modelos o dibujos industriales 
patentados en pals extranjero podrÆn patentarse igualmente en Venezuela me-
diante el cumplimiento de las formalidades y requisitos legales, si no fueren 
ya del dominio pæblico. La patente se expedirÆ por el tØrmino que permita Ia 
Ley venezolana o por el que falte por extinguirse Ia patente concedida en pals 
extranjero, si este ültimo tØrmino fuere menor. 

ART. 11. Quien haya obtenido una patente en el exterior tendrÆ prelación 
para obtenerla tambiØn en Venezuela dentro de los doce meses siguientes a la 
fecha de Ia patente extranj era. 

ART. 12. La solicitud de patente de introducción de un invento o mejora, 
que se haga en Venezuela antes de haber transcurrido el plazo a que se refiere 
el articulo 11, podrÆ ser declarada nula a petición del titular de la correspon-
diente patente extranjera que solicite el registro de su invento o mejora en el 
pals, dentro del indicado plazo y lo obtenga conforme a Ia Ley. En este ültimo 
caso, la nulidad de Ia patente de introducción podrÆ ser declarada por el Re-
gistrador de la Propiedad Industrial al acordar la patente solicitada. 
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C. LEY PARA PRO MOVER Y PROTEGER 
EL EJERCICIO DE LA LIBRE COMPETENCIA 

G.O. No 34.880, 13/01/1992 

TITULO II 

AMBITO DE APLICACION DE LA LEY 

CAPITULO I 

SUJETOS DE APLICACION 

ART. 4. Quedan sometidas a esta Ley todas las personas naturales o 
jurIdicas, pibIicas o privadas que, con o sin fines de lucro, realicen activida-
des económicas en el territorio nacional o agrupen a quienes realicen dichas 
actividades. 

TITULO III 

DE LA SUPERINTENDENCIA PARA LA PROMOCION 

Y PROTECCION DE LA LIBRE COMPETENCIA 

CAPITULO IV 

DEL DEBER DE INFORMAR 

ART. 31. Todas las personas y empresas que realicen actividades econó-
micas en el pals, püblicas o privadas, nacionales o extranjeras, deberÆn sumi-
nistrar Ia informaciOn y documentación que les requiera Ia Superintendencia. 

Los datos e informaciones suministrados, tendrÆn carÆcter confidencial, 
salvo si Ia Ley establece su registro o publicidad. 
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D. DECRETO CON FUERZA DE LEY DE MENSAJES 
DE DATOS Y FIRMAS ELECTRONICAS 

Decreto N° 1.204, 1010212001 
G.O. No 37.148, 28/02/2001 

CAPITULO II 
DE LOS MENSAJES DE DATOS 

EFICAC1A PROBATORIA 

ART. 4. Los Mensajes de Datos tendrÆn la misma eficacia probatoria que 
Ia ley otorga a los documentos escritos, sin perjuicio de lo establecido en Ia 
primera parte del artIculo 6 de este Decreto-Ley. Su promoción, control, con-
tradicción y evacuación como medio de prueba, se realizarÆ conforme a lo 
previsto para las pruebas libres en el Codigo de Procedimiento Civil. 

La información contenida en un Mensaje de Datos, reproducida en for-
mato impreso, tendrÆ Ia misma eficacia probatoria atribuida en Ia ley a las 
copias o reproducciones fotostÆticas. 

CUMPLIMIENTO DE SOLEMNIDADES Y FORMALIDADES 

ART. 6. Cuando para determinados actos o negociosjuridicos Ia ley exija 
el cumplimiento de solemnidades o formalidades, Østas podrÆn realizarse uti-
lizando para ello los mecanismos descritos en este Decreto-Ley. 

Cuando para determinados actos o negociosjurIdicos Ia ley exija Ia firma 
autografa, ese requisito quedara satisfecho en relaciOn con un Mensaje de 
Datos al tener asociado una Firma Electrónica. 
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CAPITULO IV 
DE LAS FIRMAS ELECTRONICAS 

VALIDEZ Y EFICACIA DE LA FIRMA ELECTRONICA. REQUISITOS 

ART. 16. La Firma Electrónica que permita vincular al Signatario con el 
Mensaje de Datos y atribuir la autorla de Øste, tendrÆ Ia misma validez y efica-
cia probatoria que Ia ley otorga a la firma autografa. A tal efecto, salvo que las 
partes dispongan otra cosa, la Firma Electrónica deberÆ Ilenar los siguientes 
aspectos: 

1 .Garantizar que los datos utilizados para su generación puedan producir-
se solo una vez, y asegurar, razonablemente, su confidencialidad. 

2.Ofrecer seguridad suficiente de que no pueda ser falsificada con la tec-
nologIa existente en cada momento. 

3.No alterar la integridad del Mensaje de Datos. 
A los efectos de este artIculo, Ia Firma Electrónica podrÆ formar parte 

integrante del Mensaje de Datos, o estar inequlvocamente asociada a Øste; 
enviarse o no en un mismo acto. 

EFECTOS JURIDICOS. SANA CRITICA 

ART. 17. La Firma Electrónica que no cumpla con los requisitos seflala-
dos en el artIculo anterior no tendrÆ los efectosjurIdicos que se le atribuyen en 
el presente CapItulo, sin embargo, podrÆ constituir un elemento de convicción 
valorable conforme a las reglas de Ia sana crItica. 

CERTIFICADOS ELECTRONICOS EXTRANJEROS 

ART. 44. Los Certificados Electrónicos emitidos por proveedores de ser-
vicios de certificación extranjeros tendrÆn Ia misma validez y eficaciajurIdica 
reconocida en el presente Decreto-Ley, siempre que tales certificados sean 
garantizados por un Proveedor de Servicios de Certificación, debidamente 
acreditado conforme a lo previsto en el presente Decreto-Ley, que garantice, 
en la misma forma que lo hace con sus propios certificados, el cumplimiento 
de los requisitos, seguridad, validez y vigencia del certificado. Los certifica-
dos electrónicos extranjeros, no garantizados por un Proveedor de Servicios 
de Certificación debidamente acreditado conforme a lo previsto en el presente 
Decreto-Ley, carecerÆn de los efectosjurIdicos que se atribuyen en el presente 
CapItulo, sin embargo, podrÆn constituir un elemento de convicción valorable 
conforme a las reglas de la sana crItica. 
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E. DECRETO CON FUERZA DE 1EV DE EMPRESAS 
DE SEGUROS V REASEGUROS 

Decreto No 1.545,09/11/2001 
G.O. Ext. N° 5.553, 12/11/2001 

TITULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 

PROHIBICION DE OPERACIONES CON EMPRESAS DEL EXTERIOR 

ART. 6. Salvo las operaciones de reaseguro, queda prohibido celebrar 
operaciones de seguros con entidades extranjeras no autorizadas para desarro-
liar Ia actividad aseguradora en Venezuela, cuando ci riesgo estØ ubicado en el 
territorio nacional. 

No obstante, el Ejecutivo Nacional fijarÆ las condiciones en las cuales Ia 
Superintendencia de Seguros podrÆ autorizar el aseguramiento en el exterior 
de riesgos que no sea posible asegurar con compaæIas estabiecidas en el pals, 
siempre que dicha imposibilidad haya sido demostrada suficientemente. 

TiTULO III 
DEL EJERCICIO DE LA ACTIVIDAD ASEGURADORA 

V REASEGURADORA 

CAPITULO III 
DE LAS NORMAS QUE RIGEN A LAS EMPRESAS DE SEGUROS 

VA LAS DE REASEGUROS 

SECCION CUARTA 
DE LA CONTABILIDAD 

ACTIVIDADES EN EL EXTERIOR 

ART. 117. Las empresas de seguros, las de reaseguros, las sociedades de 
corretaje de seguros y las de reaseguros que mantengan agencias, dependencias, 
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sucursales u oficinas en el exterior, deberÆn remitir a Ia Superintendencia de 
Seguros los estados financieros y la información contable que Østa requiera 
mediante disposiciones de carÆcter general y que sean necesarias para lievar a 
cabo sus funciones de supervision. 

CAPITULO VIII 
DE LA PARTICIPACION DEL CAPITAL EXTRANJERO 

EN LA ACTIVIDAD ASEGURADORA Y REASEGURADORA 

SECCION PRIMERA 
DISPOSICIONES GENERALES 

INVERSION EXTRANJERA 

ART. 197. La participación de la inversion extranj era en las actividades 
aseguradora y reaseguradora nacional podrÆ realizarse en los tØrminos esta-
blecidos en este Decreto Ley mediante: 

1.Adquisicion de acciones en empresas de seguros o de reaseguros, o de 
corretaje de seguros o de reaseguros constituidas en el pals. 

2. Constitución de empresas de seguros o de reaseguros o de corretaje de 
seguros o de reaseguros. 

3. Establecimiento de sucursales de empresas de reaseguros o de correta-
je de reaseguros. 

4. Establecimiento de oficinas de representación de empresas de reaseguros 
o de corretaje de reaseguros. 

REGIMEN APLICABLE 

ART. 198. Las empresas de seguros, las de reaseguros y las de corretaje 
de seguros y las de reaseguros con participación de capital extranjero, inclu-
yendo las sucursales de companlas de reaseguros y de corretaje de reaseguros 
que operen en Venezuela, quedaran sujetas en su actuación a las normas pre-
vistas en este Decreto-Ley para las empresas de seguros y las de reaseguros y 
los productores nacionales de seguros y los de reaseguros, segün corresponda. 

OTRAS FORMAS DE IN VERSION EXTRANJERA 

ART. 199. En los tØrminos en que lo establezcan los acuerdos de integra-
cion se permitirÆn otras formas de inversion extranj era en la actividad asegu-
radora y reaseguradora. 
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SECCION SEGUNDA 
DE LAS OFICINAS DE REPRESENTACION Y DE LAS SUCURSALES 

DE LAS EMPRESAS DE REASEGUROS V DE LAS SUCURSALES 
DE SOCIEDADES DE CORRETAJE DE REASEGUROS 

ACTIVIDADES PERMITIDAS 

ART. 200. Las empresas de reaseguros del exterior podrÆn mantener su-
cursales o representaciones permanentes en el territorio de Ia Republica para 
Ia aceptación de riesgos de reaseguros. Las sociedades de corretaje de 
reaseguros podrÆn mantener sucursales y ejercer poderes de empresas de 
reaseguros no domiciliadas en el pals para Ia aceptación de riesgos de 
reaseguros. 

Ninguna persona podrÆ ejercer mÆs de una representación de empresas de 
reaseguros del exterior. 

SOLICITUD DE AUTORIZAC ION 

ART. 201. Las solicitudes de autorización para el establecimiento de ofi-
cinas de representación y de sucursales de empresas de reaseguros y para las 
sucursales de las sociedades, de corretaje de reaseguros del exterior, deberÆn 
cumplir con los requisitos y formalidades que establezca la Superintendencia 
de Seguros mediante normas de carÆcter general. 

Las oficinas de representación y las sucursales solo podrÆn realizar las 
actividades expresamente previstas en el artIculo anterior. 

INFORMACION A LA SUPERINTENDENCIA 

ART. 202. Las oficinas de representación y sucursales de empresas de 
reaseguros y las sucursales de las sociedades de corretaje de reaseguros a que 
se refiere esta sección deberÆn suministrar a la Superintendencia de Seguros 
semestralmente, o con la periodicidad que Østa fije, una relación de los riesgos 
que hayan aceptado durante el perlodo inmediatamente anterior, la cual debe-
rÆ contener todos los datos e informaciones que les sean exigidos. Asimismo, 
estÆn obligadas a suministrar a dicho Organismo los informes verbales o es-
critos que les sean requeridos sobre cualesquiera de sus actividades. 

CAMBIO DE DOMICILIO, CLAUSURA DE OFICINAS 0 SUSTITUCION 
DE REPRESENTANTES 

ART. 203. El cambio de domicilio, de ubicación o clausura de las oficinas 
de representaciOn o de las sucursales, o la sustitución de sus representantes, 
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deberÆn ser notificados previamente con por lo menos cinco (5) dIas hÆbiles a 
Ia Superintendencia de Seguros. El cese de las operaciones respectivas deberÆ 
ser notificado con una antelación de al menos treinta (30) dIas continuos. 



F. DECRETO CON FUERZA DE LEY DE COMERCIO 
MARITIMO 

Decreto N° 1.506, 30/10/2001 
G.O. N° 5.551, 09/11/2001 
Reforma Parcial: 13/12/2005 

TITULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 

ART. 2. Las disposiciones de este Decreto-Ley se aplican a los buques y 
a los hidroaviones nacionales o extranjeros que se encuentren en aguas juris-
diccionales de Ia Repüblica; a los buques nacionales que se encuentren en alta 
mar o aguas jurisdiccionales de otro pais; a cualquier construcción flotante 
apta para navegar, carente de propulsion propia, que opere en el medio acuÆti-
co 0 auxiliar de Ia navegación destinada o no a ella; a las islas artificiales, 
instalaciones y estructuras situadas en el espacio acuÆtico nacional, salvo dis-
posición expresa en contrario establecida en Ia ley. 

ART. 3. Las materias objeto de este Decreto-Ley que tengan relación con 
ordenamientos jurIdicos extranjeros, se regularÆn por las normas de Derecho 
Internacional Püblico sobre Ia materia, en particular, las establecidas en los 
tratados internacionales vigentes en Venezuela; en su defecto se aplicarÆn las 
normas de Derecho Internacional Privado venezolano; a falta de ellas, se uti-
lizarÆ la analogIa y, finalmente, se regirÆn por los principios de Derecho Inter-
nacional Privado generalmente aceptados. 

ART. 4. En las materias reguladas por este Decreto-Ley, los hechos o 
elementos que constituyen la costumbre podrÆn ser probados ante la autoridad 
competente, mediante dictamen de peritos. 
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TITULO II 
LOS SUJETOS DE LA NAVEGACION 

CAPITULO I 
EL CAPITAN 

ART. 23. El CapitÆn que se encuentre en un puerto donde no se halle su 
armador o su mandatario, sin fondos para continuar el viaje, debe requerirlos 
por escrito al propietario o armador del buque o por intermedio de Ia Autori-
dad AcuÆtica, tanto en puerto venezolano como extranjero, justificando Ia ca-
rencia de fondos, conjuntamente con dos (2) oficiales del buque. 

CAPITULO III 
EL ARMADOR 

SECCION IV 
PROCEDIMIENTO DE LIMITACION DE RESPONSABILIDAD 

DEL ARMADOR V DE LA CONSTITUCION DEL FONDO 

ART. 54. La solicitud de limitación y la constitución del fondo se presen-
tarÆ ante los tribunales de la Jurisdicción Especial AcuÆtica en los casos si-
guientes: 

1.En caso de buques matriculados en Venezuela, en el del puerto de ma-
trIcula. 

2.Si se tratase de un buque extranjero, en el primer puerto donde el buque 
arribe despuØs de ocurrido el accidente o en el lugar donde se haya practicado 
el primer embargo del buque o el lugar donde se haya ofrecido la primera 
garantIa para evitarlo. 

(...) 

TITULO III 
EL EMBARGO PREVENTIVO DE BUQUES 

ART. 94. Un buque solo podrÆ ser objeto de embargo en los siguientes 
casos: 

1 .En virtud de un crØdito marItimo, pero no en virtud de otro crØdito de 
naturaleza distinta. 

2.A los efectos de obtener una garantIa para ejecutar el eventual laudo 
arbitral o sentencia judicial que se dicte, aün cuando en virtud de una clÆusula 
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dejurisdicción o una ciÆusula de arbitraje, el crØdito marItimo estØ sometido a 
la jurisdicción de los tribunales de un Estado extranjero o a un tribunal de 
arbitraje, o deba regirse por Ia icy de otro Estado. 

ART. 112. Lo dispuesto en este TItulo, no se aplicarÆ a los buques de 
guerra, a las unidades navales auxiliares y a otros buques pertenecientes a un 
Estado extranjero o expiotados por ØI, destinados exciusivamente en ese mo-
mento a un uso pübiico no comercial. 

T’TULO IV 
PRIVILEGIOS E HIPOTECAS 

SECCION I 
HIPOTECA NAVAL 

ART. 131. Cuando la hipoteca naval se otorgue en el exterior, Ia forma 
dci acto se regirÆ por ia Icy del lugar de su otorgamiento o por la icy que rige 
Ia hipoteca o por ia icy del domicilio del otorgante o del domicilio comün de 
sus otorgantes. 

Para que pueda tener efecto en Venezuela, deberÆ inscribirse ci documen-
to de hipoteca en ci Registro Naval Venezoiano, debiendo contener la infor-
macion a que se refiere este Decreto-Ley, con las firmas de sus otorgantes y ia 
firma del notario o funcionario püblico que Jo autentique, legalizadas por ci 
COnsul venezolano o debidamente apostiliada. 

ART. 132. El reconocimiento de las hipotecas y gravÆmenes anaIogos 
constituidos sobre buques extranjeros, quedarÆ subordinado al cumplimiento 
de los requisitos siguientes: 

I .Que hayan sido constituidos e inscritos en un registro püblico, de con-
formidad con Ia legisiación del pals en que hayan tenido iugar. 

2.Que dicho registro sea de libre consulta por ci pUbiico y que se pueda 
solicitar y obtener del registrador, extractos y copias de sus asientos. 

3.Que en ci registro se especifique como mInimo, ci nombre y Ia dirección 
de la persona a favor de Ia cual se haya constituido ia hipoteca o ci gravamen, 
o ci hecho de que ha sido constituida para garantizar obligaciones ai portador, 
ci importe rnÆximo garantizado, Ia fecha y otras circunstancias que, de confor 
midad con ia iegisiación del pals donde se constituyó la hipoteca o ci grava-
men, determinen su rango respecto de otras hipotecas y gravÆmenes inscritos. 



MATERIAL DE CLASE PARA DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 

TITULO V 
LOS CONTRATOS DE UTILIZACION DEL BUQUE 

CAPITULO III 
TRANSPORTE DE MERCANCtAS PORAGUA 

SECCION I 
DISPOSICIONES GENERALES 

ART. 198. Las disposiciones de este CapItulo se aplicarÆn a los contratos 
de transporte por agua, siempre que: 

I .El puerto de carga o de descarga previsto en el contrato, estØ situado en 
el espacio acuÆtico nacional. 

2.Uno de los puertos facultativos de descarga previstos en el contrato, sea 
el puerto efectivo de descarga y Øste se encuentre dentro del espacio acuÆtico 
nacional. 

3.E1 conocimiento de embarque u otro documento que haga prueba del 
contrato, estipule que se regirÆ por las disposiciones de este CapItulo. 

ART. 199. Las disposiciones de este CapItulo se aplicarÆn sea cual fuere 
Ia nacionalidad del buque, del porteador, del porteador efectivo, del cargador, 
del consignatario o de cualquier otra persona interesada. 

TITULO VI 
RIESGOS DE LA NAVEGACION 

CAPITULO I 
ABORDAJES V OTROS ACCIDENTES 

SECCION I 
DISPOSICIONES FUNDAMENTALES 

ART. 331. Los abordajes se rigen por la ley: 
1.Del pals en cuyas aguas se producen. 
2.Por la ley de la nacionalidad de los buques cuando Østa sea comiin y el 

abordaje ocurriere en aguas no jurisdiccionales. 
3.Si el abordaje ocurriere en aguas no jurisdiccionales y los buques son 

de distinta nacionalidad, cada uno estÆ obligado en los tØrminos de Ia ley de su 
bandera. 

4.Por las normas contenidas en convenciones, tratados, convenios o acuer-
dos, cuando los abordajes ocurran entre buques que enarbolen pabellones de 
Estados adherentes o ratificantes de aquellos. 
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CAPITULO I! 
SALVAMENTO 

SECCION II 
RECOMPENSA 0 COMPENSACION 

ART. 364. Salvo acuerdo entre las partes: 
1 .La ley venezolana se aplicarÆ a los salvamentos efectuados en aguas 

jurisdiccionales venezolanas. 
2.La distribución de Ia recompensa entre el propietario del buque salva-

dory las personas al servicio de dicho buque se rige por Ia ley de su pabellón. 

CAPITULO III 
LAS AVERIAS 

SECCION II 
REGLAS GENERALES 

ART. 368. Los actos y contribuciones por concepto de averIas gruesas o 
comunes se rigen por acuerdo entre las partes, y en su defecto, por las reglas, 
usos y prÆcticas internacionales, en su version mÆs reciente. 

Sin embargo, sobre la calificación, liquidaciOn y distribución de las aye-
rIas gruesas o comunes, las partes podrÆn pactar la aplicación de cualquier otra 
clase de normas, que provengan de usos o acuerdos nacionales o internaciona-
les, püblicos o privados, o de reglas de prÆcticas nacionales o extranj eras. 

ART. 373. Salvo acuerdo entre las partes: 
1 .La ley de Ia nacionalidad del buque determina Ia naturaleza de Ia averla 

gruesa o comin; los elementos, formalidades y Ia obligacion de contribuir. 
2.La ley del pals en cuyo puerto se verifique el acto o el gasto de Ia averia 

gruesa o comün, rige la liquidacion y prorrateo de Østa. 

T’TULO VII 
LOS SEGUROS MARITIMOS 

CAP ITULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 

ART. 386. Cuando no se atribuya un sentido especial a las palabras en 
idioma extranjero usadas en una póliza, y salvo que el uso del lugar les de un 
significado determinado, debe aplicÆrseles Ia acepción tØcnica y juridica que 
tengan en ci idioma del pals de origen al que pertenezcan. 

983 



G. DECRETO CON FUERZA DE 1EV GENERAL DE 
BANCOS Y OTRAS INSTITUCIONES FINANCIERAS 

Decreto N° 1.526, 03/11/2001 
G.O. Ext. N° 5.555, 13/1112001 

TITULO I 
DE LOS BANCOS, ENTIDADES DE AHORRO Y PRESTAMO, 

DEMAS INSTITUCIONES FINANCIERAS, Y CASAS DE CAMBIO 

CAPITULO III 
DE LAS OPERAC1ONES DE INTERMEDIACION 

DE LAS INVERSIONES EN TITULOS VALORES 

ART. 34. Los bancos universales, bancos comerciales, bancos de inver-
sión, arrendadoras financieras, bancos hipotecarios, bancos de desarrOilo, ban-
cos de segundo piso, fondos del mercado monetario y entidades de ahorro y 
prØstamo, que realicen inversiones en tItulos o valores, podrÆn mantenerlos en 
su custodia, o en fideicomiso o en custodia, segün corresponda, en otro banco 
comercial o universal domiciliado en el pals. 

Cuando dichas inversiones se realicen a travØs de titulos desmaterializados, 
los mismos deberÆn mantenerse registrados en el Banco Central de Venezue-
la, o en una Caja de Valores, confornie a lo dispuesto por la Comisión Nacio-
nal de Valores y Ia icy que las rige, en un agente de colocación o una institución 
de custodia de los utilizados por el Banco Central de Venezuela o por Ia Repü-
blica Boiivariana de Venezuela, o en un banco extranjero domiciliado fuera 
del territorio nacional. La Superintendencia de Bancos y Otras Instituciones 
Financieras, tomando en consideración los dictÆmenes de las calificadoras de 
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riesgo internacionalmente reconocidas, podrÆ objetar el ente custodio extran-
jero domiciliado fuera del territorio nacional y ordenar su sustituciOn, Ia cual 
deberÆ realizarse en un plazo no mayor de noventa (90) dIas continuos conta-
dos a partir de la notificación. 

CAPITULO IV 
DE OTRAS OPERACIONES 

SECCION PRIMERA 
DE LAS OPERACIONES CONEXAS V EL REPORTO 

ACTIVIDADES CONEXAS 

ART. 45. Los bancos universales, bancos comerciales, bancos hipoteca-
rios, bancos de inversion, entidades de ahorro y prØstamo, bancos de desarro-
No y bancos de segundo piso podrÆn dedicarse, conforme a las disposiciones 
que los rigen, los reglamentos que dicte el Ejecutivo Nacional y Ia normativa 
prudencial que dicte Ia Superintendencia de Bancos y Otras Instituciones Fi-
nancieras y ci Banco Central de Venezuela, a realizar actividades conexas con 
las bancarias o crediticias, tales como transferir fondos, aceptar la custodia de 
fondos, tItulos y objetos de valor, prestar servicio de cajas de seguridad, ac-
tuar como fiduciarios y ejecutar mandatos, comisiones, y otros encargos de 
confianza; asI como comprar y vender divisas y billetes extranjeros o importar 
oro amonedado o en barras, sin perjuicio de lo dispuesto sobre esta materia, en 
Ia Ley del Banco Central de Venezuela. 

CAPITULO V 
DE LOS BANCOS, ENTIDADES DE AHORRO V PRESTAMO, 

OTRAS INSTITUCIONES FINANCIERAS ESPECIALIZADAS, CASAS 
DE CAMBIO Y OPERADORES CAMBIARIOS FRONTERIZOS 

SECCION DECIMA 
DE LAS CASAS DE CAMBIO 

PARTE I 
DISPOSICIONES GENERALES 

DE LAS CASAS DE CAMBIO V SU CAPITAL MINIMO 

ART. 139. Las casas de cambio tienen como objeto realizar operaciones 
de compra y yenta de billetes extranjeros, de cheques de viajeros, asI como las 
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